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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

tenia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 16 de
septiembre de 1963.

Materia : Tierras.

Recurrente: Adolfo de los Santos.
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Abogado: Lic. Manfredo A. Moore R.

Recurridos: Cayetano Severino Rodríguez y compartes (defecto).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

4- - En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Savi-
ñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio
Sánchez T., asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo,
Distrito Nacional, 'hoy día 5 de marzo de 1965, años 122o.
de la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfo de
los Santos, mayor de edad, casado, dominicano, hacendado,
domiciliado en la casa No. 116 de la calle Alonso Espinosa,
de esta ciudad, cédula 2999, serie 23, contra sentencia del
Tribunal Superior de Tierras, de fecha 16 de septiembre del
1963 , y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Manfredo A. Moore R., cédula No. 899, se-
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rie 47, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 15 de noviembre de 1963,
en el cual se invocan los medios que más adelante se in-
dican;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia de
fecha 14 de mayo del 1964, por la cual se declara el defecto
de los recurridos, Persio César Domínguez, Francisca No-
ble de Peña, Cayetano Severino, Rufina Severino R., Gabi-
na Severino R., Pedro Marte Severino, Gonzalo Fabián Se-
verino, Porfirio Fabián Severino, Rufina Fabián Severino,
Eulalia Fabián Severino, Juan Fabián Severino y Juana
Bautista Fabián S.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1341 del Código Civil, 84 de la
Ley de Registros de Tierras y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 10 de mayo del 1963, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción original dictó una sentencia en relación con el sa-
neamiento catastral de la Parcela No. 8 del Distrito Catas-
tral No. 8, del Municipio de Bayaguana, cuyo dispositivo se
encuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada en
casación; b) que sobre el recurso de apelación de Adolfo de
los Santos, el Tribunal Superior de Tierras dictó la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: lo.:
Se rechaza por infundado el recurso de apelación interpues-
to en fecha 24 de mayo de 1963 por el señor Oscar de los
Santos, a nombre y representación del señor Adolfo de los
Santos, contra la Decisión No. 7 de fecha 10 de mayo del
mismo año, dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdic-
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ción Original, en relación con la Parcela No. 8 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, Provincia de
San Cristóbal; 2o.: Se confirma, en todas sus partes la De-
cisión recurrida, cuyo dispositivo dice así: "En la Parcela
Número 8: Area: 691 Hs., 83 As., 64 Cs. Primero: Se recha-
la reclamación formulada dentro de esta parcela, por el se-
ñor Adolfo de los Santos, por mal fundada; Segundo: Se or-
dena el registro del derecho de propiedad de esta parcela y
sus mejoras, libre de gravámenes y conforme al plano ca-
tastral, en la siguiente forma y proporción: a) 115 Hs., 30
As., 57Cas., en favor del señor Cayetano Severino Rodrí-
guez, domiciliado en Comatillo, Bayaguana; b) 115 Hs., 30
As., 68 Cas., en favor de la señora Rufina Severino Rodrí-
guez, domiciliada en Comatillo, Bayaguana; c) 115 Hs., 30
As., 57 Cas., en favor de la señora Gabina Severino Rodrí-
guez, domiciliada en Comatillo, Bayaguana; d) 115 Hs., 30
As., 58 Cas., en favor del señor Pedro Marte Severino, do-
miciliado en Comatillo, Bayaguana; e) 19 Hs., 21 As., 74
Cas., en favor del señor Gonzalo Fabián Severino, domici-
liado en Comatillo; f) 19 Hs., 21 As., 74 Cas., en favor del
señor Porfirio Fabián Severino, domiciliado en Comatillo;
g) 19 Hs., 21 As., 81 Cas., en favor de la señora Eulalia Fa-

.. bián Severino, domiciliada en Comatillo, Bayaguana; h) 19
Hs., 21 As., 81 Cas., en favor de la señora Juana Fabián
Severino, domiciliada en Comatillo, Bayaguana; i) 19 Hs.,
21 As., 74 Cas., en favor de la señora Juana Bautista Fa-
bián Severino, domiciliada en Comátillo, Bayaguana; j) 19
Hs., 21 As., 81 Cas., en favor de la señora Rufina Fabián
Severino, domiciliada en Comatillo, Bayaguana; k) 94 Hs.,
32 As., 95 Cas., en favor del señor Persio César Domínguez
Hernández, dominicano, mayor de edad, casado con Dila-

' lía Isolina Díaz, domiciliado en la calle José Contreras No.
28, Santo Domingo, Cédula No. 33169, Serie 31; y, 1) 20
Hs., 97 As., 64 Cas., en favor de la señora Ana Francisca
Noble de Peña, dominicana, mayor de edad, casada con el
señor Enrique Peña, domiciliada en calle Manuela Diez 88,
Santo Domingo, Cédula No. 1253, serie 18, ";
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del recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
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en el cual se invocan los medios que más adelante se in-
dican;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia de
fecha 14 de mayo del 1964, por la cual se declara el defecto
de los recurridos, Persio César Domínguez, Francisca No-
ble de Peña, Cayetano Severino, Rufina Severino R., Gabi-
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cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 10 de mayo del 1963, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción original dictó una sentencia en relación con el sa-
neamiento catastral de la Parcela No. 8 del Distrito Catas-
tral No. 8, del Municipio de Bayaguana, cuyo dispositivo se
encuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada en
casación; b) que sobre el recurso de apelación de Adolfo de
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Considerando que el recurrente invoca en apoyo de
su recurso los siguientes medios de casación: Violación del
derecho de defensa, falta de base legal, falsa aplicación del
artículo 4o. de la Ley de Registro de Tierras, y motivos
contradictorios, o sea, falta de motivos;

Considerando que el recurrente alega, en síntesis, en el
desarrollo de sus medios de casación, reunidos, que en la
audiencia celebrada por el Tribunal Superior de Tierras en
fecha 12 de agosto de 1963, presentó conclusiones subsi-
diarias que dicen así: "Además, voy a exponer que en caso
de que los Magistrados crean que no está bastante sustan-
ciada la reclamación del señor Adolfo de los Santos, se ha-
ga una audiencia donde se solicite la comparecencia de José
Dolores Contreras, hijo mayor de Gabina Severino, quien
es conocedor de eso"; que en la sentencia impugnada se ha
incurrido en un grave error al pretenderse que la única
prueba del recurrente para reclamar sus derechos es la do-
cumental, a pesar de que esto puede hacerlo por todos los
medios a su alcance, puesto que la regla del artículo 1341
del Código Civil no es de orden público, sino de interés pri-
vado; que también se incurre en una falsa apreciación de
los hechos de la causa cuando se afirma en la sentencia que
los herederos no han reconocido tal venta en razón de que
el recurrente fue el primero en reconocer que los herede-
ros del finado Fernando Severino no le han vendido, lo que
no es cierto puesto que el recurrente ha alegado siempre
que su vendedora lo fue Gabina Severino, hija de Fernan-
do Severino, y si el Tribunal Superior hubiera ordenado la
comparecencia de José Dolores Contreras, hijo de la ven-
dedora, el caso hubiera quedado resuelto en apelación; pero,

ConSiderando que, sin embargo, los jueces estimaron
que el caso estaba suficientemente sustanciado y se edifica-
ron en el sentido de que el recurrente no había probado los
derechos reclamados por él en la Parcela No. 8 del Distrito
Catastral No. 8 del Municipio de Bayaguana, mientras los
intimados, sucesores de Fernando Severino, habían proba-

do, mediante la declaración de los testigos Eulogio Sosa y
Tito Germán, que poseían el terreno desde hacía más de
ochenta años, en las condiciones requeridas por la Ley para
adquirir por prescripción y que la porción reclamada por
Adolfo de los Santos, actual recurrente, "es una sabana
suelta y lo único que hace él es pasar por ahí al igual que
lo hace todo el que quiere"; que por todas estas razones los
medios del recurso carecen de fundamento y deben ser re-
chazados;

Considerando que no obstante haber sucumbido el re-
currente no puede ser condenado al pago de las costas en
vista de que el recurrido por haber hecho defecto, no tuvo
oportunidad de pedir dicha condenación y ésta no puede
pronunciarse de oficio;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Adolfo de los Santos contra sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha 16 de septiembre de
1963, en relación con la Parcela No. 8 del Distrito Catas-
tral No. 8 del municipio de Bayaguana.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Leonte R. , Alburquerque C.— Elpidio
Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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do, mediante la declaración de los testigos Eulogio Sosa y
Tito Germán, que poseían el terreno desde hacía más de
ochenta años, en las condiciones requeridas por la Ley para
adquirir por prescripción y que la porción reclamada por
Adolfo de los Santos, actual recurrente, "es una sabana
suelta y lo único que hace él es pasar por ahí al igual que
lo hace todo el que quiere"; que por todas estas razones los
medios del recurso carecen de fundamento y deben ser re-
chazados;

Considerando que no obstante haber sucumbido el re-

currente no puede ser condenado al pago de las costas en
vista de que el recurrido por haber hecho defecto, no tuvo
oportunidad de pedir dicha condenación y ésta no puede
pronunciarse de oficio;

Por tales motivos, Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Adolfo de los Santos contra sentencia del Tri-
bunal Superior de Tierras, de fecha 16 de septiembre de
1963, en relación con la Parcela No. 8 del Distrito Catas-
tral No. 8 del municipio de Bayaguana.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Leonte R. .Alburquer que C.— Elpidio
Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 5 de marzo de 1965,
años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Pa-
blo Espinosa, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado y residente en la casa No. 135 de la calle 23 de esta
ciudad, cédula 22622, serie 18, contra sentencia pronuncia-
da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, en fe-
cha 29 de agosto de 1963, cuyo dispositivo se copia más
adelante;
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Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 29 de agosto de 1963.

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Bienvenido Leonardo González, cédula No.

25089, serie 23, abogado del recurrente en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el Dr. Pericles Andújar Pimentel, cédula No.
51617, serie lra., por sí y en representación del Dr. Lupo
Hernández Rueda, cédula 5200, serie 1ra., abogado de la re-
currida Domínguez y Lara, C. por A., entidad comercial or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en la casa No. 28 de la calle 27 de esta

0	 ciudad, en la lectura de sus conclusiones;

documentos a que ella se refiere consta: a) que previa ten,
tativa infructuosa de conciliación, Juan Pablo Espinosa, de.

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el 21 de octubre de 1963;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por sus abogados y notificado al abogado del recurrente,
en fecha 19 de diciembre de 1963;

/	 La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
- ' rado y vistos los artículos 12 y 67 del Código de Trabajo; 57

' de la Ley 637 de 1944; y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedí-
- miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los

mande a Domínguez y Lara, C. por A., en pago de las pres-
taciones correspondientes por despido injustificado; b) que
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en
fecha 21 de noviembre de 1962, la sentencia acerca del int

!' formativo solicitado por el demandante, cuyo dispositivo es
el siguiente: "Falla: Primero: Rechaza, el informativo soli-
citado por el trabajador demandante por las razones antes
expuestas; Segundo: Fija, consecuentemente, para la discu-
sión del fondo del presente litigio, la audiencia pública de
este Tribunal para las nueve horas de la mañana del día 4
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
fecha 29 de agosto de 1963.

Materia: Laboral (Demanda en reclamación de prestaciones).

Recurrente: Juan Pablo Espinosa.
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Recurridos: Domínguez y Lara, C. por A.
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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blo Espinosa, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado y residente en la casa No. 135 de la calle 23 de esta
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1w.
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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documentos a que ella se refiere consta: a) que previa ten+
tativa infructuosa de conciliación, Juan Pablo Espinosa, de•
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citado por el trabajador demandante por las razones antes
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sión del fondo del presente litigio, la audiencia pública de
este Tribunal para las nueve horas de la mañana del día 4
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de diciembre del presente año en curso; Tercero: Reserva
los costos para ser fallados conjuntamente con el fondo"; e)
que dicho Juzgado al decidir sobre el fondo de la demanda
dictó sentencia en fecha 19 de febrero de 1963, con el si:

guiente dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza, por las razo-
nes antes expuestas, la demanda intentada por el trabaja-
dor Juan Pablo Espinosa, contra Domínguez & Lara, C. por
A.; Segundo: Condena a la parte que sucumbe al pago de
los costos"; d) que sobre el recurso de apelación interpues-
to por Juan Pablo Espinosa, contra la indicada sentencia,
la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha
29 de agosto de 1963, la sentencia ahora impugnada, con el
siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por Juan Pablo Espinosa contra la sentencia de fe-
cha 19 de febrero de 1963, dictada por el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, en favor de la Domín-
guez & Lora, C. por A., cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza, relati-
vamente al fondo, dicho recurso de alzada, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia impugnada; Tercero: Conde-
na a la parte sucumbiente, Juan Pablo Espinosa, al pago
de las costas del procedimiento, tan sólo en un cincuenta
por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Código de
Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637, sobre Contratos de
Trabajo, vigente";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
de los artículos 12 y 67 del Código de Trabajo; Segundo
Medio: Violación al derecho de defensa y exceso de poder;
y, Tercer Medio: Falta de base legal;

Considerando que en el desenvolvimiento del segundo
medio de Casación, el recurrente alega en síntesis, que él
solicitó ante los jueces del fondo que se ordenara un infor-
mativo testimonial para probar la existencia del contrato
de trabajo por tiempo indefinido y el despido injustificado

de que fuera objeto por la empresa demandada; que no obs-
tante tal pedimento, la Cámara a-qua tomando como fun-
damento la resolución emanada del Director de Trabajo, re-
chazó tanto la medida de instrucción como las reclamacio-
nes del recurrente, violando de ese modo el derecho de de-
fensa, y además cometiendo un exceso de poder; pero,

Considerando que el agravio expresado en ese medio
va dirigido contra la sentencia del 21 de noviembre de 1962,
que rechazó el pedimento relativo a la información testimo-
nial, sentencia que no fue objeto de ningún recurso por lo
que dicho medio carece de pertinencia y debe ser rechazado;

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios primero y tercero, reunidos, el recurrente alega en sín-
tesis, que el Juez a-quo no ha determinado en la sentencia
impugnada cuál era la naturaleza del contrato que existía
entre el recurrente y la recurrida; que el recurrente desde
el año 1954 prestaba servicio a la Domínguez & Lara, C.
por A., como obrero, ininterrumpidamente hasta el mo-
mento en que fue despedido por la voluntad exclusiva del
patrono, después de una labor de 8 años; que en el presente
caso no se trata de un trabajo para obra determinada como
lo entiende el patrono, ni tampoco de un caso de suspen-
sión del trabajo, ni de una "resolución de despido", sin res-
ponsabilidad para las partes, situación grave para los obre-
ros y gravísima para la Secretaría de Trabajo que se ha
excedido en sus funciones administrativas; que el Juez a-
guo no ponderó plenamente todos los documentos deposita-
dos, pues durante los 8 años de trabajo del recurrente, és-
te realizó labores en no menos de 60 obras o contratos a car-
go de la Compañía Domínguez & Lara, C. por A., empresa
destinada a realizar construcciones en el país; que el con-
trato que le ligaba al patrono no era para obra determina-
da, sino de tiempo indefinido; que la Cámara a-qua al deci-
dir en la sentencia impugnada que el contrato existente en-
tre las partes era para una obra determinada y que cesó sin
responsabilidad para ninguno de ellos, incurrió en la vio-
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lación de los artículos 12 y 67 del Código de Trabajo y en
el vicio de base legal; pero,

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que el Juez a-quo rechazó al demanda del tra-
bajador expresando en resumen, lo siguiente: que "por la
resolución No. 2-62 de fecha 6 de abril de 1962 dictada por
el Director General de Trabajo la cual fue confirmada por
la No. 21-62 del 22 de agosto de 1962, dictada por el Secre-
tario de Estado de Trabajo, se desprende sin lugar a dudas,
que la obra donde realizó trabajos la parte recurrente era
de las que terminan sin responsabilidad para las partes al
término de la misma; así en la mencionada Resolución cons-
ta que "Los trabajos de explanación en la vía férrea del
ramal Los Guineos Bella Vista", fueron terminados el sá-
bado 31 de marzo de 1962 por la firma Domínguez & Lara,
C. por A., y en los que han quedado cesantes los trabajado-
res que se utilizaron en el movimiento de tierra, tales como
tractoristas, peones de tractores, serenos, manejadores de
cavadoras y peones en movimiento de tierra (véase lista
anexa), sin ninguna responsabilidad para ambas partes";
que en la mencionada Resolución consta que la ahora parte
intimante quedó cesante al terminarse los trabajos en la
explanación del ramal de vía férrea "Los Guineos-Bella Vis-
ta"; que fue la obra donde realizó trabajos para Domínguez
& Lara, C. por A., empresa intimada; que, además, en el in-
dicado fallo consta "que aunque es cierto que la parte recu-
rrente prestó servicios a Domínguez & Lara, C. por A., des-
de el año 1954, como consta en la certificación de la Caja
Dominicana de Seguros Sociales ya mencionada, no es me-
nos cierto que como se ha dicho precedentemente, la refe-
rida certificación evidencia que en los trabajos realizados
por la parte intimante para esa empresa, había meses en
que no prestó ningún servicio o lo prestó por muy pocos
días, no llenando necesidades normales, constantes y uni-
formes de esa empresa (art. 8 del Código de Trabajo), ni
realizando dichos trabajos todos los días laborables con la
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continuidad indefinida (art. 9 del Código de Trabajo), con-
diciones indispensables para que quede caracterizado un
contrato por tiempo o naturaleza indefinida; "que, además,
los contratos de trabajos sucesivos para obra determinada,
aun cuando sean con el mismo patrono, cesan sin responsa-
bilidad para éste, con la terminación de cada una de las
obras";

Considerando que, como se advierte de lo anteriormen-
te transcrito, el Juez a-quo, formó su convicción en el sen-
tido ya expresado, después de ponderar en todo su alcance,
los documentos que fueron sometidos al debate, especia]-
mente, la Resolución del Departamento de Trabajo, a que
se ha hecho referencia; que los jueces del fondo gozan de
un poder soberano para apreciar el valor de los medios de
prueba aportados al debate, lo que escapa al control de la
casación, salvo que haya desnaturalización, lo que no ha
ocurrido en la especie; que, finalmente, el examen del fallo
impugnado muestra que el mismo contiene una exposición
de los hechos y circunstancias de la litis que ha permitido
verificar que en el presente caso se ha hecho una correcta
aplicación de la ley; que en consecuencia, los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juan Pablo Espinosa, contra senten-
cia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, en fecha 29 de agosto de 1963, cuyo dispositivo se 'ha
copiado en otro lugar del presente fallo; y, Segundo: Conde-
na al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

4,...sentencia impugnada: Consejo Superior de Guerra de las Fuerzas
Armadas y la Policía Nacional.

.	 .

Materia : Criminal (Homicidio voluntario).

Recurrente : Luis Heredia Medrand.

4
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Savi-
ñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio
Sánchez T., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, D. N., a los 5 días del mes de marzo del año 1965, años
122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis He-
redia Medrano, Raso, P. N., dominicano, mayor de edad,
soltero, domiciliado y residente en la ciudad de Santo Do-
mingo, cédula 3564, serie 19, contra sentencia dictada por
el Consejo Superior de Guerra de las Fuerzas Armadas y
la Policía Nacional, en fecha 5 de marzo de 1964, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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la Policía Nacional, en fecha 5 de marzo de 1964, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Tribunal a-quo en fecha 6 de marzo de 1964
a requerimiento del acusado, en la cual no se invoca nin:
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 18, 295 y 304 del Código Pe-
nal, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 21
de septiembre de 1962, el Fiscal del Consejo de Guerra de
Segundo Grado de la Policía Nacional, requirió del Magis-
trado Juez de Instrucción del Consejo de Guerra de Segun-
do Grado de la Policía Nacional, que instruyera la sumaria
correspondiente a Luis Heredia Medrano, Raso P. N., acu-
sado del crimen de Homicidio Voluntario en perjuicio de
José Lucía Féliz Mateo, Cabo P. N.; b) que en fecha 17 de
octubre de 1962, el Magistrado Juez de Instrucción ya men-
cionado dictó su providencia calificativa No. 27 con el si-
guiente dispositivo: "Resolvemos: Declarar: como al efec-
to declaramos que existen suficientes cargos para conside-
rar al Raso Luis Heredia Medrano, P. N., autor del crimen
de haber dado muerte al Cabo José Lucía Félix Mateo, P.
N., de tres disparos hechos con su revólver de reglamento,
lo que está previsto y sancionado por los artículos 295 y
304 Párrafo 2do. del Código Penal. Mandamos y Ordena-
mos: Primero: que el Raso Luis Heredia Medrano, P. N.,
sea enviado al Consejo de Guerra de Segundo Grado de la
Policía Nacional, para que sea juzgado conforme a la ley,
ya que los artículos que hemos citado, dan competencia a
ese Consejo para conocer y fallar el caso"; c) que en fecha
7 de diciembre de 1962, el Consejo de Guerra de Segundo
Grado de la Policía Nacional, debidamente apoderado, pro-
nunció una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Que debe declarar como al efecto declara, al raso
Luis Heredia Medrano, P. N., culpable del crimen de homi-
cidio voluntario en la persona del Cabo José Lucía Féliz Ma-

teo, p. N.; Segundo: Que debe condenar como al efecto con,
dena al Raso Luis Heredia Medrano, P. N., a sufrir la pena
de quince (15) años de trabajos públicos en la Penitenciar
ría Nacional de La Victoria; y Tercero: Separar como al
efecto separa de las Filas de la Policía Nacional, al Raso
Luis Heredia Medrano, P. N., por mala conducta"; d) que
sobre recurso de apelación del acusado, intervino la senten;
cia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "Falla:
primero: Admite en cuanto a la forma, el presente recurso
de apelación; Segundo: Modifica en cuanto a la pena im"-
puéstale la sentencia apelada, dictada en fecha 7 de diciem-.
bre de 1962, por Consejo de Guerra de Segundo Grado de
la P. N., cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presen2.
te fallo; y en consecuencia condena al Raso Luis Heredia/
Medrano, P. N., a sufrir la pena de doce (12) años de tra-
bajos públicos";

Considerando que el Tribunal a-quo, dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba qué,
fueron regularmente administrados en la Instrucción de 14
causa lo siguiente: a) que en fecha 11 de septiembre de
1962, mientras el Cabo P. N. José Lucía Féliz Mateo, con-
ducía en calidad de preso a Andrés Heredia Medran() por
haber alterado el orden público, el acusado intervino opo-
niéndose a que fuera conducido por ser hermano del se:.
gundo; b) que cuando el Cabo P. N. José Lucía Féliz
teo, hacía subir a un Jeep a Andrés Heredia Medrano par4
conducirlo preso, el acusado infirió voluntariamente al pri-
mero dos heridas de bala que le ocasionaron la muerte ins-
tantáneamente;

Considerando que los hechos así establecidos por el Tri-
bunal a-quo, constituyen a cargo del acusado Luis Heredia
Medrano, Raso P. N., el crimen de Homicidio Voluntario en
la persona de José Lucía Féliz Mateo, Cabo P. N., previsto
por el Art. 295 del Código Penal y sancionado por los ar-
tículos 304 y 18 del mismo Código con penas de tres a vein-
te años de trabajos públicos; que en consecuencia, al conde-
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guiente dispositivo: "Resolvemos: Declarar: como al efec-
to declaramos que existen suficientes cargos para conside-
rar al Raso Luis Heredia Medrano, P. N., autor del crimen
de haber dado muerte al Cabo José Lucía Félix Mateo, P.
N., de tres disparos hechos con su revólver de reglamento,
lo que está previsto y sancionado por los artículos 295 y
304 Párrafo 2do. del Código Penal. Mandamos y Ordena-
mos: Primero: que el Raso Luis Heredia Medrano, P. N.,
sea enviado al Consejo de Guerra de Segundo Grado de la
Policía Nacional, para que sea juzgado conforme a la ley,
ya que los artículos que hemos citado, dan competencia a
ese Consejo para conocer y fallar el caso"; e) que en fecha
7 de diciembre de 1962, el Consejo de Guerra de Segundo
Grado de la Policía Nacional, debidamente apoderado, pro-
nunció una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Que debe declarar como al efecto declara, al raso
Luis Heredia Medrano, P. N., culpable del crimen de homi-
cidio voluntario en la persona del Cabo José Lucía Féliz Ma-
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1w teo, p. N.; Segundo: Que debe condenar como al efecto con,
deria al Raso Luis Heredia Medrano, P. N., a sufrir la pena
de quince (15) años de trabajos públicos en la Penitenciar
ría Nacional de La Victoria; y Tercero: Separar como al
efecto separa de las Filas de la Policía Nacional, al Raso
Luis Heredia Medrano, P. N., por mala conducta"; d) que
sobre recurso de apelación del acusado, intervino la senten:
cia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "Falla:

Primero: Admite en cuanto a la forma, el presente recurso
de apelación; Segundo: Modifica en cuanto a la pena im:
puéstale la sentencia apelada, dictada en fecha 7 de diciem-.
bre de 1962, por Consejo de Guerra de Segundo Grado de
la P. N., cuyo dispositivo se copia ' en otro lugar del presenr
te fallo; y en consecuencia condena al Raso Luis HereM
Medrano, P. N., a sufrir la pena de doce (12) años de tra-
bajos públicos";

Considerando que el Tribunal a-quo, dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba qué
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa lo siguiente: a) que en fecha 11 de septiembre de
1962, mientras el Cabo P. N. José Lucía Feliz Mateo, con-‘
duela en calidad de preso a Andrés Heredia Medrano por
haber alterado el orden público, el acusado intervino opo-
niéndose a que fuera conducido por ser hermano del se:.
gundo; b) que cuando el Cabo P. N. José Lucía Féliz Ma.-

\ . teo, hacía subir a un Jeep a Andrés Heredia Medrano pura

1
 conducirlo preso, el acusado infirió voluntariamente al pri-
mero dos heridas de bala que le ocasionaron la muerte ins-
tantáneamente;

Considerando que los hechos así establecidos por el Tri-
bunal a-quo, constituyen a cargo del acusado Luis Heredia
Medrano, Raso P. N., el crimen de Homicidio Voluntario en
la persona de José Lucía Féliz Mateo, Cabo P. N., previsto
por el Art. 295 del Código Penal y sancionado por los ar-
tículos 304 y 18 del mismo Código con penas de tres a vein-

0	 te años de trabajos públicos; que en consecuencia, al conde-
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

.111110,Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 22 de julio de 1964.

materia: Penal (Habeas Corpus).

Recurrentes: Adolfino Candelario Mercedes y Amador Candelario
Mercedes.

Abogados: Dres. Santos Díaz Cruzado y Luis A. de la Cruz D.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

11~P
En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 5 de marzo de 1965,
años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfino
Candelario Mercedes, dominicano, empleado privado, mayor
de edad, casado, domiciliado en la casa No. 62 de la calle
Nicolás de Ovando de esta ciudad, cédula 12192, serie 25; y
Amador Candelario Mercedes, dominicano, empleado pri-
vado, mayor de edad, casado, domiciliado en la casa No. 45
de la calle 7 del Ensanche Ozama de esta ciudad, cédula
9297, serie 25; contra sentencia en materia de Habeas Cor-
pus dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fedha 22 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia a

nar al acusado después de declararlo culpable del indicado
crimen a sufrir la pena de 12 años de trabajos públicos, el
Tribunal a-quo hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos y
en lo que se refiere al interés del recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Luis Heredia Medrano, contra sen-
tencia dictada por el Consejo Superior de Guerra de las
Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en fecha 5 de mar-
zo de 1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio
Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secre-
tario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

•

át.
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965
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~entes: Adolfino Candelario Mercedes y Amador Candelario
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abogados: Dres. Santos Díaz Cruzado y Luis A. de la Cruz D.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael

. Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, hoy día 5 de marzo de 1965,

1.1 años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-

1	 guiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfino
Candelario Mercedes, dominicano, empleado privado, mayor
de edad, casado, domiciliado en la casa No. 62 de la calle
Nicolás de Ovando de esta ciudad, cédula 12192, serie 25; y
Amador Candelario Mercedes, dominicano, empleado pri-
vado, mayor de edad, casado, domiciliado en la casa No. 45
de la calle 7 del Ensanche Ozama de esta ciudad, cédula
9297, serie 25; contra sentencia en materia de Habeas Cor-
pus dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 22 de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia a
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continuación: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en
la forma el recurso de apelación interpuesto por los impe-
trantes Adolfino Candelario Mercedes y Amador Candela-
rio Mercedes, por haber sido incoado en tiempo hábil y con-
forme a las normas procedimentales; Segundo: Confirma la
sentencia recurrida, dictada en atribuciones de Habeas Cor-
pus por la Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 30 del mes de
junio del año 1964, cuyo dispositivo copiado textualmente di-
ce así: 'Primero: Rechaza, por improcedente e infundado tan-
to en la forma como en el fondo, el mandamiento de Habeas
Corpus, impetrado por el Dr. Santos Díaz Cruzado, abogado,
en favor de los nombrados Adolfino Candelario Mercedes y
Amador Candelario Mercedes, en vista de que los impetran-
tes se encuentran sometidos a la Justicia Militar, de con-
formidad con el Código de Justicia de las Fuerzas Armadas;
Segundo: Declara de oficio, las costas de la presente instan-
cia de Habeas Corpus'; Tercero: Declara las costas de ofi-
cio";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Cabrera Felipe, en representación de los

Dres. Santos Díaz Cruzado y Luis A. de la Cruz D., cédu-
las Nos. 26632, serie 26, y 38410, serie 31, abogados de los
recurrentes en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 22 de ju-
lio de 1964, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Dr. Luis de la Cruz, en nombre de los
recurrentes, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 6 de noviem-
bre de 1964, suscrito por los abogados de los recurrentes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1 y 29 de la Ley 5353 de 1914, so-

bre Habeas Corpus; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de
la Ley que rige la materia tienen derecho a un mandamien-
to de Habeas Corpus, todas las personas que, por cualquier
causa, estén privadas de su libertad, excepto cuando lo ha-
yan sido por sentencia de tribunal competente;

Considerando que, en la especie, consta en el expe-
diente que los recurrentes han sido puestos en libertad; que,
en tales condiciones, la casación de la sentencia ahora im-
pugnada sean cuales fueran las irregularidades que ella
contenga carecería de objeto una vez que la finalidad de
la instancia de Habeas Corpus de que se trata, en lo con-
cerniente al interés de los impetrantes, es que se les ponga
en libertad;

Considerando que los procedimientos en materia de Ha-
beas Corpus están libres de costas;

Por tales motivos, Declara inadmisible el recurso de
casación interpuesto por Adolfino Candelario Mercedes y
Amador Candelario Mercedes, contra sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 21 de
julio de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peñañ.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
ciPerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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diente que los recurrentes han sido puestos en libertad; que,
en tales condiciones, la casación de la sentencia ahora im-
pugnada sean cuales fueran las irregularidades que ella
contenga carecería de objeto una vez que la finalidad de
la instancia de Habeas Corpus de que se trata, en lo con-
cerniente al interés de los impetrantes, es que se les ponga
en libertad;

Considerando que los procedimientos en materia de Ha-
beas Corpus están libres de costas;

Por tales motivos, Declara inadmisible el recurso de
casación interpuesto por Adolfino Candelario Mercedes y
Amador Candelario Mercedes, contra sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 21 de
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(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peñañ.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

4
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma.
coris, de fecha 4 de junic: de 1964.

Materia: Correccional. (Violación de propiedad).

Recurrente: Alejandro Vélez.

Interviniente: Ulises Marrero.
Abogado: Dr. P. Caonaho Antonio y Santana.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 5 días
del mes de marzo del 1965, años 122o. de la Independencia
y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alejan-
dro Vélez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor,
domiciliado en Matanzas, Municipio de Nagua, cédula No.
3254, serie 62; Noel Francisco Gil, dominicano, mayor de
edad, soltero, agricultor, domiciliado en la sección rural Ma-
tancitas, Municipio de Nagua, cédula No. 758, serie 71; Ra-
món Francisco, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en la sección rural Matancitas, Munici-
pio de Nagua, cédula No. 1684, serie 71; Salvador Cárde-
nas Durán, dominicano, agricultor, casado, mayor de edad.

domiciliado en la sección rural de Matancitas, municipio de
Nagua, cédula No. 23729, serie 71; Juan Molina, dominica-
no, agricultor, soltero, mayor de edad, domiciliado en la
sección rural de Matancitas, Municipio de Nagua, cédula
No. 3165, serie 62; Francisco Ramos, dominicano, agricul-
tor, casado, mayor de edad, domiciliado en Matancitas, Mu-
nicipio de Nagua, cédula No. 2304, serie 62; Remigio Mar-
tínez, dominicano, agricultor, mayor de edad, soltero, domi-
ciliado en Matancitas, sección rural del Municipio de Na-
gua, cédula No. 1543, serie 71; y José de Jesús, dominica-
no, casado, agricultor, mayor de edad, domiciliado en Ma-
tancitas, Municipio de Nagua, cédula No. 11579, serie 56,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fe-
cha 4 de junio de 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, cédula No.

18025, serie 56, abogado del interviniente, en la lectura de
sus conclusiones;

milw. Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 10 de
julio de 1964 levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Dr. Antonio Pichardo, en nombre de los

0011

1 recurrentes;
Visto el escrito de intervención de fecha 30 de octubre

de 1964, presentado por Ulises Marrero, dominicano, ma-
yor de edad, hacendado, soltero, domiciliado en el Munici-
pio de Nagua, cédula No. 16, serie 58, suscrito por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos lo. de la Ley No. 5869, de 1962;
1382 del Código Civil; 188 y 208 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma.
corís, de fecha 4 de junic; de 1964.

Materia: Correccional. (Violación de propiedad).

Recurrente: Alejandro Vélez.

interviniente: Ulises Marrero.
Abogado: Dr. P. Caonabo Antonio y Santana.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 5 días
del mes de marzo del 1965, años 122o. de la Independencia
y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Alejan-
dro Vélez, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor,
domiciliado en Matanzas, Municipio de Nagua, cédula No.
3254, serie 62; Noel Francisco Gil, dominicano, mayor de
edad, soltero, agricultor, domiciliado en la sección rural Ma-
tancitas, Municipio de Nagua, cédula No. 758, serie 71; Ra-
món Francisco, dominicano, mayor de edad, soltero, agri-
cultor, domiciliado en la sección rural Matancitas, Munici-
pio de Nagua, cédula No. 1684, serie 71; Salvador Cárde-
nas Durán, dominicano, agricultor, casado, mayor de edad.

domiciliado en la sección rural de Matancitas, municipio de

	

Y	 Nagua, cédula No. 23729, serie 71; Juan Molina, dominica-
no, agricultor, soltero, mayor de edad, domiciliado en la

	

sINI

- 	sección rural de Matancitas, Municipio de Nagua, cédula

	

.	 No. 3165, serie 62; Francisco Ramos, dominicano, agricul-
'`	 tor, casado, mayor de edad, domiciliado en Matancitas, Mu-

nicipio de Nagua, cédula No. 2304, serie 62; Remigio Mar-
tínez, dominicano, agricultor, mayor de edad, soltero, dorni-
ciliado en Matancitas, sección rural del Municipio de Na-
gua, cédula No. 1543, serie 71; y José de Jesús, dominica-
no, casado, agricultor, mayor de edad, domiciliado en Ma-
tancitas, Municipio de Nagua, cédula No. 11579, serie 56,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, en fe-
cha 4 de junio de 1964, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, cédula No.

18025, serie 56, abogado del interviniente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 10 de
julio de 1964 levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Dr. Antonio Pichardo, en nombre de los
recurrentes;

Visto el escrito de intervención de fecha 30 de octubre
de 1964, presentado por Ulises Marrero, dominicano, ma-
yor de edad, hacendado, soltero, domiciliado en el Munici-
pio de Nagua, cédula No. 16, serie 58, suscrito por su abo-
gado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos lo. de la Ley No. 5869, de 1962;
1382 del Código Civil; 188 y 208 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: 

a)
que en fecha 12 de agosto de 1963 Ulises A. Marrero, ra-
tificó ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de María Trinidad Sánchez la querella que había pre-
sentado en fecha 23 de julio de ese año, contra Alejandro
Vélez, Noel Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cár-
denas Durán, Juan Molina, José de Jesús, Francisco Ra-
mos y Remigio Martínez, por el hecho de estos señores ha-
berse introducido in su permiso en una finca de su propie-dad situada en 1 .4eccióu de Matancitas, paraje El Agua-
cate, del Municipio de Nagua; b) que regularmente apode-
rado por el Magistrado Procurador Fiscal, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramí-
rez, dictó en fecha 16 de septiembre de 1963 una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se
declaran culpables a Alejandro Vélez, Noel Francisco Gil,
Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina,
Francisco Ramos, Remigio Martínez y José de Jesús de vio-
lación de propiedad en perjuicio de Ulises A. Marrero, y en
consecuencia, se condenan a pagar una multa de Dos Pesos
cada uno y las costas; SEGUNDO: Se rechazan las con-
clusiones del abogado de los prevenidos por improcedentes
y mal fundadas; TERCERO: Se acoge como buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por el querellante
contra los prevenidos; CUARTO: Se condenan a los preve-
nidos a pagarles solidariamente al querellante Ulises A. Ma-
rrero la suma de un peso por los daños y perjuicios ocasio-
nádoles en la comisión de este delito";.c) que sobre recur-
so de apelación interpuesto por los prevenidos en fecha 3
de diciembre de 1963 la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, dictó sentencia en defecto con el disposi-
tivo que se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de Apelación interpuesto por el doctor Jesús Anto-
nio Pichardo, a nombre y representación de los prevenidos

BOLETÍN JUDICIAL	 269

Alejandro Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón Francisco,
Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina, Francisco Ramos,
Remigio Martínez y José de Jesús; SEGUNDO: Pronuncia

(-1 Defecto contra los inculpados Alejandro Vélez, Nouel
Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Du-
rán, Juan Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez y
José de Jesús, por no haber comparecido a esta audiencia
para la cual fueron legalmente citados; TERCERO: Con-
firma la sentencia correccional dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de María Trinidad
Sánchez, de fecha diez y seis (16) de septiembre de mil no-
vecientos sesenta y tres (1963), la cual Condenó a los pro-
cesados Alejandro Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón Fran-
cisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina, Francisco
Ramos, Remigio Martínez y José de Jesús, al pago de una
multa de dos pesos oro (RD$2.00) cada uno, costas y una
indemnización simbólica de un peso oro (RDS1.00) a cada
uno de ellos, por el delito de Violación de Propiedad, en
perjuicio de Ulises A. Marrero; y, CUARTO: Condena a los
recurrentes al pago de las costas"; d) que sobre recurso de
oposición interpuesto por los prevenidos intervino la senten-
cia ahora impugnada que tiene el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara Nulo y sin ningún valor ni
efecto jurídico, el recurso de Oposición intentado por Juan
Molina y José de Jesús contra sentencia de esta Corte de
fecha tres (3) de diciembre de mil novecientos sesenta y
tres (1963), por no haber comparecido estando legalmente
citados; SEGUNDO: Declara regular y válido el recurso de
Oposición incoado por Alejandro Vélez, Nouel Francisco
Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Francis-
co Ramos y Remigio Martínez, contra la supra dicha sen-
tencia por haberlo hecho en el plazo y forma legal; TER-

CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Declara regular y
válido en cuanto a la forma el presente recurso de Apela-
ción interpuesto por el doctor Jesús Antonio Pichardo, a

r



Alejandro Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón Francisco,
Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina, Francisco Ramos,
ftemigio Martínez y José de Jesús; SEGUNDO: Pronuncia

el Defecto contra los inculpados Alejandro Vélez, Nouel
Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Du-
rán, Juan Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez y
José de Jesús, por no haber comparecido a esta audiencia
para la cual fueron legalmente citados; TERCERO: Con-
firma la sentencia correccional dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de María Trinidad
Sánchez, de fecha diez y seis (16) de septiembre de mil no-
vecientos sesenta y tres (1963), la cual Condenó a los pro-
cesados Alejandro Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón Fran-
cisco, Salvador Cárdenas. Durán, Juan Molina, Francisco
Ramos, Remigio Martínez y José de Jesús, al pago de una
multa de dos pesos oro (RD$2.00) cada uno, costas y una
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indemnización simbólica de un peso oro (RD$1.00) a cada
uno de ellos, por el delito de Violación de Propiedad, en
perjuicio de Ulises A. Marrero; y, CUARTO: Condena a los
recurrentes al pago de las costas"; d) que sobre recurso de
oposición interpuesto por los prevenidos intervino la senten-
cia ahora impugnada que tiene el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara Nulo y sin ningún valor ni
efecto jurídico, el recurso de Oposición intentado por Juan
Molina y José de Jesús contra sentencia de esta Corte de
fecha tres (3) de diciembre de mil novecientos sesenta y
tres (1963), por no haber comparecido estando legalmente
citados; SEGUNDO: Declara regular y válido el recurso de
Oposición incoado por Alejandro Vélez, Nouel Francisco
Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Francis-
co Ramos y Remigio Martínez, contra la supra dicha sen-
tencia por haberlo hecho en el plazo y forma legal; TER-

CERO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurri-
da, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Declara regular y
válido en cuanto a la forma el presente recurso de Apela-

.ción interpuesto por el doctor Jesús Antonio Pichardo, a

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en fecha 12 de agosto de 1963 Ulises A. Marrero, ra-
tificó ante el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de María Trinidad Sánchez la querella que había pre-
sentado en fecha 23 de julio de ese año, contra Alejandro
Vélez, Noel Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cár-
denas Durán, Juan Molina, José de Jesús, Francisco Ra-
mos y Remigio Martínez, por el hecho de estos señores ha-
berse introducido sin su permiso en una finca de su propie-dad situada en lal>isección de Matancitas, paraje El Agua-
cate, del Municipio de Nagua; b) que regularmente apode-
rado por el Magistrado Procurador Fiscal, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramí-
rez, dictó en fecha 16 de septiembre de 1963 una senten-
cia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se
declaran culpables a Alejandro Vélez, Noel Francisco Gil,
Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina,
Francisco Ramos, Remigio Martínez y José de Jesús de vio-
lación de propiedad en perjuicio de Ulises A. Marrero, y en
consecuencia, se condenan a pagar una multa de Dos Pesos
cada uno y las costas; SEGUNDO: Se rechazan las con-
clusiones del abogado de los 'prevenidos por improcedentes
y mal fundadas; TERCERO: Se acoge como buena y váli-
da la constitución en parte civil hecha por el querellante
contra los prevenidos; CUARTO: Se condenan a los preve-
nidos a pagarles solidariamente al querellante Ulises A. Ma-
rrero la suma de un peso por los daños y perjuicios ocasio-
nádoles en la comisión de este delito"; c) que sobre recur-
so de apelación interpuesto por los prevenidos en fecha 3
de diciembre de 1963 la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, dictó sentencia en defecto con el disposi-
tivo que se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: De-clara regular y válido en cuanto a la forma, el presente re-
curso de Apelación interpuesto por el doctor Jesús Anto-
nio Pichardo, a nombre y representación de los prevenidos
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nombre y representación de los prevenidos Alejandro Vélez,
Nouel Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas
Durán, Juan Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez
y José de Jesús; Segundo: Pronuncia el Defecto contra los
inculpados Alejandro Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón
Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina, Francis-
co Ramos, Remigio Martínez y José de Jesús, por no haber
comparecido a esta audiencia para la cual fueron legalmen-
te citados; Tercero: Confirma la sentencia correccional dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de María Ttkinidad,Sánchez, de fecha diez y seis (16)
de septiembre de mil novecientos sesenta y tres (1963), la
cual condenó a los procesados Alejandro Vélez, Nouel Fran-
cisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan
Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez y José de Je-
sús, ál pago de una multa de dos pesos oro (RD$2.00) cada
uno, costas y una indemnización simbólica de un peso oro
(RD$1.00) a cada uno de ellos, por el delito de Violación de
Propiedad, en perjuicio de Ulises Marrero; y, Cuarto: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas'; y, CUARTO:
Condena a los oponentes al pago de las costas penales y ci-
viles, distrayendo las últimas en favor del doctor P. Caona-
bo Antonio y Santana, quien afirma haberlas avanzado";

En cuanto al recurso de casación de Juan Molina
y José de Jesús;

Considerando que como el recurso de casación inter-
puesto contra la sentencia correccional que declara nula la
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto
que estatuyó sobre el fondo de la prevención procede el
examen de ambas decisiones;

Considerando en cuanto a la sentencia que pronunció la
nulidad de la oposición, o sea la dictada en fecha 4 de ju

-nio de 1964; que al tenor de los artículos 188 y 208 del Có-

digo de Procedimiento Criminal, la oposición a una senten-
cia en defecto pronunciada en materia correccional es nu-
la si el oponente no compareciere a sostener la oposición;
que en la sentencia impugnada consta que los oponentes no
comparecieron a la audiencia fijada para el conocimiento
del recurso, no obstante haber sido legalmente citados, y
que el ministerio público pidió en sus conclusiones la nuli-
dad de la oposición; que en tales condiciones, la Corte a-
qua aplicó correctamente los mencionados textos legales al
pronunciar la nulidad del recurso de oposición interpuesto
por Juan Molina y José de Jesús, contra la sentencia en
defecto del 3 de diciembre de 1963 que estatuyó sobre el
fondo de la prevención;

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la
cual se extiende como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba apor-
tados en la instrucción de la causa, entre otros hechos, los
siguientes: que los prevenidos Juan Molina y José de Jesús,
se introdujeron en una fecha no determinada del año 1963,
en una parcela de terreno situada en la sección de Matan-
citas, del Municipio de Nagua, sin permiso de su dueño Uli-
ses Marrero;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de violación de propiedad
puesto a cargo de los prevenidos Juan Molina y José de
Jesús, previsto y castigado por el artículo lo. de la Ley
No. 5869 con la pena de tres meses a dos años de prisión
correccional y multa de diez a quinientos pesos; que, en
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar a los indicados
prevenidos después de declararlos culpables del delito pues-
to a su cargo, a una multa de RD$2.00, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, le impuso una sanción ajustada a la ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua, ha comprobado que Ulises Marrero consti-
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nombre y representación de los prevenidos Alejandro Vélez,
Nouel Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas
Durán, Juan Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez
y José de Jesús; Segundo: Pronuncia el Defecto contra los
inculpados Alejandro Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón
Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan Molina, Francis-
co Ramos, Remigio Martínez y José de Jesús, por no haber
comparecido a esta audiencia para la cual fueron legalmen-
te citados; Tercero: Confirma la sentencia correccional dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de María Tikinidad,Sánchez, de fecha diez y seis (16)
de septiembre de mil novecientos sesenta y tres (1963), la
cual condenó a los procesados Alejandro Vélez, Nouel Fran-
cisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Durán, Juan
Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez y José de Je-
sús, al pago de una multa de dos pesos oro (RD$2.00) cada
uno, costas y una indemnización simbólica de un peso oro
(RD$1.00) a cada uno de ellos, por el delito de Violación de
Propiedad, en perjuicio de Ulises Marrero; y, Cuarto: Con-
dena a los recurrentes al pago de las costas'; y, CUARTO:
Condena a los oponentes al pago de las costas penales y ci-
viles, distrayendo las últimas en favor del doctor P. Caona-
bo Antonio y Santana, quien afirma haberlas avanzado";

En cuanto al recurso de casación de Juan Molina
y José de Jesús;

Considerando que como el recurso de casación inter-
puesto contra la sentencia correccional que declara nula la
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto
que estatuyó sobre el fondo de la prevención procede el
examen de ambas decisiones;

Considerando en cuanto a la sentencia que pronunció la
nulidad de la oposición, o sea la dictada en fecha 4 de ju

-nio de 1964; que al tenor de los artículos 188 y 208 del Có-

digo de Procedimiento Criminal, la oposición a una senten-
q	 cia en defecto pronunciada en materia correccional es nu-

la si el oponente no compareciere a sostener la oposición;
que en la sentencia impugnada consta que los oponentes no
comparecieron a la audiencia fijada para el conocimiento/111
del recurso, no obstante haber sido legalmente citados, y
que el ministerio público pidió en sus conclusiones la nuli-
dad de la oposición; que en tales condiciones, la Corte a-
gua aplicó correctamente los mencionados textos legales al
pronunciar la nulidad del recurso de oposición interpuesto
por Juan Molina y José de Jesús, contra la sentencia en
defecto del 3 de diciembre de 1963 que estatuyó sobre el
fondo de la prevención;

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la
cual se extiende como se ha expresado ya, el presente re-
curso de casación; que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba apor-
tados en la instrucción de la causa, entre otros hechos, los
siguientes: que los prevenidos Juan Molina y José de Jesús,
se introdujeron en una fecha no determinada del año 1963,
en una parcela de terreno situada en la sección de Matan-
citas, del Municipio de Nagua, sin permiso de su dueño Uli-
ses Marrero;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua se encuentran reunidos los ele-
mentos constitutivos del delito de violación de propiedad
puesto a cargo de los prevenidos Juan Molina y José de
Jesús, previsto y castigado por el artículo lo. de la Ley
No. 5869 con la pena de tres meses a dos años de prisión
correccional y multa de diez a quinientos pesos; que, en
consecuencia, la Corte a-qua, al condenar a los indicados
prevenidos después de declararlos culpables del delito pues-
to a su cargo, a una multa de RD$2.00, acogiendo circuns-
tancias atenuantes, le impuso una sanción ajustada a la ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua, ha comprobado que Ulises Marrero consti-
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tuído en parte civil sufrió daños y perjuicios a consecuen-
cia del delito cometido por los prevenidos; que, por consi-
guiente, dicha Corte, al condenar a los indicados preveni-
dos; al pago de una indemnización de un peso oro que fue
la suma solicitada por la parte civil hizo una correcta apli-
cación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia que se examina, no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casación

En cuanto al recurTo de casación interpuesto por Alejandro
Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cár-

denas Durán, Francisco Ramos y Remigio Martínez;

Considerando que en relación con estos recurrentes en
la sentencia de fecha 4 de junio de 1964, la Corte a-qua
dió por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba aportados a la causa entre otros hechos, los
siguientes: que dichos prevenidos se introdujeron en el año
1963 en una propiedad situada en el paraje El Aguacate,
sección Matancitas del Municipio de Nagua, sin permiso de
su dueño Ulises Marrero;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua se encuentra constituido el deli-
to de violación de propiedad puesto a cargo de los recu-
rrentes y previsto y castigado por el artículo 1 de la Ley
No. 5869, de 1962, con prisión corréccional de tres meses a
dos años y multa de Diez a Quinientos Pesos Oro; que, por
consiguiente, la Corte a-qua, al condenar a los prevenidos al
pago de una multa de dos pesos oro, después de declararlos
culpables, acogiendo circunstancias atenuantes, le impuso
una pena ajustada a la ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles,
que la Corte a-qua comprobó que Ulises Marrero, parte ci-
vil constituida, sufrió daños y perjuicios a consecuencia del
delito cometido por los prevenidos; que, por consiguiente,

dicha Corte, al condenar a los indicados prevenidos al pa-
go de una indemnización de un peso oro que fue la suma
solicitada por la parte civil, hizo una correcta aplicación
del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada en lo que concierne al interés de
los recurrentes, no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Ulises Marrero
como interviniente; Segundo: Rechaza los recursos de casa-
ción interpuestos por los prevenidos Alejandro Vélez, Nouel
Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Du-
rán, Juan Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez y
José de Jesús, contra sentencia pronunciada por la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, en atribuciones
correccionales, en fecha 4 de junio de 1964, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas, dis-
trayendo las correspondientes a la acción civil en favor del
Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, abogado de la parte
interviniente, que afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R.
Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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tuído en parte civil sufrió daños y perjuicios a consecuen-
cia del delito cometido por los prevenidos; que, por consi-
guiente, dicha Corte, al condenar a los indicados preveni-
dos; al pago de una indemnización de un peso oro que fue
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia que se examina, no contiene ningún vicio que jus-
tifique su casacióni
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Vélez, Nouel Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cár-

denas Durán, Francisco Ramos y Remigio Martínez;
Considerando que en relación con estos recurrentes en

la sentencia de fecha 4 de junio de 1964, la Corte a-qua
dió por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
tos de prueba aportados a la causa entre otros hechos, los
siguientes: que dichos prevenidos se introdujeron en el año
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rrentes y previsto y castigado por el artículo 1 de la Ley
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dos años y multa de Diez a Quinientos Pesos Oro; que, por
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pago de una multa de dos pesos oro, después de declararlos
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que la Corte a-qua comprobó que Ulises Marrero, parte ci-
vil constituida, sufrió daños y perjuicios a consecuencia del
delito cometido por los prevenidos; que, por consiguiente,
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go de una indemnización de un peso oro que fue la suma
solicitada por la parte civil, hizo una correcta aplicación
del artículo 1382 del Código Civil;
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Por tales motivos, Primero: Admite a Ulises Marrero
como interviniente; Segundo: Rechaza los recursos de casa-
ción interpuestos por los prevenidos Alejandro Vélez, Nouel
Francisco Gil, Ramón Francisco, Salvador Cárdenas Du-
rán, Juan Molina, Francisco Ramos, Remigio Martínez y
José de Jesús, contra sentencia pronunciada por la Corte
de Apelación de San Francisco de Macorís, en atribuciones
correccionales, en fecha 4 de junio de 1964, cuyo dispositi-
vo se ha copiado en parte anterior del presente fallo; y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas, dis-
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Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, abogado de la parte
interviniente, que afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R.
Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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qua, a requerimiento del Dr. Ramón Díaz Ordóñez, cédula
No. 11105, serie 23, en nombre del recurrente, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367, segunda parte, y 372, úl-
tima parte del Código Penal; 1 y 65 de la Ley Sobre Proce-
cidimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 17 de septiembre de 1962, Luz Nereida Solano
presentó ante la Policía Nacional de la ciudad de La Ro-
maná, querella contra Héctor Julio Maríñez Rodríguez, por
el hecho de éste haber radiado por la estación HI2P frases
que la querellante consideraba ofensivas a su persona; b)
que regularmente apoderado por el Magistrado Procurador
Fiscal en fecha 27 de mayo de 1963 el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Romana dictó una sen-
tencia que tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara, regular en cuanto a la forma la constitución
en parte civil de la señorita Luz Nereyda Solano, manifes-
tada por su abogado constituido Dr. Francisco del Carpio
Durán; SEGUNDO: Declara, no culpable al nombrado Héc-
tor Julio Maríñez Rodríguez, de generales anotadas, del de-
lito de injurias, en perjuicio de la señorita Luz Nereyda So-
lano y en consecuencia se descarga por insuficiencia de
pruebas; TERCERO: Rechaza, en cuanto al fondo la cons-
titución en parte civil de la señorita Luz Nereyda Solano,
por improcedente y mal fundada; CUARTO: Condena, a la
parte civil al pago de las costas civiles, distrayendo éstas
a favor del Dr. Domingo Antonio Suero Márquez; QUIN-
TO: Declara, las costas de oficio (penales)"; c) que sobre
recursos de apelación interpuestos por Luz Nereida Solano
y el Procurador General de la República, intervino la sen-
tencia ahora impugnada que tiene este dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos, respec- 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965   

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-
rís, de fecha 20 de septiembre de 1963.    

Materia: Correccional. (Injurias).      

Recurrente: Héctor Julio Maríñez Rddríguez.    

Dio Patria y Libertad.
República Dominicana.           

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel B. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, a los 5 días del mes de mar-
zo del año 1965, años 121o. de la Independencia y 102o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor
Julio Maríñez Rodríguez, dominicano, mayor de edad, lo-
cufor de radio, domiciliado en la ciudad de La Romana, cé-
dula No. 40120, serie 26, contra sentencia pronunciada en
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en fecha 20 de septiembre de 1963,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 14 de
octubre de 1963 levantada en la Secretaría de la Corte a-  
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qua, a requerimiento del Dr. Ramón Díaz Ordóñez, cédula
No. 11105, serie 23, en nombre del recurrente, en la cual
no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 367, segunda parte, y 372, úl-
tima parte del Código Penal; 1 y 65 de la Ley Sobre Proce-
cidimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 17 de septiembre de 1962, Luz Nereida Solano
presentó ante la Policía Nacional de la ciudad de La Ro-
maná, querella contra Héctor Julio Maríñez Rodríguez, por
el hecho de éste haber radiado por la estación HI2P frases
que la querellante consideraba ofensivas a su persona; b)
que regularmente apoderado por el Magistrado Procurador
Fiscal en fecha 27 de mayo de 1963 el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de La Romana dictó una sen-
tencia que tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara, regular en cuanto a la forma la constitución
en parte civil de la señorita Luz Nereyda Solano, manifes-
tada por su abogado constituido Dr. Francisco del Carpio
Durán; SEGUNDO: Declara, no culpable al nombrado Héc-
tor Julio Maríñez Rodríguez, de generales anotadas, del de-
lito de injurias, en perjuicio de la señorita Luz Nereyda So-
lano y en consecuencia se descarga por insuficiencia de
pruebas; TERCERO: Rechaza, en cuanto al fondo la cons-
titución en parte civil de la señorita Luz Nereyda Solano,
por improcedente y mal fundada; CUARTO: Condena, a la
parte civil al pago de las costas civiles, distrayendo éstas
a favor del Dr. Domingo Antonio Suero Márquez; QUIN-
TO: Declara, las costas de oficio (penales)"; c) que sobre
recursos de apelación interpuestos por Luz Nereida Solano
y el Procurador General de la República, intervino la sen-
tencia ahora impugnada que tiene este dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regulares y válidos, en cuanto
a la forma, los recursos de apelación interpuestos, respec- 

274	 BOLETÍN JUDICIAL    

SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965       
1.* 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco.
rís, de fecha 20 de septiembre de 1963.    

Materia: Correccional. (Injurias).    

Recurrente: Héctor Julio Maríñez Ro.driguez.   

Dios,, Patria y Libertad.
República 'Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel B. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, a los 5 días del mes de mar-
zo del año 1965, años 121o. de la Independencia y 102o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Héctor
Julio Maríñez Rodríguez, dominicano, mayor de edad, lo-
cutor de radio, domiciliado en la ciudad de La Romana, cé-
dula No. 40120, serie 26, contra sentencia pronunciada en
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
San Pedro de Macorís, en fecha 20 de septiembre de 1963,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 14 de
octubre de 1963 levantada en la Secretaría de la Corte a-                              
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tivamente, por la parte civil constituida, señorita Luz Ne-
reyda Solano, y por el Magistrado Procurador Fiscal, con.. -ffl

tra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en
fecha 27 de mayo de 1963, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, que descargó al
nombrado Héctor Julio Mariñez Rodríguez del delito de in-
jurias en perjuicio de dicha parte civil constituida, señori-
ta Luz Nereyda Solano, por insuficiencia de pruebas; re-
chazó, por improcedente y mal fundada, la constitución en
parte civil; declaró las costas penales de oficio y condenó a
la parte civil al pago de las costas; Segundo: Revoca la sen-
tencia recurrida y obrando por propia autoridad y contra-
rio imperio, condena al referido inculpado Héctor Julio Ma-
riñez Rodríguez al pago de una multa de diez pesos oro
(RD$10.00), por el delito de injurias en perjuicio de Luz Ne-
reyda Solano; Tercero: Declara regular y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por la señorita Luz Nereyda Sola-
no en contra del prevenido Héctor Julio Maríñez Rodríguez
y condena a éste al pago de una indemnización de un peso
oro (RD$1.00) en favor de dicha parte civil constituida, por
los daños morales y manteriales ocasionádole a la parte ci-
vil constituida con su hecho culposo; Cuarto: Condena a di-
cho inculpado al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido
lo siguiente: que el día 17 de septiembre de 1962, el preve-
nido que es locutor de radio, transmitió por la estación
H. I. 2. P. La Voz de La Romana, una dedicatoria de pie-
zas musicales ("a una jamona que parecía una lechuza, que
vive en la Teófilo Ferry No. 10"; agregando "mírale la ba-
rriguita que le ha hecho, Arturo"; y que, esas alusiones se
dirigían a la querellante Luz Nereyda Solano, que es la per-
sona que vive en esa dirección;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, se encuentran reunidos los ele-

rnentos constitutivos del delito de Injuria Pública, puesto a
cargo del prevenido; delito previsto por la segunda parte
del artículo 367 del Código Penal y castigado con multa de
cinco a cincuenta pesos por la última parte del artículo 372
del mismo código; que en consecuencia, al condenar al pre-
prevenido Héctor Julio Mariñez Rodríguez al pag ode una
multa de Diez Pesos, después de declararlo culpable del in-
dicado delito, le impuso una pena ajustada a la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua, comprobó que Luz Nereyda Solano consti-
tuida en parte civil, sufrió a consecuencia del delito cometi-
do por el prevenido daños y perjuicios morales y materia-
les; que, por consiguiente, al condenar al indicado preveni-
do al pago de una indemnización de RD$1.00 que fue la su-
ma pedida por la parte civil, hizo una correcta aplicación
del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Héctor Julio Maríñez Rodríguez,
contra sentencia pronunciada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
fecha 20 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Declara de
oficio las costas;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C., Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
'ertifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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tivamente, por la parte civil constituida, señorita Luz Ne-
reyda Solano, y por el Magistrado Procurador Fiscal, con-
tra sentencia dictada, en atribuciones correccionales y en
fecha 27 de mayo de 1963, por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Romana, que descargó al
nombrado Héctor Julio Mariñez Rodríguez del delito de in-
jurias en perjuicio de dicha parte civil constituida, señori-
ta Luz Nereyda Solano, por insuficiencia de pruebas; re-
chazó, por improcedente y mal fundada, la constitución en
parte civil; declaró las costas penales de oficio y condenó a
la parte civil al pago de las costas; Segundo: Revoca la sen-
tencia recurrida y obrando por propia autoridad y contra-
rio imperio, condena al referido inculpado Héctor Julio Ma-
riñez Rodríguez al pago de una multa de diez pesos oro
(RD$10.00), por el delito de injurias en perjuicio de Luz Ne-
reyda Solano; Tercero: Declara regular y válida la constitu-
ción en parte civil hecha por la señorita Luz Nereyda Sola-
no en contra del prevenido Héctor Julio Maríñez Rodríguez
y condena a éste al pago de una indemnización de un peso
oro (RD$1.00) en favor de dicha parte civil constituída, por
los daños morales y manteriales ocasionádole a la parte ci-
vil constituida con su hecho culposo; Cuarto: Condena a di-
cho inculpado al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido
lo siguiente: que el día 17 de septiembre de 1962, el preve-
nido que es locutor de radio, transmitió por la estación
H. I. 2. P. La Voz de La Romana, una dedicatoria de pie-
zas musicales ("a una jamona que parecía una lechuza, que
vive en la Teófilo Ferry No. 10"; agregando "mírale la ba-
rriguita que le ha hecho, Arturo"; y que, esas alusiones se
dirigían a la querellante Luz Nereyda Solano, que es la per-
sona que vive en esa dirección;

Considerando que en los hechos así comprobados y ad-
mitidos por la Corte a-qua, se encuentran reunidos los ele-
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mentos constitutivos del delito de Injuria Pública, puesto a
cargo del prevenido; delito previsto por la segunda parte
del artículo 367 del Código Penal y castigado con multa de
cinco a cincuenta pesos por la última parte del artículo 372
del mismo código; que en consecuencia, al condenar al pre-
prevenido Héctor Julio Mariñez Rodríguez al pag ode una
multa de Diez Pesos, después de declararlo culpable del in-
dicado delito, le impuso una pena ajustada a la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, que
la Corte a-qua, comprobó que Luz Nereyda Solano consti-
tuida en parte civil, sufrió a consecuencia del delito cometi-
do por el prevenido daños y perjuicios morales y materia-
les; que, por consiguiente, al condenar al indicado preveni-
do al pago de una indemnización de RD$1.00 que fue la su-
ma pedida por la parte civil, hizo una correcta aplicación
del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Héctor Julio Maríñez Rodríguez,
contra sentencia pronunciada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en
fecha 20 de septiembre de 1963, cuyo dispositivo se copia
en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Declara de
oficio las costas;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C., Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 5 de junio de 1964.

Materia: Correccional. (Injurias).

Recurrente: Luis Américo Fabal.
Abogado: Lic. Noel Graciano Corcino.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpi-
dio Abreu y Rogelio Sánchez Tejeda, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 5 del
mes de marzo de 1965, años 122o. de la Independencia y
102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Amé-
rico Fabal, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado en la ciudad de Azua, cédula No. 4252, se-
rie 10, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, en atribuciones correccionales, en
fecha 5 de junio de 1964, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación de fecha 11 de ju-
nio de 1964, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Lic. Noel Graciano Corcino, cédula 128,
serie 47, en nombre del recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 16 de noviem-
bre de 1964, suscrito por el Lic. Noel Graciano Corcino, abo-
gado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
en fecha 21 de mayo de 1963, Víctor Manuel Batista pre-
sentó querella ante la Policía Nacional de Azua contra Luis
Américo Fabal, porque este último le había dicho ladrón
delante de un público; b) que regularmente apoderado por
el Magistrado Procurador Fiscal, el día 17 de julio de 1964
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Azua dictó una sentencia con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado
Américo Fabal, culpable del delito de injurias en perjuicio
del señor Víctor Manuel Batista, y en consecuencia lo con-
dena al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00) ;
SEGUNDO: Que debe declarar y declara regular y válida,
la constitución en parte civil hecha en estrados por el se-
ñor Víctor Manuel Batista contra el prevenido Américo Fa-
bal, y condena a éste último al pago de una indemnización
de trescientos pesos oro (RD$300.00), en provecho de la
parte civil constituida, como justa reparación por los daños
y perjuicios de todo género experimentados por dicha par-
te civil con el delito cometido por el prevenido Américo Fa-
bal, al pago de las costas penales y civiles, con distracción
de las últimas en provecho del Dr. Angel Salvador Ovando
G., quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte"; c)
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha 5 de junio de 1964.

Materia: Correccional. (Injurias).

Recurrente: Luis Américo Fabal.
Abogado: Lic. Noel Graciano Corcino.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segun-
do Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpi-
dio Abreu y Rogelio Sánchez Tejeda, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 5 del
mes de marzo de 1965, años 122o. de la Independencia y
102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Amé-
rico Fabal, dominicano, mayor de edad, casado, comercian-
te, domiciliado en la ciudad de Azua, cédula No. 4252, se-
rie 10, contra sentencia pronunciada por la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, en atribuciones correccionales, en
fecha 5 de junio de 1964, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación de fecha 11 de ju-
nio de 1964, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
a requerimiento del Lic. Noel Graciano Corcino, cédula 128,
serie 47, en nombre del recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 16 de noviem-
bre de 1964, suscrito por el Lic. Noel Graciano Corcino, abo-
gado del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 del Código de Procedimien-
to Criminal, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
en fecha 21 de mayo de 1963, Víctor Manuel Batista pre-
sentó querella ante la Policía Nacional de Azua contra Luis
Américo Fabal, porque este último le había dicho ladrón
delante de un público; b) que regularmente apoderado por
el Magistrado Procurador Fiscal, el día 17 de julio de 1964
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Azua dictó una sentencia con el dispositivo siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara al nombrado
Américo Fabal, culpable del delito de injurias en perjuicio
del señor Víctor Manuel Batista, y en consecuencia lo con-
dena al pago de una multa de veinte pesos oro (RD$20.00);
SEGUNDO: Que debe declarar y declara regular y válida,
la constitución en parte civil hecha en estrados por el se-
ñor Víctor Manuel Batista contra el prevenido Américo Fa-
bal, y condena a éste último al pago de una indemnización
de trescientos pesos oro (RD$300.00), en provecho de la
parte civil constituida, como justa reparación por los daños
y perjuicios de todo género experimentados por dicha par-
te civil con el delito cometido por el prevenido Américo Fa-
bal, al pago de las costas penales y civiles, con distracción
de las últimas en provecho del Dr. Angel Salvador Ovando
G., quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte"; c)
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que sombre recurso de apelación del prevenido intervino la
sentencia ahora impugnada que tiene el dispositivo siguien-
te: "FALLA: PRIMERO: Se declara caduco el recurso de
apelación interpuesto por el inculpado Luis Américo Fabal,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, en fecha 17 de julio
del año 1963, que le condenó al pago de una multa de RD-
20.00, al pago de una indemnización de RD$300.00, en fa-
vor de la parte civil constituída Víctor Manuel Batista y al
pago de las costas, por el delito de injurias, en 'perjuicio de
Víctor Manuel Batista; SEGUNDO: Se condena además al
inculpado al pago de las costas".

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación el siguiente medio: Violación del artículo 203
del Código de Procedimiento Criminal;

Considerando que en el desenvolvimiento de su medio
de casación, el recurrente alega, en resumen, que la Corte
a-qua, violó el artículo 203 del Código de Procedimiento Cri-
minal, porque para declarar inadmisible su recurso de ape-
lación se fundó en que él estaba presente en la audiencia
en que se pronunció la sentencia apelada, lo que está con-
tradicho por el acta de audiencia levantada el día de la pro-
nunciación de la sentencia y por la referida sentencia; y,
además, violó el citado artículo, porque no tuvo en cuenta
que la admisibilidad o inadmisibilidad del recurso de apela-
ción, por la circunstancia aducida en su fallo, es una cues-
tión de arden público para cuya solución correcta no podía
bastarle la confesión del recurrente de que estuvo presente
en la audiencia en que se pronunció la sentencia conde-
natoria;

Considerando en efecto, que a un prevenido solamente
puede serle declarado caduco su recurso de apelación con-
tra una sentencia, cuando se ha establecido legalmente que
él la conoceá que cuando del examen de la sentencia resul-
ta que después de haber sido conocida la causa contradicto

-riamente contra el prevenido, el tribunal no reenvía el fa-

llo a fecha fija y pronuncia la sentencia al otro día, estan-
do presente el prevenido en la sala, el plazo de la apelación
no corre desde el día del pronunciamiento sino que es ne-
cesaria una notificación para fijar el punto de partida deir

l

la apelación;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da y de los documentos a que ella se refiere, pone de mani-
fiesto, lo siguiente: 1) que en fecha 16 de julio de 1963 el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
conoció contradictoriamente una causa seguida a Luis Amé-
rico Fabal, inculpado del delito de Injuria Pública en agra-
vio de Víctor Manuel Batista; 2) que después de sustanciar
completamente la causa el tribunal reenvió iel fallo para una
próxima audiencia sin determinar la fecha de la misma; 3)
que el día 17 de julio de 1963, el tribunal de Primera Ins-
tancia de Azua, deliberó el asunto y falló en audiencia pú-
blica; 4) que el prevenido Luis Américo Fabal, declaró an-
te la Corte a-qua, que se encontraba presente en la audien-
cia que pronunció la sentencia apelada; 5) que el preveni-
do interpuso apelación el día 12 de agosto de 1963; 6) que
la sentencia apelada no había sido notificada al prevenido;

Considerando que en tales condiciones, la Corte a-qua,
al declarar inadmisible la apelación interpuesta por Luis
Américo Fabal en fecha 12 de agosto de 1963, contra sen-
tencia dictada el 17 de julio de dicho año por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, violó el ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal, razón por
la cual el medio que se examina debe ser acogido;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha
5 de junio de 1964, pronunciada por la Corte de Apelación
de San Cristóbal, en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Barahona; y Segundo: Declara las costas de oficio,
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que sombre recurso de apelación del prevenido intervino la
sentencia ahora impugnada que tiene el dispositivo siguien-
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llo a fecha fija y pronuncia la sentencia al otro día, estan-
do presente el prevenido en la sala, el plazo de la apelación
no corre desde el día del pronunciamiento sino que es ne-
cesaria una notificación para fijar el punto de partida de
la apelación;la

 Fabal, inculpado del delito de Injuria Pública en agra-

ompletamente la causa el tribunal reenvió él fallo para una
vio de Víctor Manuel Batista; 2) que después de sustanciar
r
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Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
conoció contradictoriamente una causa seguida a Luis Amé-

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da y de los documentos a que ella se refiere, pone de mani-
iesto, lo siguiente: 1) que en fecha 16 de julio de 1963 el

próxima audiencia sin determinar la fecha de la misma; 3)
que el día 17 de julio de 1963, el tribunal de Primera Ins-
tancia de Azua, deliberó el asunto y falló en audiencia pú-
blica; 4) que el prevenido Luis Américo Fabal, declaró an-
te la Corte a-qua, que se encontraba presente en la audien-
cia que pronunció la sentencia apelada; 5) que el preveni-
do interpuso apelación el día 12 de agosto de 1963; 6) que
la sentencia apelada no había sido notificada al prevenido;

Considerando que en tales condiciones, la Corte a-qua,
al declarar inadmisible la apelación interpuesta por Luis
Américo Fabal en fecha 12 de agosto de 1963, contra sen-
tencia dictada el 17 de julio de dicho año por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, violó el ar-
tículo 203 del Código de Procedimiento Criminal, razón por
la cual el medio que se examina debe ser acogido;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de fecha
-) de junio de 1964, pronunciada por la Corte de Apelación
(le San Cristóbal, en atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en parte anterior del presente fa-
llo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
Barahona; y Segundo: Declara las costas de oficio.
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(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.—Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez Tejeda.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

SENTENCIA DE FECHA 5 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 8
de julio de 1964.

Materia: Correccional. (Violación de propiedad).

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

Recurrente: José de la Cruz Ramírez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquer-
que C., Elpidio Abreu, Rogelio Sánchez T., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias.
en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 5
días del mes de marzo del año 1965. años 122o. de la Inde-
pendencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de la
Cruz Ramírez, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en la sección rural La Bija, del munici-
pio de Cotuí, cédula No. 3503, serie 49, contra sentencia
pronunciada en defecto por la Corte de Apelación de La Ve-
ga, en atribuciones correcionales, en fecha 8 de julio de
1964, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de oposición interpuesto por el señor José Cruz Ra-
mírez, contra sentencia de esta Corte, de fecha catorce del
mes de mayo del año mil novecientos sesenta y cuatro, que
declaró regular en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por dicho señor José Cruz Ramírez, contra senten-
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Presidente; Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquer-
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ga, en atribuciones correcionales, en fecha 8 de julio de
1964, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el re-
curso de oposición interpuesto por el señor José Cruz Ra-
mírez, contra sentencia de esta Corte, de fecha catorce del
mes de mayo del año mil novecientos sesenta y cuatro, que
declaró regular en la forma el recurso de apelación inter-
puesto por dicho señor José Cruz Ramírez, contra senten-
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cia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Sánchez Ramírez, dictada en atribuciones correcciona-
les en fecha 22 de octubre de 1963, 'que lo condenó a sufrir
la pena de tres meses de prisión correccional, al desalojo
de la propiedad y al pago de una indemnización de RD$-
300.00, a título de daños y perjuicios, en favor de la parte
civil constituida, señor Luis Enrique Weber Medina, por el
delito de violación de propiedad, en perjuicio de éste, conde-
nándolo además al pago de las costas penales y civiles; Se-
gundo: Declara nulo y sin ningún efecto en cuanto al fondo,
el recurso de opcNición arriba mencionado, en razón de no
haber comparecido a la audiencia para la cual fue legal-
mente citado; y en consecuencia confirma la sentencia ob-
jeto del referido recurso, en el aspecto penal, al condenar-
le a tres meses de prisión correccional por el delito de vio-
lación de propiedad; Tercero: Declara buena y válida la
constitución de parte civil del señor Luis Enrique Weber
Medina, y en esa virtud confirma dicha sentencia en cuan-
to condenó a José Cruz Ramírez, al pago de una indemniza-
ción de RD$100.00 (cien pesos oro) a título de daños y per-
juicios, en provecho de dicha parte civil constituida; Cuarto:
Condena al oponente José Cruz Ramírez, al pago de las
costas penales y civiles, on distracción de estas últimas en
provecho del Dr. Fausto Efraín del Rosario, por declarar
haberlas avanzado en su totalidad".

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación de fecha 21 de ju-
lio de 1964 levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a
requerimiento del Dr. Luis E. Vidal Pérez, en representa-
ción del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio
determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 188 y 208 del Código de Proce-
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dimiento Criminal, y 1 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que de conformidad con las disposicio-
nes del artículo 188 del Código de Procedimiento Criminal,
la oposición a una sentencia en defecto es nula, (o se ten-
drá como no hecha, según el artículo 208 del mismo Códi-
go) si el oponente no compareciere a sostener la oposición.

Considerando que en el fallo impugnado consta que el
oponente no compareció a la audiencia fijada para el co-
nocimiento del recurso, no obstante haber sido legalmente
citado, y que el ministerio público pidió en sus conclusiones
la nulidad de la oposición; pero

1111 Considerando que el examen del fallo impugnado y el
del acta de audiencia correspondiente demuestra que el tri-
bunal a-quo no se limitó, como era lo procedente, a pronun-
ciar simplemente la nulidad de la oposición o a declararla
como no hecha, sino que abordó el examen del fondo, lo que
está prohibido, pues la nulidad de la oposición, una vez pro-
nunciada, vuelve a darle a la decisión en defecto la fuerza
que había perdido en virtud del efecto extintivo de la opo-
sición, el cual está subordinado a la condición de que el opo-
nente compareciera a sostener su recurso;

Considerando que, por consiguiente, al conocer de nue-
vo el fondo de la prevención, no obstante haber pronuncia-
do la nulidad del recurso de oposición interpuesto por el ac-
tual recurrente, la Corte a-qua ha cometido un exceso de
poder y ha violado los artículos 188 y 208 del Código de
Procedimiento Criminal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 8
de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del
presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís; y Segundo: Declara las cos-
tas de oficio.11
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oponente no compareció a la audiencia fijada para el co-
nocimiento del recurso, no obstante haber sido legalmente
citado, y que el ministerio público pidió en sus conclusiones

jila nulidad de la oposición; pero

91IP Considerando que el examen del fallo impugnado y el
del acta de audiencia correspondiente demuestra que el tri-
bunal a-quo no se limitó, como era lo procedente, a pronun-
ciar simplemente la nulidad de la oposición o a declararla
como no hecha, sino que abordó el examen del fondo, lo que
está. prohibido, pues la nulidad de la oposición, una vez pro-
nunciada, vuelve a darle a la decisión en defecto la fuerza
que había perdido en virtud del efecto extintivo de la opo-
sición, el cual está subordinado a la condición de que el opo-
nente compareciera a sostener su recurso;

Considerando que, por consiguiente, al conocer de nue-
vo el fondo de la prevención, no obstante 'haber pronuncia-
do la nulidad del recurso de oposición interpuesto por el ac-
tual recurrente, la Corte a-qua ha cometido un exceso de
poder y ha violado los artículos 188 y 208 del Código de
Procedimiento Criminal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 8
de julio de 1964, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del
presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación
de San Francisco de Macorís; y Segundo: Declara las cos-
tas de oficio.



Interviniente: Paulino Reyes.
Abogado: Lic. Francisco Porfirio Veras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Al-
burquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha lo.
de septiembre de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Edgar Canahuate.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 de marzo
de 1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edgar
Canahuate, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, cé-
dula 5326, serie 38, domiciliado en Imbert, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega, pronunciada en
sus atribuciones correccionales en fecha lo. de septiembre
de 1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Francisco Porfirio Veras, abogado, cédula

No. 16239, serie ira., en representación de Paulino Reyes,



286	 BOLETÍN JUDICIAL

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Al-
burquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.-- Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE MARZO DEL 1965
0

kool'sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha lo.
de septiembre de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Edgar Canahuate.

Interviniente: Paulino Reyes.
Abogado: Lic. Francisco Porfirio Veras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio
Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario Gene-
ral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día 8 de marzo
de 1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Edgar
Canahuate, dominicano, mayor de edad, soltero, chófer, cé-
dula 5326, serie 38, domiciliado en Imbert, contra senten-
cia de la Corte de Apelación de La Vega, pronunciada en
sus atribuciones correccionales en fecha lo. de septiembre
de 1964, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Francisco Porfirio Veras, abogado, cédula

No. 16239, serie ira., en representación de Paulino Reyes,
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dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do en La Pocilguita, Sección del Limón, Distrito Municipal
de Villa González, parte interviniente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de septiembre de
1963, a requerimiento del recurrente, en la cual no se invo-
ca ningún medio deerminado de casación;

Visto el escrito depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 14 de diciembre del 1964,
suscrito por el Lic. Francisco Porfirio Veras, abogado del
interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1382 del Código Civil; 1, letra
"e" y 6 de la Ley No. 5771 del 1961; 463 del Código Penal;
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, regularmente apoderada por el
Ministerio Público, dictó en fecha 3 de octubre del 1962,
una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Descarga al nombrado
Edgar Canafluate, de generales que constan, del delito de
golpes involuntarios (Ley 2022, modificada por la 5771)
en perjuicio de Paulino Reyes, por no haber cometido falta
alguna en las leyes mencionadas; Segundo: Se declara re-
gular y válida la constitución en parte civil declarada en
audiencia por el señor Paulino Reyes por órgano de su abo-
gado Licdo. Francisco Porfirio Veras, contra el acusado
Edgar Canahuate, y declara sus conclusiones improceden-
tes y mal fundadas; Tercero: Se declaran las costas penales
y civiles de oficio"; b) que sobre los recursos interpuestos
por el agraviado, Paulino Reyes, y del Procurador Fiscal, la

Si Corte de Apelación de Santiago dictó en fecha 13 de diciem-
bre del 1962, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-

.

hl: Primero: Admite en la forma los recursos de apelación
„ interpuestos por el Licenciado Francisco Porfirio Veras a

nombre y representación del agraviado Paulino Reyes y por
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
Santiago, contra sentencia dictada en fecha tres de octu-
bre de 1962, en curso, por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-

.  tiago, mediante la cual descargó al nombrado Edgar Cana-
huate del delito de golpes involuntarios (Ley No. 2022),
modificada por la No. 5771 en perjuicio de Paulino Reyes,
por no haber cometido falta alguna en las leyes menciona-
das; declaró regular y válida la constitución en parte civil
hecha en audiencia por el señor, Paulino Reyes por órgano
de su abogado Licenciado Francisco Porfirio Veras, contra
el acusado Edgar Canahuate, y declaró sus conclusiones im-
procedentes y mal fundadas, declarando de oficio las costas;
Segundo: Revoca la expresada sentencia; y, actuando por
propia autoridad, declara al nombrado Edgar Canahuate
•ulpable del hecho puesto a su cargo en perjuicio de Pau-

lino Reyes, y en consecuencia condena al referido procesa-
do al pago de una multa de cincuenta pesos oro; Tercero:
Condena al citado procesado al pago de una indemnización
de quinientos pesos oro en provecho de la parte civil cons-
tituida Paulino Reyes, como reparación a los daños sufridos
por éste; Cuarto: Condena al procesado de las costas pena-
les y civiles, con distracción de las últimas en provecho del
Lic. Francisco Porfirio Veras, quien afirma haberlas 'avan-
zado en su mayor parte"; c) que sobre el recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido Edgar Canahuate, la Su-
prema Corte de Justicia dictó en fecha 12 de julio de 1963,
una sentencia mediante la cual casó la de la Corte de Ape-
lación antes mencionada y envió el asunto por ante la Cor-
te de Apelación de La Vega; d) dicha Corte dictó la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
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dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domicilia-
do en La Pocilguita, Sección del Limón, Distrito Municipal
de Villa González, parte interviniente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 9 de septiembre de
1963, a requerimiento del recurrente, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia, en fecha 14 de diciembre del 1964,
suscrito por el Lic. Francisco Porfirio Veras, abogado del
interviniente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1382 del Código Civil; 1, letra
"c" y 6 de la Ley No. 5771 del 1961; 463 del Código Penal;
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que la Prime-
ra Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santiago, regularmente apoderada por el
Ministerio Público, dictó en fecha 3 de octubre del 1962,
una sentencia, en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Descarga al nombrado
Edgar Canahuate, de generales que constan, del delito de
golpes involuntarios (Ley 2022, modificada por la 5771)
en perjuicio de Paulino Reyes, por no haber cometido falta
alguna en las leyes mencionadas; Segundo: Se declara re-
gular y válida la constitución en parte civil declarada en
audiencia por el señor Paulino Reyes por órgano de su abo-
gado Licdo. Francisco Porfirio Veras, contra el acusado
Edgar Canahuate, y declara sus conclusiones improceden-
tes y mal fundadas; Tercero: Se declaran las costas penales
y civiles de oficio"; b) que sobre los recursos interpuestos
por el agraviado, Paulino Reyes, y del Procurador Fiscal, la

Corte de Apelación de Santiago dictó en fecha 13 de diciem-
bre del 1962, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-

.' Ha: Primero: Admite en la forma los recursos de apelación
interpuestos por el Licenciado Francisco Porfirio Veras a
nombre y representación del agraviado Paulino Reyes y por
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
Santiago, contra sentencia dictada en fecha tres de octu-
bre de 1962, en curso, por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, mediante la cual descargó al nombrado Edgar Cana-
huate del delito de golpes involuntarios (Ley No. 2022),
modificada por la No. 5771 en perjuicio de Paulino Reyes,
por no haber cometido falta alguna en las leyes menciona-
das; declaró regular y válida la constitución en parte civil
hecha en audiencia por el señor, Paulino Reyes por órgano
de su abogado Licenciado Francisco Porfirio Veras, contra
el acusado Edgar Canahuate, y declaró sus conclusiones im-
procedentes y mal fundadas, declarando de oficio las costas;
Segundo: Revoca la expresada sentencia; y, actuando por
propia autoridad, declara al nombrado Edgar Canahuate
culpable del hecho puesto a su cargo en perjuicio de Pau-
lino Reyes, y en consecuencia condena al referido procesa-
do al pago de una multa de cincuenta pesos oro; Tercero:
Condena al citado procesado al pago de una indemnización
de quinientos pesos oro en provecho de la parte civil cons-
tituída Paulino Reyes, como reparación a los daños sufridos
por éste; Cuarto: Condena al procesado de las costas pena-
les y civiles, con distracción de las últimas en provecho del
Lic. Francisco Porfirio Veras, quien afirma haberlas -avan-
zado en su mayor parte"; e) que sobre el recurso de casa-
ción interpuesto por el prevenido Edgar Canahuate, la Su-
prema Corte de Justicia dictó en fecha 12 de julio de 1963,
una sentencia mediante la cual casó la de la Corte de Ape-
lación antes mencionada y envió el asunto por ante la Cor-
te de Apelación de La Vega; d) dicha Corte dictó la senten-
cia ahora impugnada cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
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mero: ADMITE en la forma, por ajustarse a las disposicio-
nes legales, los recursos de apelación interpuestos por el
Lic. Francisco Porfirio Veras, a nombre y representación
del señor Paulino Reyes, parte agraviada, y por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago
contra sentencia dictada en fecha 3 de octubre de 1962, poi:
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual descar-
gó al nombrado Edgar Canahuate, del delito de golpes in-
voluntarios (1_4 5771,),, en perjuicio de Paulino Reyes, por
no haber cometido falta alguna; "declaró regular y válida
la constitución en parte civil hecha en audiencia por el men-
cionado señor Paulino Reyes, por mediación de su abogado
el Lic. Francisco Porfirio Veras, contra el prevenido Edgar
Canahuate, y declaró sus conclusiones improcedentes y mal
fundadas, declarando a su vez las costas penales de oficio";
Segundo: Revoca en todas sus partes la anterior sentencia,
y obrando por propia autoridad declara al nombrado Edgar
Canahuate culpable en parte del hecho puesto a su cargo, en
perjuicio del referido señor Paulino Reyes, parte civil cons-
tituída, y en consecuencia, habiendo éste también cometi-
do falta, condena al prevenido al pago de una multa de
RD$30.00 (cincuenta pesos oro), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; Tercero: Condena al citado Ed-
gar Canahuate al pago de una indemnización de un mil pe-
sos oro (RD$1,000.00) en provecho de la parte civil consti-
tuida Paulino Reyes, quien sufre aún en lo físico (lesión
permanente), como reparación de los daños materiales y
morales ocasionados; Cuarto: Condena al procesado al pa-
go de las costas penales y civiles, con distracción de éstas
últimas en provecho del Lic. Francisco Porfirio Veras, quien
afirmó haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que mediante la ponderación de los ele-
mentos de prueba que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua, dió por esta-
blecido que en la noche del dos de julio del 1962 Edgar Ca-

nahuate causó con el manejo de un jeep a Paulino Reyes he-
ridas y traumatismos que le produjeron una lesión perma-
nente; que esto sucedió en ocasión en que Paulino Reyes
se dirigía, en la misma dirección del jeep, de la casa donde
se velaba a una persona fallecida en la sección de Guaná-
bano, del Municipio de Villa González, a una pulpería, con
el fin de comprar cigarrillos; que el accidente ocurrió por
torpeza, negligencia, violación de los reglamentos e impru-
dencia del prevenido, por llevar defectuosas las luces del
vehículo, por no haber tomado bien la derecha de la carre-
tera, apagar las luces traseras con el fin de no ser reconoci-
do, no tocar la bocina y al abandonar la víctima en la ca-
rretera; que la Corte a-qua estimó, además, que la víctima
cometió también una falta, ya que cuando ocurrió el acci-
dente iba caminando casi por el centro de la carretera, en
vez de ir por el paseo destinado a los peatones; que esta fal-
ta la retuvo dicha Corte para acoger circunstancias ate-
nuantes en favor del prevenido, por lo que después de de-
clararlo culpable del referido delito, lo condenó al pago de
una multa de cincuenta pesos oro;

Considerando, sin embargo, que la Corte a-qua al aco-
ger circunstancias atenuantes en favor del prevenido, a pe-
sar de 'haber admitido en el fallo impugnado que éste había
abandonado a la víctima después de ocurrir el accidente,
violó las disposiciones del artículo 6o. de la Ley 5771 del
1961 que prohibe a los jueces acoger circunstancias atenuan-
tes en ese caso; que, de todos modos, dicho fallo no puede
ser casado en ese aspecto, por cuanto el único recurrente
en casación contra la mencionada sentencia fue el preveni-
do, Edgar Canahuate, y, por consiguiente, su situación ju-
rídica no puede ser agravada como consecuencia de su pro-
pio recurso;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que los jueces del fondo establecieron que como consecuen-
cia de las infracciones cometidas por el prevenido, la parte
civil constituída, Paulino Reyes, sufrió daños y perjuicios
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mero: ADMITE en la forma, por ajustarse a las disposicio-
nes legales, los recursos de apelación interpuestos por el
Lic. Francisco Porfirio Veras, a nombre y representación
del señor Paulino Reyes, parte agraviada, y por el Magis-
trado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago,
contra sentencia dictada en fecha 3 de octubre de 1962, por
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual descar-
gó al nombrado Edgar Canahuate, del delito de golpes in-
voluntarios (Ley 5771,), en perjuicio de Paulino Reyes, por
no haber cometido falta alguna; "declaró regular y válida
la constitución en parte civil hecha en audiencia por el men-
cionado señor Paulino Reyes, por mediación de su abogado
el Lic. Francisco Porfirio Veras, contra el prevenido Edgar
Canahuate, y declaró sus conclusiones improcedentes y mal
fundadas, declarando a su vez las costas penales de oficio";
Segundo: Revoca en todas sus partes la anterior sentencia,
y obrando por propia autoridad declara al nombrado Edgar
Canahuate culpable en parte del hecho puesto a su cargo, en
perjuicio del referido señor Paulino Reyes, parte civil cons-
tituida, y en consecuencia, habiendo éste también cometi-
do falta, condena al prevenido al pago de una multa de
RD$50.00 (cincuenta pesos oro), acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes; Tercero: Condena al citado Ed-
gar Canahuate al pago de una indemnización de un mil pe-
sos oro (RD$1,000.00) en provecho de la parte civil consti-
tuida Paulino Reyes, quien sufre aún en lo físico (lesión
permanente), como reparación de los daños materiales y
morales ocasionados; Cuarto: Condena al procesado al pa-
go de las costas penales y civiles, con distracción de éstas
últimas en provecho del Lic. Francisco Porfirio Veras, quien
afirmó haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que mediante la ponderación de los ele-

mentos de prueba que . fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, la Corte a-qua, dió por esta-
blecido que en la noche del dos de julio del 1962 Edgar Ca-

nahuate causó con el manejo de un jeep a Paulino Reyes he-
ridas y traumatismos que le produjeron una lesión perma-
nente; que esto sucedió en ocasión en que Paulino Reyes

-á se dirigía, en la misma dirección del jeep, de la casa donde
se velaba a una persona fallecida en la sección de Guaná-
bano, del Municipio de Villa González, a una pulpería, con
el fin de comprar cigarrillos; que el accidente ocurrió por
torpeza, negligencia, violación de los reglamentos e impru-
dencia del prevenido, por llevar defectuosas las luces del
vehículo, por no haber tomado bien la derecha de la carre-
tera, apagar las luces traseras con el fin de no ser reconoci-
do, no tocar la bocina y al abandonar la víctima en la ca-
rretera; que la Corte a-qua estimó, además, que la víctima
cometió también una falta, ya que cuando ocurrió el acci-
dente iba caminando casi por el centro de la carretera, en
vez de ir por el paseo destinado a los peatones; que esta fal-
ta la retuvo dicha Corte para acoger circunstancias ate-
nuantes en favor del prevenido, por lo que después de de-
clararlo culpable del referido delito, lo condenó al pago de
una multa de cincuenta pesos oro;

Considerando, sin embargo, que la Corte a-qua al aco-
ger circunstancias atenuantes en favor del prevenido, a pe-
sar de haber admitido en el fallo impugnado que éste había
abandonado a la víctima después de ocurrir el accidente,
violó las disposiciones del artículo 6o. de la Ley 5771 del
1961 que prohibe a los jueces acoger circunstancias atenuan-
tes en ese caso; que, de todos modos, dicho fallo no puede
ser casado en ese aspecto, por cuanto el único recurrente
en casación contra la mencionada sentencia fue el preveni-
do, Edgar Canahuate, y, por consiguiente, su situación ju-
rídica no puede ser agravada como oonsecuencia de su pro-
pio recurso;

Considerando, en cuanto a las condenaciones civiles,
que los jueces del fondo establecieron que como consecuen-
cia de las infracciones cometidas por el prevenido, la parte
civil constituida, Paulino Reyes, sufrió daños y perjuicios
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morales y materiales cuyo monto apreciaron en la suma de
mil pesos oro; que, sin embargo, dichos jueces no tuvieron
en cuenta, al fallar en la forma expresada, que al preveni-
do le había sido fijada una indemnización de quinientos pe-
sos oro, de acuerdo con la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santiago, de fecha 13 de diciembre de 1962, la cual
fue impugnada en casación solamente por el prevenido, y,
por tanto, su situación jurídica no podía ser agravada como
consecuencia de su propio recurso; por todo lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada en ese aspecto;

Considerando que en el presente caso no procede con-
denar en costas a la parte interviniente que ha sucumbido,
porque el prevenido no ha hecho pedimento alguno al res-
pecto, y esta condenación no puede ser ordenada de oficio;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Paulino Reyes, parte civil constituida; Segundo: Casa, en
cuanto a las condenaciones civiles, la sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, pronunciada en sus atribucio-
nes correccionales, en fecha lo. de septiembre del 1964, y
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo y envía el asunto así delimitado ante la Corte de Ape-
lación de Santiago; 'Tercero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Edgar Canahuate contra la sentencia antes
mencionada; y, Cuarto: Condena al recurrente al pago de
las costas relativas a la acción pública.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1965

11111:'
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barandna, de fecha

18 de enero de 1965.

Materia: Libertad Provisional bajo Fianza.

ente: Procurador General de la Corte de Apelación de Bara-
hona, (causa seguida a Antqnio González Vólquez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días del mes de mar-
zo del 1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procura-
dor General de la Corte de Apelación de Barailona, contra
sentencia dictada en materia de libertad provisional bajo
fianza por el Presidente en funciones de dicha Corte en fe-
cha 18 de enero de 1965, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de

la Corte de Apelación de Barahona, a requerimiento del re-

eran
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morales y materiales cuyo monto apreciaron en la suma de
mil pesos oro; que, sin embargo, dichos jueces no tuvieron
en cuenta, al fallar en la forma expresada, que al preveni-
do le había sido fijada una indemnización de quinientos pe.
sos oro, de acuerdo con la sentencia de la Corte de Apela-
ción de Santiago, de fecha 13 de diciembre de 1962, la cual
fue impugnada en casación solamente por el prevenido, y,
por tanto, su situación jurídica no podía ser agravada como
consecuencia de su propio recurso; por todo lo cual la sen-
tencia impugnada debe ser casada en ese aspecto;

Considerando que en el presente caso no procede con-
denar en costas a la parte interviniente que ha sucumbido,,
porque el prevenido no ha hecho pedimento alguno al res-
pecto, y esta condenación no puede ser ordenada de oficio;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Paulino Reyes, parte civil constituida; Segundo: Casa, en
cuanto a las condenaciones civiles, la sentencia de la Cor-
te de Apelación de La Vega, pronunciada en sus atribucio-
nes correccionales, en fecha lo. de septiembre del 1964, y
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fa-
llo y envía el asunto así delimitado ante la Corte de Ape-
lación de Santiago; Tercero: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Edgar Canahuate contra la sentencia antes
mencionada; y, Cuarto: Condena al recurrente al pago de
las costas relativas a la acción pública.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días del mes de mar-
zo del 1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procura-
dor General de la Corte de Apelación de Barahona, contra
sentencia dictada en materia de libertad provisional bajo
fianza por el Presidente en funciones de dicha Corte en fe-
cha 18 de enero de 1965, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
10111 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de

la Corte de Apelación de Barahona, a requerimiento del re-

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barandna, de fecha
18 de enero de 1965.

Materia : Libertad Provisional bajo Fianza.

Recurrente: Procurador General de la Corte de Apelación de Bara-
hona, (causa seguida a Antqnio González Vólquez.
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currente, en fecha 27 de enero de 1965, en la cual se invo-
can los agravios que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 2 y 6 de la Ley sobre Libertad
Provisional bajo fianza y 1 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
9 de enero de 1965, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Bahoruco, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: que debe PRIMERO: Acordar,
como al efecto Acuerda, que el impetrante Antonio Gonzá-
lez Vólquez, preso en la Cárcel Pública de esta ciudad, bajo
la inculpación de golpes y heridas involuntarias (Violación
ley No. 5771) en perjuicio del nombrado Derfín Pérez; SE-
GUNDO:t Fijar y Fija, la fianza a prestar por el prevenido
Antonio González Vólquez, en la cantidad de Dos Mil Pesos
Oro (RD$2,000.00) o en inmuebles que representen un cin-
cuenta por ciento más del valor que han de garantizar, o
en póliza de Seguro de una Compañía debidamente autori-
zada; TERCERO: Fijar y Fija, el domicilio del impetrante
en la Secretaría del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Bahoruco, para todos los actos de proce-
dimiento, requisito legal cuyo cumplimiento estará a cargo
del Magistrado Procurador de este Distrito Judicial; CUAR-
TO: Ordenar y Ordena, que el original de la presente deci-
sión sea anexado al proceso principal"; b) que en fecha 13
de ese mismo mes, el Procurador General de la Corte de
Apelación de Barahona notificó al prevenido un acto me-
diante el cual apeló de la indicada sentencia; c) que sobre
ese recurso intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es el siguiente: "RESOLVEMOS: PRIMERO:
Declarar, como al defecto Declaramos, irregular el recur-
so de Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador
General de la Corte de Apelación del Departamento Judi-
cial de Barahona, contra sentencia administrativa de fecha

9 de enero del año 1965, dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, mediante la
cual se le fijó en la suma de Dos mil pesos Oro (RD$2,000.-
00), la fianza que deberá prestar el nombrado Antonio Gon-
zález Vólquez, para obtener su Libertad Provisional Bajo
Fianza; SEGUNDO: Declarar como al efecto se Declara, in-
admisible dicho recurso, por no haberse observado las for-
malidades sustanciales exigidas por el artículo 6 de la Ley
No. 5439, sobre Libertad Provisional Bajo Fianza; CUAR-
TO: Se declaran de oficio las costas; QUINTO: Ordena que
por secretaría, el presente Auto le sea notificado tanto al
Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación
del Departamento Judicial de Barahona, así como también
al señor Antonio González Vólquez";

Considerando que el recurrente alega en el acta de su
recurso, que la apelación que él interpuso no tenía que ser
notificada al fiscal de Bahoruco, como se pretende en el fa-
llo impugnado; que para su validez era suficiente notificar-
la al procesado (y a la parte civil si la hubiere) como se
hizo; que al no admitirlo así, la indicada sentencia debe ser
casada por violación del artículo 6 de la ley sobre Libertad
Provisional Bajo Fianza;

Considerando en cuanto a la competencia, que de con-
formidad con el artículo 6 de la Ley sobre Libertad pro-
visional bajo fianza, los fallos que se dicten en esa mate-
ria, son impugnables por apelación; los dictados por una
Corte de Apelación por ante la Suprema Corte de Justi-
cia; los demás, por ante la Corte de Apelación correspon-
diente;

Considerando que en la especie, como la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia de Bahoruco, en
materia de libertad provisional bajo fianza, fue apelada por
el Procurador General de la Corte de Apelación de Bara-
hona, dicho recurso debió ser conocido por la Corte misma,

Sil
Y no por su Presidente, como se hizo; que, en esas condi
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currente, en fecha 27 de enero de 1965, en la cual se invo-
can los agravios que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 2 y 6 de la Ley sobre Libertad
Provisional bajo fianza y 1 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
9 de enero de 1965, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial dl Bahoruco, dictó una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: que debe PRIMERO: Acordar,
como al efecto Acuerda, que el impetrante Antonio Gonzá-
lez Vólquez, preso en la Cárcel Pública de esta ciudad, bajo
la inculpación de golpes y heridas involuntarias (Violación
ley No. 5771) en perjuicio del nombrado Derfín Pérez; SE-
GUNDO:t Fijar y Fija, la fianza a prestar por el prevenido
Antonio González Vólquez, en la cantidad de Dos Mil Pesos
Oro (RD$2,000.00) o en inmuebles que representen un cin-
cuenta por ciento más del valor que han de garantizar, o
en póliza de Seguro de una Compañía debidamente autori-
zada; TERCERO: Fijar y Fija, el domicilio del impetrante
en la Secretaría del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Bahoruco, para todos los actos de proce-
dimiento, requisito legal cuyo cumplimiento estará a cargo
del Magistrado Procurador de este Distrito Judicial; CUAR-
TO: Ordenar y Ordena, que el original de la presente deci-
sión sea anexado al proceso principal"; b) que en fecha 13
de ese mismo mes, el Procurador General de la Corte de
Apelación de Barahona notificó al prevenido un acto me-
diante el cual apeló de la indicada sentencia; c) que sobre
ese recurso intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es el siguiente: "RESOLVEMOS: PRIMERO:
Declarar, como al defecto Declaramos, irregular el recur-
so de Apelación interpuesto por el Magistrado Procurador
General de la Corte de Apelación del Departamento Judi-
cial de Barahona, contra sentencia administrativa de fecha

9 de enero del año 1965, dictada por el Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, mediante la
cual se le fijó en la suma de Dos mil pesos Oro (RD$2,000.-
00), la fianza que deberá prestar el nombrado Antonio Gon-
zález Vólquez, para obtener su Libertad Provisional Bajo
Fianza; SEGUNDO: Declarar como al efecto se Declara, in-
admisible dicho recurso, por no haberse observado las for-
malidades sustanciales exigidas por el artículo 6 de la Ley
No. 5439, sobre Libertad Provisional Bajo Fianza; CUAR-
TO: Se declaran de oficio las costas; QUINTO: Ordena que
por secretaría, el presente Auto le sea notificado tanto al
Magistrado Procurador General de la Corte de Apelación
del Departamento Judicial de Barahona, así como también
al señor Antonio González Vólquez";

Considerando que el recurrente alega en el acta de su
recurso, que la apelación que él interpuso no tenía que ser
notificada al fiscal de Bahoruco, como se pretende en el fa-
llo impugnado; que para su validez era suficiente notificar-
la al procesado (y a la parte civil si la hubiere) como se
hizo; que al no admitirlo así, la indicada sentencia debe ser
casada por violación del artículo 6 de la ley sobre Libertad
Provisional Bajo Fianza;

Considerando en cuanto a la competencia, que de con-
formidad con el artículo 6 de la Ley sobre Libertad pro-
visional bajo fianza, los fallos que se dicten en esa mate-
ria, son impugnables por apelación; los dictados por una
Corte de Apelación por ante la Suprema Corte de Justi-
cia; los demás, por ante la Corte de Apelación correspon-
diente;

Considerando que en la especie, como la sentencia dic-
tada por el Juzgado de Primera Instancia de Bahoruco, en
materia de libertad provisional bajo fianza, fue apelada por
el Procurador General de la Corte de Apelación de Bara-
hona, dicho recurso debió ser conocido por la Corte misma,
Y no por su Presidente, como se hizo; que, en esas condi
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 23 de julio de 1964.

,Materia: Correccional. (Golpes involuntarids ocasionados con ve-
hículo de motor).

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. por A. (Causa
seguida a José Francisco Cisneros).

Interviniente: Luis Valdez García.
Abogado: Dr. P. Caonabo Antonio y Santana.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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clones la sentencia impugnada debe ser casada sin que sea
necesario ponderar los agravios señalados por el recurrente;

Considerando que de conformidad con el párrafo final
del artículo 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casación
si la sentencia es casada por causa de incompetencia, la
Suprema Corte de Justicia dispondrá el envío del asunto por
ante el Tribunal que debe conocer de él, y lo dispondrá
igualmente;

Por tales motivos: Primero: Casa por causa de incom-
petencia, la sentencia dictada por el Juez Primer Sustituto
de Presidente de la Corte de Apelación de Barahona, en fun-
ciones de Presidente, en fecha 18 de enero de 1965, cuyo
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo, y
envía el asunto ante la indicada Corte, que es el tribunal
competente; Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu, y Rogelio Sánchez T., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal hoy día 10 de marzo de 1965, años 122o. de la Indepen-
dencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad comercial
organizada de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en la calle Arzobispo Nouel No. 30 de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, el día 23 de julio de 1964, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación incoado por la Com-
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de Ma-
corís, de fecha 23 de julio de 1964. 

yiateria: Correccional. (Golpes involuntari js ocasionados con ve-
hículo de motor). 

Recurrente: Compañia Dominicana de Seguros, C. por A. (Causa
seguida a José Francisco Cisneros).        

Interviniente: Luis Valdez García.
Abogado: Dr. P. Caonabo Antonio y Santana.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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clones la sentencia impugnada debe ser casada sin que sea
necesario ponderar los agravios señalados por el recurrente;

Considerando que de conformidad con el párrafo final
del artículo 21 de la Ley sobre Procedimiento de Casación
si la sentencia es casada por causa de incompetencia , la
Suprema Corte de Justicia dispondrá el envío del asunto por
ante el Tribunal que debe conocer de él, y lo dispondrá
igualmente;

Por tales motivos: Primero: Casa por causa de incom-
petencia, la sentencia dictada por el Juez Primer Sustituto
de Presidente de la Corte de Apelación de Barahona, en fun-
ciones de Presidente, en fecha 18 de enero de 1965, cuyo
dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo, y
envía el asunto ante la indicada Corte, que es el tribunal
competente; Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R.
Alburquerque C., Elpidio Abreu, y Rogelio Sánchez T., asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal hoy día 10 de marzo de 1965, años 122o. de la Indepen-
dencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia públi-
ca, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad comercial
organizada de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en la calle Arzobispo Nouel No. 30 de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, el día 23 de julio de 1964, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "Falla: Primero: Declara regular y válido en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación incoado por la Com-
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pañía Dominicana de Seguros, C. por A., representada pe.
el Doctor Arístides Victoria José, contra sentencia dictad{
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial d,
Samaná de fecha ocho (8) de mayo de mil novecientos se-
senta y cuatro (1964), cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pr-:-
mero: que debe declarar y declara buena y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil hecha por el se-
ñor Luis Valdez García, hijo de la víctima señora Rumarda
García de Valdez contra el prevenido José Francisco Cisne-
ros y la Compafga Dominicana de Seguros, C. por A., por
estar ajustada a la Ley; Segundo: Que debe declarar y de-
clara al nombrado José Francisco Cisneros, cuyas genera-
les constan, culpable del delito de golpes involuntarios pro-
ducidos mediante el manejo de un vehículo de motor, que
le ocasionaron la muerte a la que en vida se llamó Rumar-
da García de Valdez y en consecuencia se condena a sufrir
la pena de cuatro meses de prisión correccional y al pago
de las cosas penales con distracción de las civiles en prove-
cho del doctor P. Antonio Caonabo y Santana, abogado
constituido de la parte civil por haberlas avanzado en su to-
talidad; Tercero: Que debe condenar y condena al prevenido
José Francisco Cisneros y a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., solidariamente al pago de una indem-
nización de cinco mil 'pesos oro, en favor de la parte civil
constituida señor Luis Valdez García, hijo de la víctima, co-
mo justa reparación de los daños morales y materiales por
él experimentados; Cuarto: Que debe ordenar y ordena la
cancelación de la licencia para el manejo de vehículos de
motor que le fue otorgada al prevenido José Francisco Cis-
neros, por el término de tres meses a partir de la extinción
de la presente sentencia"; Segundo: Confirma, en el aspecto
de que está apoderada esta Corte, la sentencia apelada; y.
Tercero: Condena a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho del doctor P. Caonabo Antonio y Santana, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, cédula

18025, serie 56, abogado de Luis Valdez García, cédula 2341,
serie 65, parte interviniente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua a requerimiento del Dr. Jesús Antonio Pi-

, chardo, cédula 4468, serie 54, en representación de la recu-
rrente, en fecha 21 de octubre de 1964, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de la parte interviniente de fecha 11 de
enero de 1965, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y 10 de la Ley 4117 de 1955;

Considerando que de las disposiciones del artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación resulta que
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Minis-
terio Público, la parte civil, la persona civilmente respon-
sable o la entidad aseguradora de dicha persona, que haya
sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la ley 4117
de 1955, el depósito del memorial con la indicación de los
medios de casación será obligatorio, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente, todo a pena
de nulidad del recurso;

Considerando que en la especie, la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en
causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, no
ha depositado memorial alguno de casación ni ha motivado

recurso en la declaración correspondiente.
Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente

a Luis Valdez García; Segundo: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
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pañía Dominicana de Seguros, C. por A., representada pe.
el Doctor Arístides Victoria José, contra sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Samaná de fecha ocho (8) de mayo de mil novecientos se-
senta y cuatro (1964), cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: que debe declarar y declara buena y válida en cuan-
to a la forma, la constitución en parte civil hecha por el se-
ñor Luis Valdez García, hijo de la víctima señora Rumarda
García de Valdez contra el prevenido José Francisco Cisne-
ros y la Compañia Dominicana de Seguros, C. por A., por
estar ajustada a la Ley; Segundo: Que debe declarar y de-
clara al nombrado José Francisco Cisneros, cuyas genera-
les constan, culpable del delito de golpes involuntarios pro-
ducidos mediante el manejo de un vehículo de motor, que
le ocasionaron la muerte a la que en vida se llamó Rumar-
da García de Valdez y en consecuencia se condena a sufrir
la pena de cuatro meses de prisión correccional y al pago
de las cosas penales con distracción de las civiles en prove-
cho del doctor P. Antonio Caonabo y Santana, abogado
constituído de la parte civil por haberlas avanzado en su to-
talidad; Tercero: Que debe condenar y condena al prevenido
José Francisco Cisneros y a la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., solidariamente al pago de una indem-
nización de cinco mil pesos oro, en favor de la parte civil
constituida señor Luis Valdez García, hijo de la víctima, co-
mo justa reparación de los daños morales y materiales por
él experimentados; Cuarto: Que debe ordenar y ordena la
cancelación de la licencia para el manejo de vehículos de
motor que le fue otorgada al prevenido José Francisco Cis-
neros, por el término de tres meses a partir de la extinción
de la presente sentencia"; Segundo: Confirma, en el aspecto
de que está apoderada esta Corte, la sentencia apelada; y,
Tercero: Condena a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., al pago de las costas, ordenando su distracción en
provecho del doctor P. Caonabo Antonio y Santana, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, cédula

18025, serie 56, abogado de Luis Valdez García, cédula 2341,
serie 65, parte interviniente, en la lectura de sus conclu-
siones

;Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua a requerimiento del Dr. Jesús Antonio Pi-
chardo, cédula 4468, serie 54, en representación de la recu-
rrente, en fecha 21 de octubre de 1964, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de la parte interviniente de fecha 11 de
enero de 1965, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y 10 de la Ley 4117 de 1955;

Considerando que de las disposiciones del artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación resulta que
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Minis-
terio Público, la parte civil, la persona civilmente respon-
sable o la entidad aseguradora de dicha persona, que haya
sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la ley 4117
de 1955, el depósito del memorial con la indicación de los
medios de casación será obligatorio, si no se ha motivado
el recurso en la declaración correspondiente, todo a pena
de nulidad del recurso;

Considerando que en la especie, la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en
causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, no
ha depositado memorial alguno de casación ni ha motivado
su recurso en la declaración correspondiente.

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente
a Luis Valdez García; Segundo: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-

298	 BOLETÍN JUDICIAL
BOLETÍN JUDICIAL	 299



300	 BOLETÍN JUDICIAL

guros, C. por A., contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de fecha 23 de julio de 1964, cuyo dispositivo
se ha copiado en otro lugar del presente fallo; Tercero: Con-
dena a la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al
pago de las costas, ordenándose la dictracción a favor del
Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, quien afirma haberlas
avanzado.

(Firmados): Julio A, Cuello.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Guarionex A. García de Peña.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cdrte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de julio de 1964.

materia: Correccional. (Violación a la Ley No. 5771).

Recurrente: La Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.

Inteiviniente: Graciela Matos.
Abogado: Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente;Guarionex A.García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C. y Rogelio Sán-
chez T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 de marzo de 1965, años 122o. de
la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad comercial
organizada de acuerdo con las leyes de la República Do-
minicana, domiciliada en la calle Arzobispo Nouel 30 de es-
ta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 8 de julio de 1964, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara nulo y sin efecto el recurso
de oposición interpuesto por la Compañía Dominicana de
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guros, C. por A., contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Francisco
de Macorís, de fecha 23 de julio de 1964, cuyo dispositivo
se ha copiado en otro lugar del presente fallo; Tercero: Con-
dena a la Compañia Dominicana de Seguros, C. por A., al
pago de las costas, ordenándose la dictracción a favor del
Dr. P. Caonabo Antonio y Santana, quien afirma haberlas
avanzado.
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Sentencia impugnada: Cdrte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de julio de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No. 5771).

Recurrente: La Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.

(Firmados): Julio A. Cuello.— F. E. Ravelo de la Fuen-
te.— Guarionex A. García de Peña.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernes-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

Interviniente: Graciela Matos.
Abogado: Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente;Guarionex A.García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C. y Rogelio Sán-
chez T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 10 de marzo de 1965, años 122o. de
la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad comercial
organizada de acuerdo con las leyes de la República Do-
minicana, domiciliada en la calle Arzobispo Nouel 30 de es-
ta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 8 de julio de 1964, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Declara nulo y sin efecto el recurso
de oposición interpuesto por la Compañía Dominicana de
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Seguros, C. por A., en fecha 8 del mes de junio de 1964,
contra sentencia dictada por esta Corte de Apelación, en
fecha 22 del mes de mayo del cursante año, 1964, por no
haber comparecido a esta audiencia para la cual fue legal-
mente citada y en consecuencia, ordena la ejecución de la
sentencia recurrida, según su forma y tenor, cuyo dispositi-
vo dice así: Primero: Da acta de desistimiento al prevenido
Policárpio Jiménez, de su recurso de apelación interpues-
to en fecha 2 del mes de enero de 1964, contra sentencia
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de 1ra.
Instancia del Distrito NUcional, en fecha 12 de noviembre
de 1963; Segundo: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., por haberlo incoado dentro del plazo legal
y conforme a las reglas del procedimiento; Tercero: Pro-
nuncia el defecto contra la Cía Dominicana de Seguros, C.
por A., por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante estar legalmente citada; Cuarto: Confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de Ira. Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 12 de noviembre de 1963, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por
la señora Graciela Matos, en su calidad de madre de la víc-
tima Cirilo Matos, por conducto de su abogado constituido,
Dr. Obdulio E. Ogando, contra el inculpado Policarpio Ji-
ménez y la Cía Dominicana de Seguros, C. por A.; Segun-
do: Declara regular y válida en la forma la constitución en
parte civil hecha por Bienvenida Soriano García, por con-
ducto de su abogado constituido, Dr. Miguel A. Román Co-
ronado, contra el inculpado Policarpio Jiménez; Tercero:
Pronuncia el defecto contra la Cía. Dominicana de Seguros,
C. por A., legalmente puesta en causa, por falta de con-
cluir; Cuarto: Declara al nombrado Policarpio Jiménez, de
generales anotadas, prevenido de violación a la ley 5771,
Homicidio involuntario, en perjuicio de Cirilo Matos y com-

• partes, culpable del referido delito, y, en consecuencia se le
condena a pagar trescientos pesos oro (RD$300.00) de mul-
ta; Quinto: Condena a Policarpio Jiménez, conjuntamente
con la Cía Dominicana de Seguros, C. por A., a pagar una
indemnización de seis mil pesos oro (RD$6,000.00) en fa-
vor de la parte civil constituida, señora Graciela Matos, en
calidad de madre de la víctima Cirilo Matos, como justa re-
paración por los daños y perjuicios sufridos por ésta con
motivo del accidente; Sexto: Condena al prevenido Poli-
carpio Jiménez, al pago de una indemnización de un mil
pesos oro (RD$1,000.00) en favor de la señora Bienvenida
Soriano, como justa reparación por los daños y perjuicios
sufridos por ésta con motivo del accidente; Séptimo: Con-

; dena al prevenido Policarpio Jiménez, al pago de las cos-
tas penales; Octavo: Condena al prevenido Policarpio Ji-
ménez conjuntamente con la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., al pago solidario de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Obdulio
Ogando, abogado de la parte civil constituida señora Gra-

1 ciela Matos; Noveno: Condena al prevenido •Policarpio Ji-
-- ménez, al pago además de las costas civiles con distracción

de las mismas en provecho del Dr. Miguel Román Coro-
nado, abogado de la parte civil constituida, señora Bienve-
nida Soriano García"; Quinto: Condena al prevenido Poli-
carpio Jiménez, al pago de las costas hasta su desistimien-
to; Sexto: Condena a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por
A., al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Obdulio Ogando, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; Segundo: Condena a la re-
currente, Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Obdulio Ogando, abogado de la parte civil
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, cédula
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Seguros, C. por A., en fecha 8 del mes de junio de 1964,
contra sentencia dictada por esta Corte de Apelación, en
fecha 22 del mes de mayo del cursante año, 1964, por no
haber comparecido a esta audiencia para la cual fue legal-
mente citada y en consecuencia, ordena la ejecución de la
sentencia recurrida, según su forma y tenor, cuyo dispositi-
vo dice así: Primero: Da acta de desistimiento al prevenido
Polic,arpio Jiménez, de su recurso de apelación interpues-
to en fecha 2 del mes de enero de 1964, contra sentencia
dictada por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de ira.
Instancia del Distrito NIcional, en fecha 12 de noviembre
de 1963; Segundo: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., por haberlo incoado dentro del plazo legal
y conforme a las reglas del procedimiento; Tercero: Pro-
nuncia el defecto contra la Cía Dominicana de Se guros, C.
por A., por no haber comparecido a la audiencia, no obs-
tante estar legalmente citada; Cuarto: Confirma en todas
sus partes la sentencia recurrida, dictada por la Segunda
Cámara Penal del Juzgado de 1ra. Instancia del Distrito
Nacional, en fecha 12 de noviembre de 1963, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por
la señora Graciela Matos, en su calidad de madre de la víc-
tima Cirilo Matos, por conducto de su abogado constituido,
Dr. Obdulio E. Ogando, contra el inculpado Policarpio Ji-
ménez y la Cía Dominicana de Seguros, C. por A.; Segun-
do: Declara regular y válida en la forma la constitución en
parte civil hecha por Bienvenida Soriano García, por con-
ducto de su abogado constituido, Dr. Miguel A. Román Co-
ronado, contra el inculpado Policarpio Jiménez; Tercero:
Pronuncia el defecto contra la Cía. Dominicana de Seguros,
C. por A., legalmente puesta en causa, por falta de con-
cluir; Cuarto: Declara al nombrado Policarpio Jiménez, de
generales anotadas, prevenido de violación a la ley 5771,
Homicidio involuntario, en perjuicio de Cirilo Matos y com-

partes, culpable del referido delito, y, en consecuencia se le
condena a 'pagar trescientos pesos oro (RD$300.00) de mul-
ta; Quinto: Condena a Policarpio Jiménez, conjuntamente
con la Cía Dominicana de Seguros, C. por A., a pagar una
indemnización de seis mil pesos oro (RD$6,000.00) en fa-
vor de la parte civil constituida, señora Graciela Matos, en
calidad de madre de la víctima Cirilo Matos, como justa re-
paración por los daños y perjuicios sufridos por ésta con
motivo del accidente; Sexto: Condena al prevenido Poli-

' '' carpio Jiménez, al pago de una indemnización de un mil
, ' pesos oro (RD$1,000.00) en favor de la señora Bienvenida

Soriano, como justa reparación por ]os daños y perjuicios
sufridos por ésta con motivo del accidente; Séptimo: Con-
dena al prevenido Policarpio Jiménez, al pago de las cos-
tas penales; Octavo: Condena al prevenido Policarpio Ji-

' , ménez conjuntamente con la Compañía Dominicana de Se-1 guros, C. por A., al pago solidario de las costas civiles, con
.; distracción de las mismas en provecho del Dr. Obdulio

l.
 11 Ogando, abogado de la parte civil constituida señora Gra-

ciela Matos; Noveno: Condena al prevenido .Policarpio Ji-
-i- ménez, al pago además de las costas civiles con distracción

de las mismas en provecho del Dr. Miguel Román Coro-
nado, abogado de la parte civil constituida, señora Bienve-
nida Soriano García"; Quinto: Condena al prevenido Poli-
Carpio Jiménez, al pago de las costas hasta su desistimien-
to; Sexto: Condena a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por
A., al pago de las costas civiles, con distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Obdulio Ogando, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad"; Segundo: Condena a la re-
currente, Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Obdulio Ogando, abogado de la parte civil
constituida, quien afirma haberlas avanzado en su tota-
lidad";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Manuel Emilio Ledesma Pérez, cédula
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17824, serie 2, abogado de Graciela Matos, cédula 28328,
serie lra., parte interviniente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Joaquín Ramírez de
la Rocha, cédula 104345, serie lra., en representación de la
recurrente, en fecha 28 de julio del 1964, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el escrito de la parte interviniente de fecha 15
de enero de 1965, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de las disposiciones del artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación resulta que
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Mi-
nisterio Público, la parte civil, la persona civilmente res-
ponsable o la entidad aseguradora de dicha persona, que
haya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la
Ley 4117 de 1965, el depósito del memorial con la indica-
ción de los medios de casación será obligatorio, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente, to-
do a pena de nulidad del recurso;

Considerando que en la especie, la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en
causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, no
ha depositado memorial alguno de casación ni ha motivado
su recurso en la declaración correspondiente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Graciela Matos; Segundo: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 8 de julio de 1964, cuyo dispositivo se ha co-

piado en otro lugar del presente fallo; Tercero: Condena a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago de
las costas, ordenándose la distracción a favor del Dr. Ma-
nuel Emilio Ledesma Pérez, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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17824, serie 2, abogado de Graciela Matos, cédula 28328,
serie lra., parte interviniente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Joaquín Ramírez de
la Rocha, cédula 104345, serie lra., en representación de la
recurrente, en fecha 28 de julio del 1964, en la cual no se
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Visto el escrito de la parte interviniente de fecha 15
de enero de 1965, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 de 1955; y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de las disposiciones del artículo 37 1
de la Ley sobre Procedimiento de Casación resulta que
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Mi-
nisterio Público, la parte civil, la persona civilmente res-
ponsable o la entidad aseguradora de dicha persona, que
haya sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la
Ley 4117 de 1965, el depósito del memorial con la indica-
ción de los medios de casación será obligatorio, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente, to-
do a pena de nulidad del recurso;

Considerando que en la especie, la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en
causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, no
ha depositado memorial alguno de casación ni ha motivado
su recurso en la declaración correspondiente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinien-
te a Graciela Matos; Segundo: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra sentencia dictada en atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domin-
go, de fecha 8 de julio de 1964, cuyo dispositivo se ha co-
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piado en otro lugar del presente fallo; Tercero: Condena a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago de
las costas, ordenándose la distracción a favor del Dr. Ma-
nuel Emilio Ledesma Pérez, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 14 '

de octubre de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. pdr A.

*Dios, ,Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días del mes de mar-
zo del 1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad comercial
organizada de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en la calle Arzobispo Nouel No. 30 de

esta ciudad, contra sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de La Vega de fecha 14 de octubre de 1964, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALTA: PRIME-
RO: Declara nulo y sin ningún valor el recurso de Oposición
interpuesto por la "Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A.", contra sentencia correccional de esta Corte de
Apelación, de fecha 14 de mayo de 1964, dictada en defec-
to, que declaró vencida la fianza por la cual se puso en li-
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bertad al señor Mariano de Jesús Diógenes Hernández Vi-
llavizar, prevenido del delito de Violación a la Ley Núm.
5771, en perjuicio de Francisco Inoa Pichardo, y declaró
como buena y válida la constitución en parte civil de ésta,
condenando a dicha Compañía Dominicana de Seguros C.
por A., al pago de las costas penales y civiles del proceso,
distrayendo las últimas en favor del Dr. Patricio A. Badía
Lara, por haberlas avanzado en su totalidad; SEGUNDO:
Condena al recurrente, Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A., al pago de las costas";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 24 de noviembre de
1964, a requerimiento del Lic. Constantino Benoit Ventura,
a nombre y representación de la Compañía recurrente, en
la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 del 1955 y
1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que de las disposiciones del artículo 37
de la Ley sobre Procedimiento de Casación resulta que
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Minis-
terio Público, la parte civil, la persona civilmente respon-
sable o la entidad aseguradora de dicha persona, que haya
sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la Ley
4117 de 1955, el depósito del memorial con la indicación de
los medios de casación será obligatorio, si no se ha motiva-
do el recurso en la declaración correspondiente, todo a pe-
na de nulidad del recurso;

Considerando que en la especie, la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en
causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, no
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 14 '
de octubre de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).
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Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros, C. pdr A.
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*Dios, ,Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo, Distrito Nacional, a los 10 días del mes de mar-
zo del 1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Compa-
ñía Dominicana de Seguros, C. por A., entidad comercial
organizada de acuerdo con las leyes de la República Domi-
nicana, domiciliada en la calle Arzobispo Nouel No. 30 de
esta ciudad, contra sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de La Vega de fecha 14 de octubre de 1964, cu-
yo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: PRIME-
RO: Declara nulo y sin ningún valor el recurso de Oposición
interpuesto por la "Compañía Dominicana de Seguros, C.
por A.", contra sentencia correccional de esta Corte de
Apelación, de fecha 14 de mayo de 1964, dictada en defec-
to, que declaró vencida la fianza por la cual se puso en li-

bertad al señor Mariano de Jesús Diógenes Hernández Vi-
liavizar, prevenido del delito de Violación a la Ley Núm.
5771, en perjuicio de Francisco Inoa Pichardo, y declaró
corno buena y válida la constitución en parte civil de ésta,
condenando a dicha Compañía Dominicana de Seguros C.

• por A., al pago de las costas penales y civiles del proceso,

t

, distrayendo las últimas en favor del Dr. Patricio A. Badía
Lara, por haberlas avanzado en su totalidad; SEGUNDO:
Condena al recurrente, Compañía Dominicana de Seguros,

l

1 C. • por A., al pago de las costas";
1.	 Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 24 de noviembre de

'1 1964, a requerimiento del Lic. Constantino Benoit Ventura,
a nombre y representación de la Compañía recurrente, en
la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-
sación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley 4117 del 1955 y

LL 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
í: Considerando que de las disposiciones del artículo 37

de la Ley sobre Procedimiento de Casación resulta que
cuando el recurso de casación sea interpuesto por el Minis-
terio Público, la parte civil, la persona civilmente respon-
sable o la entidad aseguradora de dicha persona, que haya
sido puesta en causa en virtud del artículo 10 de la Ley
4117 de 1955, el depósito del memorial con la indicación de
los medios de casación será obligatorio, si no se ha motiva-
do el recurso en la declaración correspondiente, todo a pe-
na de nulidad del recurso;

Considerando que en la especie, la Compañía Domini-
cana de Seguros, C. por A., entidad aseguradora puesta en
causa en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de 1955, no
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ha depositado memorial alguno de casación ni ha motivado
su recurso en la declaración correspondiente;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra sentencia pronunciada por la Corte
de Apelación de La Vega, de fecha 14 de octubre de 1964,
en la causa seguida a Mariano de Jesús Diógenes Hernán-
dez Villavizar, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena a la recurrente
al pago de las costas;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

r A

SENTENCIA DE FECHA 12 DE MARZO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
17 de marzo de 1964.

"lateria: Correccional. (Violación a la Ley 1896, sobre Seguros
Sociales).

Recurrente: Víctor Duval Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu, y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 12 de marzo de 1965, años 122o. de la Inde-
pendencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, panadero,
residente en Neyba, cédula 10237, serie 22, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Barahona en sus
atribuciones correccionales, el día 17 de marzo de 1964, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964,



ha depositado memorial alguno de casación ni ha motivado
su recurso en la declaración correspondiente;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía Dominicana de Se-
guros, C. por A., contra sentencia pronunciada por la Corte
de Apelación de La Vega, de fecha 14 de octubre de 1964,
en la causa seguida a Mariano de Jesús Diógenes Hernán-
dez Villavizar, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Segundo: condena a la recurrente
al pago de las costas;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 12 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
17 de marzo de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 1896, sobre Seguros
Sociales).

Recurrente: Victor Duval Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu, y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Na-
cional, hoy día 12 de marzo de 1965, años 122o. de la Inde-
pendencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, mayor de edad, soltero, panadero,
residente en Neyba, cédula 10237, serie 22, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de Barahona en sus
atribuciones correccionales, el día 17 de marzo de 1964, cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964,
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a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 83 de la ley 1896 sobre Se-
guros Sociales, modificado por la Ley 5487 de 1961; y 1 y 65
de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 18 de junio de 1963, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Bahoruco, apoderado por el
Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correccionales,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Pronunciar y pronuncia defecto contra el nombrado Víc-
tor Duval Peña, de generales ignoradas, por no haber clm-
parecido a la audiencia del día de hoy, para la cual fue le-
galmente citado; Segundo: Condenar y condena, a dicho
prevenido Víctor Duval Peña a sufrir la pena de un mes de
prisión correccional, por el delito de violación a la Ley 1896,
Sobre Seguros Sociales; y, Tercero: Condenar y condena, a
Víctor Duval Peña, además, al pago de las costas"; b) que
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido,
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular y
válido en la forma el recurso de Apelación interpuesto por
Víctor Duval Peña, en fecha 16 del mes de septiembre del
año 1963, contra sentencia correccional, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoru-
co, eh fecha 18 del mes de junio del año 1963, cuyo dispo-
sitivo figura en otra parte del presente fallo; Segundo: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Víctor Duval Peña,
por no comparecer a la audiencia del día de hoy, no obstan-
te haber sido legalmente citado; Tercero: Confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes; Cuarto: Condena al
procesado al pago de las costas";

Considerando que de conformidad con el apartado k
del artículo 83 de la Ley 1896 de 1948, modificado por la

y 5487 de 1961, las sentencias que se dictan en materia
• de Seguros Sociales se reputarán contradictorias compa-

rezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como en esa
materia no hay oposición, las sentencias que se pronuncien
en defecto en última instancia como ha ocurrido en la es-
pecie, pueden ser recurridas en casación; que, por tanto, el
presente recurso debe ser admitido en este aspecto;

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa los siguientes hechos: "que el patrono Víctor Duval Pe-
ña no había pagado dentro del plazo legal a la Caja Domi-
nicana de Seguros Sociales, las cotizaciones del Seguro So-
cial obligatorio ascendentes a la suma de RD$19.20, co-
rrespondientes a sus trabajadores fijos Duquelo Pérez Ri-
vas, Angel Aquino Carvajal y Fernando Peña, utilizados
en una panadería de su propiedad, durante el período com-
prendido del mes de septiembre al mes de diciembre del
año 1962";

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a .-qua constituyen a cargo de Víctor Du-
val Peña, la infracción prevista por el artículo 83 aparta-
do b de la Ley No. 5487 de 1961, y castigado por el indica-
do texto legal con multa de cien a mil pesos oro o prisión
correccional de tres meses a dos años y al pago de las coti-
zaciones adeudadas a la Caja Dominicana de Seguros Socia-
les, con el interés del uno por ciento mensual; que por con-
siguiente, al declarar al prevenido culpable de ese delito, la
Corte a-qua le atribuyó a los hechos de la prevención la ca-
lificación legal que les corresponde según su propia natura-
leza; que, por otra parte, al condenar a dicho prevenido a
un mes de prisión, confirmando así la pena que le había
aplicado el juez de primer grado, la referida Corte, hizo
una correcta aplicación de las reglas relativas al efecto de-
volutivo del recurso de apelación cuando, como en la espe-
cie, fue el inculpado el único que lo interpuso;
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a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 83 de la ley 1896 sobre Se-
guros Sociales, modificado por la Ley 5487 de 1961; y 1 y 65
de la ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 18 de junio de 1963, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito-Judicial de Bahoruco, apoderado por el
Ministerio Público, dictó en sus atribuciones correccionales,
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Pronunciar y pronuncia defecto contra el nombrado Víc-
tor Duval Peña, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a la audiencia del día de hoy, para la cual fue le-
galmente citado; Segundo: Condenar y condena, a dicho
prevenido Víctor Duval Peña a sufrir la pena de un mes de
prisión correccional, por el delito de violación a la Ley 1896,
Sobre Seguros Sociales; y, Tercero: Condenar y condena, a
Víctor Duval Peña, además, al pago de las costas"; b) que
sobre el recurso de apelación interpuesto por el prevenido,
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
se copia a continuación: "Falla: Primero: Declara regular y
válido en la forma el recurso de Apelación interpuesto por
Víctor Duval Peña, en fecha 16 del mes de septiembre del
año 1963, contra sentencia correccional, dictada por el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Bahoru-
co, eh fecha 18 del mes de junio del año 1963, cuyo dispo-
sitivo figura en otra parte del presente fallo; Segundo: Pro-
nuncia el defecto contra el prevenido Víctor Duval Peña,
por no comparecer a la audiencia del día de hoy, no obstan-
te haber sido legalmente citado; Tercero: Confirma la sen-
tencia recurrida en todas sus partes; Cuarto: Condena al
procesado al pago de las costas";

Considerando que de conformidad con el apartado k
del artículo 83 de la Ley 1896 de 1948, modificado por la

111.15- Ley 5487 de 1961, las sentencias que se dictan en materia
de Seguros Sociales se reputarán contradictorias compa-
rezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como en esa
materia no hay oposición, las sentencias que se pronuncien
en defecto en última instancia como ha ocurrido en la es-
pecie, pueden ser recurridas en casación; que, por tanto, el
presente recurso debe ser admitido en este aspecto;

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa los siguientes hechos: "que el patrono Víctor Duval Pe-
ña no había pagado dentro del plazo legal a la Caja Domi-
nicana de Seguros Sociales, las cotizaciones del Seguro So-
cial obligatorio ascendentes a la suma de RD$19.20, co-
rrespondientes a sus trabajadores fijos Duquelo Pérez Ri-
vas, Angel Aquino Carvajal y Fernando Peña, utilizados
en una panadería de su propiedad, durante el período com-
prendido del mes de septiembre al mes de diciembre del
año 1962";

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua constituyen a cargo de Víctor Du-
val Peña, la infracción prevista por el artículo 83 aparta-
do b de la Ley No. 5487 de 1961, y castigado por el indica-
do texto legal con multa de cien a mil pesos oro o prisión
correccional de tres meses a dos años y al pago de las coti-
zaciones adeudadas a la Caja Dominicana de Seguros Socia-
les, con el interés del uno por ciento mensual; que por con-
siguiente, al declarar al prevenido culpable de ese delito, la
Corte a-qua le atribuyó a los hechos de la prevención la ca-
lificación legal que les corresponde según su propia natura-
leza; que, por otra parte, al condenar a dicho prevenido a
Un mes de prisión, confirmando así la pena que le había
aplicado el juez de primer grado, la referida Corte, hizo
una correcta aplicación de las reglas relativas al efecto de-
volutivo del recurso de apelación cuando, como en la espe-
cie, fue el inculpado el único que lo interpuso;
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4/0 SENTENCIA DE FECHA 12 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
17 de enero de 1964.

Materia: Correccic;nal. (Violación Ley 1896 sobre Seguros Sociales).
Recurrente: Víctor Duval Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, a los 12 días del mes de marzo de 1965, años
122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, de 30 años de edad, soltero, pa-
nadero, residente en Neyba, cédula No. 10237, serie 22, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de Bara-
hona en sus atribuciones correccionales, el día 17 de mar-
zo de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno, en lo con-
cerniente al interés del recurrente, que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Duval Peña, contra sentencia
pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona, en
atribuciones correccionales, en fecha 17 de marzo de 1964,
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
17 de enero de 1964.

Materia: Correccidnal. (Violación Ley 1896 sobre Seguros Sociales).
gfreurrente: Víctor Duval Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

101

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez	 Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito
Nacional, a los 12 días del mes de marzo de 1965, años
122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguien-
te sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, de 30 años de edad, soltero, pa-
nadero, residente en Neyba, cédula No. 10237, serie 22, con-
tra sentencia dictada por la Corte de Apelación de Bara-
hona en sus atribuciones correccionales, el día 17 de mar-
zo de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno, en lo con-
terniente al interés del recurrente, que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Duval Peña, contra sentencia
pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona, en
atribuciones correccionales, en fecha 17 de marzo de 1964,
cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 83 de la Ley No. 5487 de
1961; y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 14 de febrero de 1963, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Bahoruco, apoderado por el
ministerio público, dictó en sus atribuciones correcciona-
les una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO:
Pronunciar y Pronuncia, defecto contra Víctor Peña Du-
val, quien no compareció a la audiencia del día de hoy, no
obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Decla-
rar y Declara a dicho prevenido culpable del delito de Vio-
lación a la Ley No. 1896, sobre seguros sociales, que se le
imputa, y en consecuencia, se le condena a sufrir un (1)
mes de prisión correccional; y TERCERO: Condenar y Con-
dena a dicho prevenido además al pago de las costas pro-
cedimentales"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
Apelación interpuesto por Víctor Duval Peña, en fecha 8 '
del mes de marzo del año 1963, contra sentencia correccio-
nal dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Bahoruco, en fecha 14 del mes de febre-
ro del 1963, cuyo dispositivo figura en otra parte del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Víctor Duval Peña, por no haber comparecido a es-
ta audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
TERCERO: Confirma la sentencia recurrida en todas sus
partes; CUARTO: Condena a Víctor Duval Peña, al pago
de las costas;

Considerando que de conformidad con el apartado l<
del artículo 83 de la Ley 1896 de 1948, modificado por la
Ley 5487 de 1961, las sentencias que se dicten en materia
de Seguros Sociales se reputarán contradictorias, compa-
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rezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como en esa
materia no hay oposición, las sentencias que se pronuncien
en defecto en última instancia como ha ocurrido en la es-
pecie, pueden ser recurridas en casación; que, por tanto, el
presente recurso debe ser admitido en este aspecto;

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: a) que "el patrono Víctor Duval

' Peña no 'había pagado dentro del plazo legal a la Caja Do-
minicana de Seguros Sociales, las cotizaciones del Seguro
Social Obligatorio ascendentes a la suma de RD$13.05, co-
rrespondientes a sus trabajadores fijos Fernando Peña y
Angel Aquino Carvajal, utilizados en una panadería de su
propiedad, durante el período comprendido del 21 de mayo
del año 1962, al 2 de septiembre del año 1962";

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua constituyen a cargo de Víctor Du-
val Peña, la infracción prevista por el artículo 83, aparta-
do b de la Ley No. 5487 de 1961, y castigada por el in-
dicado texto legal, con multa de cien a mil pesos oro o pri-
sión correccional de tres meses a dos años, y al pago de
las cotizaciones adeudadas a la Caja Dominicana de Segu-
ros Sociales, con el interés de uno por ciento mensual; que
por consiguiente, al declarar al prevenido culpable de ese
delito, la Corte a-qua le atribuyó a los hechos de la preven-
ción la calificación legal que les corresponde según su pro-
pia naturaleza; que, por otra parte, al condenar a dicho
prevenido a un mes de prisión, confirmando así la pena «te
le había aplicado el juez de primer grado, la referida Cor-
te, hizo una correcta aplicación de las reglas relativas al
efecto devolutivo del recurso de apelación cuando, como
en la especie, fue el inculpado el único que lo interpuso;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno en lo concer-
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La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 83 de la Ley No. 5487 de
1961; y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 14 de febrero de 1963, el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Bahoruco, apoderado por el
ministerio público, dictó en sus atribuciones correcciona-
les una sentencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO:
Pronunciar y Pronuncia, defecto contra Víctor Peña Du-
val, quien no compareció a la audiencia del día de hoy, no
obstante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Decla-
rar y Declara a dicho prevenido culpable del delito de Vio-
lación a la Ley No. 1896, sobre seguros sociales, que se le
imputa, y en consecuencia, se le condena a sufrir un (1)
mes de prisión correccional; y TERCERO: Condenar y Con-
dena a dicho prevenido además al pago de las costas pro-
cedimentales"; b) que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FA-
LLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
Apelación interpuesto por Víctor Duval Peña, en fecha 8
del mes de marzo del año 1963, contra sentencia correccio-
nal dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Bahoruco, en fecha 14 del mes de febre-
ro del 1963, cuyo dispositivo figura en otra parte del pre-
sente fallo; SEGUNDO: Pronuncia el defecto contra el pre-
venido Víctor Duval Peña, por no haber comparecido a es-
ta audiencia, no obstante haber sido legalmente citado;
TERCERO: Confirma la sentencia recurrida en todas sus
partes; CUARTO: Condena a Víctor Duval Peña, al pago
de las costas;

Considerando que de conformidad con el apartado K
del artículo 83 de la Ley 1896 de 1948, modificado por la
Ley 5487 de 1961, las sentencias que se dicten en materia
de Seguros Sociales se reputarán contradictorias, compa-

rezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como en esa
materia no hay oposición, las sentencias que se pronuncien
en defecto en última instancia como ha ocurrido en la es-
pecie, pueden ser recurridas en casación; que, por tanto, el
presente recurso debe ser admitido en este aspecto;

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente aportados en la instrucción de la cau-
sa, los siguientes hechos: a) que "el patrono Víctor Duval
Peña no había pagado dentro del plazo legal a la Caja Do-
minicana de Seguros Sociales, las cotizaciones del Seguro
Social Obligatorio ascendentes a la suma de RD$13.05, co-
rrespondientes a sus trabajadores fijos Fernando Peña y
Angel Aquino Carvajal, utilizados en una panadería de su
propiedad, durante el período comprendido del 21 de mayo
del año 1962, al 2 de septiembre del año 1962";

Considerando que los hechos así comprobados y admi-
tidos por la Corte a-qua constituyen a cargo de Víctor Du-
val Peña, la infracción prevista por el artículo 83, aparta-
do b de la Ley No. 5487 de 1961, y castigada por el in-
dicado texto legal, con multa de cien a mil pesos oro o pri-
sión correccional de tres meses a dos años, y al pago de
las cotizaciones adeudadas a la Caja Dominicana de Segu-
ros Sociales, con el interés de uno por ciento mensual; que
por consiguiente, al declarar al prevenido culpable de ese
delito, la Corte a-qua le atribuyó a los hechos de la preven-
ción la calificación legal que les corresponde según su pro-
pia naturaleza; que, por otra parte, al condenar a dicho
prevenido a un mes de prisión, confirmando así la pena qte
le había aplicado el juez de primer grado, la referida Cor-
te, hizo una correcta aplicación de las reglas relativas al
efecto devolutivo del recurso de apelación cuando, como
en la especie, fue el inculpado el único que lo interpuso;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno en lo concer-



La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de junio de 1959.

Materia: Correccional. (Revisión).

Recurrente: José Belarminio Marte Bautista.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de
Peña, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secreta-
rio General, en imanto  Domingo, Distrito Nacional, hoy día
15 de marzo del 1965, años 122o. de la Independencia y
102o. de la Restauración, dicta en Audiencia Pública, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de revisión interpuesto por José Be-
larminio Marte Bautista, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, cédula 43989, serie 31, domiciliado y residente en es-
ta ciudad, contra la sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 de junio de 1959,
cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto
contra el prevenido José Belarminio Marte Bautista, y la
querellante Julia Celeste Rodríguez, por no haber compa-
recido a esta audiencia para la cual fueron legalmente ci-
tados; Segundo: Declara regular y válido, en la forma, el
presente recurso de apelación; Tercero: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera
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niente al interés del recurrente, que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Duval Peña, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona,
en sus atribuciones correccionales, en fecha 17 de marzo
de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas; 

4	 4lommi

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

1



SENTENCIA DE FECHA 15 DE MARZO DEL 1965

H

Recurrente: José Belarminio Marte Bautista.

'	 En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de
Peña, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secreta-
rio General, en l'auto Domingo, Distrito Nacional, hoy día
15 de marzo del 1965, años 122o. de la Independencia y
102o. de la Restauración, dicta en Audiencia Pública, la si-
guiente sentencia:

Sobre el recurso de revisión interpuesto por José Be-
larminio Marte Bautista, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, cédula 43989, serie 31, domiciliado y residente en es-
ta ciudad, contra la sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 de junio de 1959,
cuyo dispositivo dice: "Falla: Primero: Pronuncia el defecto
contra el prevenido José Belarminio Marte Bautista, y la
querellante Julia Celeste Rodríguez, por no haber compa-
recido a esta audiencia para la cual fueron legalmente ci-
tados; Segundo: Declara regular y válido, en la forma, el
presente recurso de apelación; Tercero: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales por
la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 8 de junio de 1959.

Materia: Correccional. (Revisión).

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

ist
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niente al interés del recurrente, que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Víctor Duval Peña, contra senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Barahona,
en sus atribuciones correccionales, en fecha 17 de marzo
de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del
presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas;

4
(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-

pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).



Instancia del Distrito Nacional, en fecha 8 del mes de mar-
zo del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Primero: Que de-
be pronunciar y pronuncia el defecto contra José Belarmi-
nio Marte Bautista, por no haber comparecido a esta au-
diencia, para la cual fue regularmente citado; Segundo: Que
debe declarar y declara, al nombrado José Belarminio Mar-
te, de generales ignoradas, culpable del delito de violación
a la Ley No. 2402, en perjuicio de la menor Arelis, procrea..
da con la señora Julia Celeste Rodríguez y, en consecuen-
cia, se le condena a dos años de prisión correccional; Ter-
cero: Que debe fijar y fija, en la suma de Doce Pesos Oro
(RD$12.00), mensuales, el monto de la pensión alimenticia
que el prevenido debe suministrarle a la madre querellan-
te, para las atenciones y necesidades de la menor en refe-
rencia; Cuarto: Que debe ordenar y ordena la ejecución
provisional de la sentencia a partir de la fecha de la que-
rella; Quinto: Que debe condenar y condena al inculpado al
pago de ' las costas penales causadas'; Cuarto: Condena al
prevenido José Belarminio Marte Bautista, al pago de las
costas";

Vista la instancia de fecha 29 de enero de 1965, sus-
crita por los Doctores Pedro Rodríguez Acosta y Rafael
A. Lugo Francisco, que copiada dice: "Honorable Magis-
trado: los abogados infrascritos, Dres. Pedro Rodríguez
Acosta, con cédula personal de identidad No. 22427, serie
18; y Rafael Augusto Lugo Francisco, con cédula personal
de identidad No. 23933, serie 23, ambos con sello hábil pa-
ra el año en curso, y con estudio profesional abierto en la
casa No. 90 de la calle El Conde, de esta ciudad, actuando
en nombre y representación del señor José Belarminio
Marte Bautista, mayor de edad, dominicano, casado, resi-
dente y domiciliado en la casa No. 98 de la calle 18 del
Barrio Gualey, de esta ciudad, con cédula personal de iden-
tidad No. 43989, serie 31, con sello hábil para el año en
curso, os exponen lo siguiente: Por querella que presenta-

ra en fecha 10 de enero de 1957, la señora Julia Celeste
Rodríguez, por ante la Policía Nacional, el señor José BO-
larminio Marte Bautista, fue sometido a la acción de la
justicia por viplación a la Ley No. 2402, en relación con
una menor Arelis Altagracia Rodríguez, de un año y 5
meses de edad, a la fecha de dicha querella, hija de la que-
rellante; Que el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, conoció irregularmente, ya que
el nombrado José Belarminio Marte Bautista no fue cita-
do, del preliminar de conciliación que establece la ley No.
2402, en su Art. 3, y cuyo texto es el siguienté: "Párrafo:
el requerimiento a que se hace referencia en este artículo
contendrá la intimación a los padres en falta de compare-
cer en un plazo de 3 días por ante el Juez de Paz de la mis-
ma común, a fin de que voluntariamente se avengan a cum-
plir con sus obligaciones', pues como se observa, es impe-
rativa la citación del presunto padre en falta para los fi-
nes de conciliación, citación o requerimiento que no se cum-
plimentó; Que en la audiencia que conoció el fondo de la
prevención, la cual fue celebrada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, el señor José Belarminio Marte Bautista no fue ci-
tado legalmente, ya que fue citado con una vecina que no
le entregó la citación, y además, dicha citación no observa
el plazo legal previsto por el artículo 182 del Código de
Procedimiento Criminal, cuyo texto es el siguiente: 'Habrá
por lo menos un plazo de tres días, contándose uno más por
cada tres leguas de distancia, entre la citación y la sen-
tencia, bajo la pena de nulidad de la condena que se prq-
nunciare en defecto contra la persona citada;' y como pue-
de ser visto en el Doc. No. O, en fecha 6 de marzo del
1957, fue presuntamente citado nuestro representado para
comparecer a la audiencia que había de celebrarse en fe-
cha 8 de marzo de 1957, a fin de ser juzgado por la infrac-
ción ya indicada, es decir, que aparte de que no recibió ja-
más dicha citación, solamente se le daba un día franco pa-
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Instancia del Distrito Nacional, en fecha 8 del mes de mar-
zo del año mil novecientos cincuenta y siete, cuyo disposi-
tivo copiado textualmente dice así: 'Falla: Primero: Que de-
be pronunciar y pronuncia el defecto contra José Belarmi-
nio Marte Bautista, por no haber comparecido a esta au-
diencia, para la cual fue regularmente citado; Segundo: Que
debe declarar y declara, al nombrado José Belarminio Mar-
te, de generales ignoradas, culpable del delito de violación
a la Ley No. 2402, en perjuicio de la menor Arelis, procrea-
da con la señora Julia Celeste Rodríguez y, en consecuen-
cia, se le condla a dos años de prisión correccional; Ter-
cero: Que debe fijar y fija, en la suma de Doce Pesos Oro
(RD$12.00), mensuales, el monto de la pensión alimenticia
que el prevenido debe suministrarle a la madre querellan-
te, para las atenciones y necesidades de la menor en refe-
rencia; Cuarto: Que debe ordenar y ordena la ejecución
provisional de la sentencia a partir de la fecha de la que-
rella; Quinto: Que debe condenar y condena al inculpado al
pago de las costas penales causadas'; Cuarto: Condena al
prevenido José Belarminio Marte Bautista, al pago de las
costas";

Vista la instancia de fecha 29 de enero de 1965, sus-
crita por los Doctores Pedro Rodríguez Acosta y Rafael
A. Lugo Francisco, que copiada dice: "Honorable Magis-
trado: los abogados infrascritos, Dres. Pedro Rodríguez
Acosta, con cédula personal de identidad No. 22427, serie
18; y Rafael Augusto Lugo Francisco, con cédula personal
de identidad No. 23933, serie 23, ambos con sello hábil pa-
ra el año en curso, y con estudio profesional abierto en la
casa No. 90 de la calle El Conde, de esta ciudad, actuando
en nombre y representación del señor José Belarminio
Marte Bautista, mayor de edad, dominicano, casado, resi-
dente y domiciliado en la casa No. 98 de la calle 18 del
Barrio Gualey, de esta ciudad, con cédula personal de iden-
tidad No. 43989, serie 31, con sello hábil para el año en
curso, os exponen lo siguiente: Por querella que presenta-
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ra en fecha 10 de enero de 1957, la señora Julia Celeste
Rodríguez, por ante la Policía Nacional, el señor José Be-
larminio Marte Bautista, fue sometido a la acción de la
justicia por violación a la Ley No. 2402, en relación con
una menor Arelis Altagracia Rodríguez, de un año y 5
meses de edad, a la fecha de dicha querella, hija de la que-
rellante; Que el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscrip-
ción del Distrito Nacional, conoció irregularmente, ya que
el nombrado José Belarminio Marte Bautista no fue cita-
do, del preliminar de conciliación que establece la ley No.
2402, en su Art. 3, y cuyo texto es el siguientd: "Párrafo:
el requerimiento a que se hace referencia en este artículo
contendrá la intimación a los padres en falta de compare-
cer en un plazo de 3 días por ante el Juez de Paz de la mis-
ma común, a fin .de que voluntariamente se avengan a cum-
plir con sus obligaciones', pues como se observa, es impe-
rativa la citación del presunto padre en falta para los fi-
nes de conciliación, citación o requerimiento que no se cum-
plimentó; Que en la audiencia que conoció el fondo de la
prevención, la cual fue celebrada por la Primera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, el señor José Belarminio Marte Bautista no fue ci-
tado legalmente, ya que fue citado con una vecina que no
le entregó la citación, y además, dicha citación no observa
el plazo legal previsto por el artículo 182 del Código de
Procedimiento Criminal, cuyo texto es el siguiente: 'Habra
por lo menos un plazo de tres días, contándose uno más por
cada tres leguas de distancia, entre la citación y la sen-
tencia, bajo la pena de nulidad de la condena que se pro-
nunciare en defecto contra la persona citada;' y como pue-
de ser visto en el Doc. No. O, en fecha 6 de marzo del
1957, fue presuntamente citado nuestro representado para
comparecer a la audiencia que había de celebrarse en fe-
cha 8 de marzo de 1957, a fin de ser juzgado por la infrac-
ción ya indicada, es decir, que aparte de que no recibió ja-
más dicha citación, solamente se le daba un día franco pa-
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ra comparecer a juicio, lo que revela que el Tribunal ac-
tuó con precipitación, pues debió cancelar el rol o reen-
viar la causa para regularizar dicha citación que no obs-
tante la evidente irregularidad, el Tribunal condenó a nues-
tro representado a sufrir la pena de dos años de prisión co-
rreccional y fijó en la suma de RD$12.00 la pensión men-
sual alimenticia que se debía suministrar a la menor Are-
lis Altagracia Rodríguez; Que al ser llamado por la Pro-
curaduría Fiscal del Distrito Judicial Nacional, debido a
los reclamos que de la pensión alimenticia hacía la seño-
ra querellante, nuestro representado se enteró de la sen-
tencia que en su contra se había dictado, y al instante, por
órgano del Dr. Ramón Bienvenido Peguero, recurrió en
apelación contra la sentencia dictada en fecha 8 de mar-
zo de 1957 por la Primera Cámara de lo Penal, Apelación
esta que fue interpuesta al año y 8 meses de la indicada
sentencia, en razón de que nuestro representado considera-
ba no ser el padre de la referida menor, y fue en esta opor-
tunidad (cuando fuera llamado por la procuraduría fiscal)
que llegó a enterarse de que en su contra existía un some-
timiento por violación a la Ley No. 2402; que la audiencia
para conocer del recurso de apelación interpuesto por José
Belarminio Marte Bautista, fue fijada para el día 15 de
enero de 1959, produciendo en esa fecha una sentencia de
reenvío, a pedimento del Magistrado Procurador General
de la Corte de Apelación, a fin de que el prevenido José Be-
larminio Marte Bautista fuera citado en su último domici-
lio. A esta audiencia no compareció la querellante ni la me-
nor objeto del proceso, querellante que no fue citada a di-
cha audiencia; que nuevamente fue fijada para el día 20
de abril del 1959, la audiencia para conocer del recurso de
nuestro representado, produciéndose en esta oportunidad,
un nuevo reenvío, a pedimento del Magistrado Procurador
General de la Corte de Apelación, a fin de que el prevenido
José Belarminio Marte Bautista, fuera citado en su últi-
mo domicilio. A esta audiencia tampoco fue citada la que-

rellante; que en fecha 8 de junio del 1959, la Corte de Ape-
lación del Distrito Nacional, en sus atribuciones correccio-
nales, dictó una sentencia, mediante la cual confirmó en de-
fecto la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal, y
de la cual ya se ha hecho alusión en otra parte del presen-
te escrito; que como puede verse en lo anteriormente ex-
puesto, el señor José Belarminio Marte Bautista, no fue en
ningún momento citado, regularmente, es decir, que hubie-
se tenido la oportunidad de conocer previamente la fecha
de su proceso, y así haber sido juzgado en una audiencia
contradictoriamente, ya que de esto haber ocurrido, los ar-
gumentos y pruebas que enunciaremos más adelante, hu-
biesen sido aportados en dichos tribunales, y de seguro,
otra hubiese sido la solución de su caso; Derecho: Al te-
nor del artículo 305 del Código de Procedimiento Criminal,
en su inciso 4to. 'cuando después de la condenación se re-
velen nuevas pruebas, etc., procede pedirse una demanda
de revisión, y en el presente caso, en primer lugar, se ha
revelado, por testimonios y en segundo lugar por documen-
tos, que la sentencia dictada por la Corte de Apelación, ca-
rece de fuerza legal. Los testimonios y los documentos apor-
tados ahora no fueron llevados a otra jurisdicción por la
razón que ya hemos expuesto anteriormente, de que nues-
tro patrocinado no tuvo oportunidad de defenderse en los
Tribunales en que fue juzgado su caso; Testimonios: por
ante el Lic. Benigno Cabrera Jiménez, abogado notario
público del Distrito Nacional, en fecha 15 de diciembre de
1964, los Sres. Ricardo Rodríguez y Carlos Turbides, de-
claran que: conocían desde los años 1953, a la nombrada
Julia Celeste Rodríguez, quien residía en las cercanías del
Mercado Modelo, y que dicha señora no tenía ningún me-
dio de subsistencia, por lo que se dedicaba a vivir de ami-
gos en esa época, y que además, conocían a José Belarmi-
nio Marte Bautista y que jamás le conoció en relaciones
con la señora Julia Celeste Rodríguez, no conociéndole hi-
jos al señor Marte Bautista ni aun con su señora esposa;
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Documentos: Consciente el señor José Belarminio Marte
Bautista de que dicha menor no es su hija, por órgano de
los abogados infrascritos, solicitó al Magistrado Procurador
Fiscal del Distrito Nacional, que se practicara un análisis
de sangre, y en fecha 29 de diciembre del 1964, el Dr. An-
gel Camilo P., Médico Legista del Distrito Nacional, expi-
dió una certificación, mediante la cual descarta todo indi-
cio de paternidad del señor José Belarminio Marte Bautis-
ta frente a la menor Arelis Rodríguez, hija de la señora Ju-
lia Celeste Rodrígtez, todo esto, previo examen sanguíneo
practicado por la Dra. Aida Nurce Rivera, Experta Labo-
ratorista del Hospital Salvador B. Gautier; Como resultado
del examen de Laboratorio, se comprobó que el señor José
B. Marte tiene grupo sanguíneo A y Factor Rh (—) nega-
tiVo; la menor Arelis Rodríguez tiene grupo sanguíneo B y
Factor Rh positivo, y la señora Julia Celeste Rodríguez
tiene grupo sanguíneo AB y Factor Rh positivo; Para apo-
yar aun más la presente demanda en revisión al señor Jo-
sé Belarminio Marte Bautista, le fue practicado un exa-
men, de semen por el Dr. J. J. Jiménez D., Médico Labora-
torista del Hospital Dr. Moscos() Puello y del grupo Médico
Mairení Cabral, así como también de la Clínica Dr. Rodrí-
guez Santos, arrojando dicho examen la ausencia total de
espermatozoides (células germinativas masculinas), y de
un aspecto acuoso la característica general del semen so-
metido a examen, descartándose en consecuencia toda po-
sibilidad de paternidad del señor José B. Marte B., frente
a la menor Arelis Rodríguez, por la razón poderosa de su
incapacidad para procrear. Consideraciones: El señor José
Belarminio Marte Bautista, tiene fe, ya que no tuvo opor-
tunidad de defenderse por ante la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia ni por ante la Corte de
Apelación del Distrito Nacional, por las razones ya expues-
tas, y que son poderosísimas en su caso, de que la Suprema
Corte de Justicia, en funciones de Tribunal de Revisión,
podrá resarcir el tremendo daño moral y material que ha
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. , sufrido, con la sentencia confirmada por la Corte de Ape-

lación. El señor José Belarminio Marte Bautista nunca ha
tenido hijos ni aún con su señora esposa, con la cual ya lle-
va de casado ocho años, ni con ninguna otra mujer con la

/

cual haya tenido contacto carnal, cuando la Suprema Cor-
te de Justicia, conozca del presente recurso, y proceda a
practicar las medidas que dentro de su función crea obli-

' gatoria practicar, descubrirá las poderosas razones de he-
,i cho y de derecho que han llevado a nuestro patrocinado a

presentar la presente demanda, en razones que por la fuer-
za que tienen, inmediatamente determinarán la solución
del caso en su favor. Cuando decimos que José Belarminio
Marte no ha sido citado legalmente, nos estamos refirien-
do a que no ha sido citado personalmente o con un fami-
liar en su mismo domicilio y residencia, ya que es sabido
que las citaciones en su último domicilio o como se dice 'en
la puerta del tribunal', no es más que una aplicación en ma-
teria penal de disposiciones de carácter civil (véase art. 69,
inciso 7o.), del Código de Procedimiento Civil, ya que la
materia penal no prevé esa situación, y en consecuencia, es
un hábito de los tribunales, recurrir a ese expediente cuan-
do desean darle solución a los procesos detenidos por des-
conocimiento del domicilio y residencia de los inculpados.
En consecuencia, como se observará por el estudio de las
piezas que hemos aportado en esta demanda, no existe nin-
gún género de pruebas en contra de nuestro representado
que le hagan presumir culpable del delito de violación a la
ley 2402, y tampoco presumir ni existe ningún testimonio
o documento que rebata lo que ya hemos expuesto, princi-
palmente en el sentido de que a la fecha de la concepción
de la menor Arelis Altagracia Rodríguez, su madre, la que-
rellante Julia Celeste Rodríguez, era una mujer que según
testimonios anexos, se dedicaba a vivir de amigos, y a quien
no se le conoció en esa fecha un marido en el sentido real
de la palabra, ya que se dedicaba a deambular los alrede-
dores del Mercado Modelo en busca de cariño y de dinero.
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Por otra parte, estamos en presencia del experticio médico
de dos especialistas en la materia uno, Médico Legista del
Distrito Nacional, quien certifica que no existe compatibili-
dad sanguínea entre la menor Arelis y el señor Marte Bau-
tista, y otro, un eminente Laboratorista del Hospital Mos-
coso Puello y de otros Centros de Salud, quien informa que
no existen espermatozoides en el examen que practicó a
una porción del semen del señor Marte, y consecuencial-
mente, tampoco existen células germinativas; El señor José
Belarminio Marte Bautista, está en disposición de someter-
se a cualquier examen o medida que la Suprema Corte de
Justicia, en funciones de tribunal de revisión, estime perti-
nente ordenar, todo esto en caso de que dicho tribunal de
justicia considere que los exámenes y demás medios de
pruebas aportados no lleguen a edificar la conciencia de di-
chos Magistrados; Admitiendo la presente demanda en re-
visión, y conociendo el fondo de la prevención dentro de los
nuevos derroteros que le' imprimen los nuevos medios apor-
tados y que no fueron conocidos en los demás tribunales,
estamos seguros que nuestro más alto tribunal de justicia
llevará la tranquilidad mental al señor Marte Bautista;
Conclusiones: como consecuencia de todo lo anteriormente
expuesto, los abogados infrascritos, cuyas generales cons-
tan en cabeza del presente escrito, actuando en su calidad
ya mencionada, os solicitamos muy cortésmente: Unico:
que apoderéis de la presente demanda en revisión a la Su-
prema Corte de Justicia, a fin de que ésta, en sus funcio-
nes de Tribunal de Revisión, admita y pondere los nuevos
medios de pruebas, revocando la sentencia dictada por la
Corte de Apelación del Distrito Nacional, en fecha 8 de ju-
nio de 1959, la cual condenó en defecto al señor José Be-
larminio Marte Bautista, a dos años de prisión correccio-
nal por el delito de violación a la Ley 2402, y fijó en la su-
ma de RD$12.00 mensuales, la pensión alimenticia que se
suministraría a la menor Arelis Altagracia Rodríguez, hi-
ja de la señora Julia Celeste Rodríguez";
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En cuanto a la admisibilidad del recurso

Considerando que la Suprema Corte de Justicia ha si-
do apoderada regularmente del asunto, a requerimiento
del Magistrado Procurador General de la República; que,
además, el presente recurso de revisión está incurso en el
párrafo 4 del artículo 305 del Código de Procedimiento
Criminal; que, en efecto, los hechos revelados después de
la condenación son serios y graves y susceptibles de de-
mostrar la inocencia del condenado;

En cuanto al estado del procedimiento

Considerando que los documentos producidos bastan
por sí solos para permitir a la Suprema Corte de Justicia
estatuir en pleno conocimiento de causa; que, en conse-
cuencia, no es necesario ni una más amplia información,
ni el aporte de piezas suplementarias;

En cuanto al fondo

Considerando que en la especie, el impetrante ha apor-
tado como documentos justificativos de su demanda los cer-
tificados expedidos por el Dr. Angel Camilo P., Médico Le-
gista y por el Dr. J. J. Jiménez D., Médico Laboratorista
del Hospital Dr. Moscoso Puello, en los cuales constan que
José Belarminio Marte Bautista está excluído como posi-
ble padre de la menor Arelis Altagracia Rodríguez, todo

Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistos los documentos del expediente;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 305, párrafo 4, 306, 307, 308
ilipipv 312 del Código de Procedimiento Criminal; y el art. 1 de

la Ley 335, de 1964;
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medios de pruebas, revocando la sentencia dictada por la
Corte de Apelación del Distrito Nacional, en fecha 8 de ju-
nio de 1959, la cual condenó en defecto al señor José Be-
larminio Marte Bautista, a dos años de prisión correccio-
nal por el delito de violación a la Ley 2402, y fijó en la su-
ma de RD$12.00 mensuales, la pensión alimenticia que se
suministraría a la menor Arelis Altagracia Rodríguez, hi-
ja de la señora Julia Celeste Rodríguez";
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Visto el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vistos los documentos del expediente;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 305, párrafo 4, 306, 307, 308
v 312 del Código de Procedimiento Criminal; y el art. 1 de
la Ley 335, de 1964;

En cuanto a la admisibilidad del recurso

Considerando que la Suprema Corte de Justicia ha si-
do apoderada regularmente del asunto, a requerimiento
del Magistrado Procurador General de la República; que,
además, el presente recurso de revisión está incurso en el
párrafo 4 del artículo 305 del Código de Procedimiento
Criminal; que, en efecto, los hechos revelados después de
la condenación son serios y graves y susceptibles de de-
mostrar la inocencia del condenado;

1111111	 En cuanto al estado del procedimiento

Considerando que los documentos producidos bastan
por sí solos para permitir a la Suprema Corte de Justicia
estatuir en pleno conocimiento de causa; que, en conse-
cuencia, no es necesario ni una más amplia información,
ni el aporte de piezas suplementarias;

En cuanto al fondo

Considerando que en la especie, el impetrante ha apor-
tado como documentos justificativos de su demanda los cer-
tificados expedidos por el Dr. Angel Camilo P., Médico Le-
gista y por el Dr. J. J. Jiménez D., Médico Laboratorista
del Hospital Dr. Moscoso Puello, en los cuales constan que
José Belarminio Marte Bautista está excluído como posi-
ble padre de la menor Arelis Altagracia Rodríguez, todo
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lo cual está corroborado además, por las declaraciones de
los testigos Ricardo Rodríguez y Carlos Turbides; que es-
ta circunstancia hace nacer serias dudas sobre la culpabi-
lidad del condenado y destruye la presunción de certidum-
bre resultante de la cosa juzgada; que, en tales condiciones,
procede acoger el presente recurso de revisión, considerar
el asunto en estado y ordenar la celebración de nuevos de-
bates contradictorios, para que en ellos se examine el he-
cho nuevo que ha justificado la inadmisibilidad de la revi-
sión de que se trata y al cual se ha hecho referencia ante-
riormente, y asimismo anular las sentencias y actuaciones
que puedan constituir un obstáculo para la revisión y en-
viar al procesado ante un tribunal de primera instancia,
que no sea el que conoció primitivamente del asunto;

Por tales motivos, Primero: Declara admisible en cuan-
to a la forma y el fondo el presente recurso de revisión;
Segundo: Anula la sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 de junio de 1959 y
la sentencia pronunciada por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 8 de marzo de 1957, dictadas en sus atribuciones co-
rreccionales, y cuyos dispositivos se copian en otro lugar
del presente fallo; y Tercero: Envía el asunto ante el Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional. (Firmados) Julio A. Cuello, Manuel D. Bergés Chu-
pani, F. E. Ravelo de la Fuente, Guarionex A. García de
Peña, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu, Rogelio Sánchez T. La presente sentencia
ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran
en su encabezamiento, en la audiencia pública del día, mes
y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada
por mí, Secretario General, que certifica. (Firmado) Er-
nesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 1'7 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República, de fe-
cha 29 de mayo de 1964.

Materia: Contencioso-administrativo.

Recurrente: Pascual Santoni.
Abogado: Dr. Víctor Manuel Mangual, representado por el Dr. Juan

Luperón Vásquez.

Recurrido: Gabriel Roig.
Abogados: Lic. Miguel E. Noboa Recio y Dr. Alberto E. Noboa

Mejía.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Sa-
viñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a
los 17 días del mes de marzo del 1965, años 122o. de la In-
dependencia y 102o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pascual
Santoni, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en la casa No. 85 de la Avenida Bolívar, de es-
ta ciudad, Cédula 3481, serie lra., contra la sentencia de
fecha 29 de mayo de 1964, dictada por la Cámara de Cuen-
tas, en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: Declara inadmisible el re-
curso contencioso-administrativo interpuesto por el señor
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lo cual está corroborado además, por las declaraciones de
los testigos Ricardo Rodríguez y Carlos Turbides; que es-
ta circunstancia hace nacer serias dudas sobre la culpabi-
lidad del condenado y destruye la presunción de certidum-
bre resultante de la cosa juzgada; que, en tales condiciones,
procede acoger el presente recurso de revisión, considerar
el asunto en estado y ordenar la celebración de nuevos de-
bates contradictorios, para que en ellos se examine el he-
cho nuevo que ha justificado la inadmisibilidad de la revi-
sión de que se trala y al cual se ha hecho referencia ante-
riormente, y asimismo anular las sentencias y actuaciones
que puedan constituir un obstáculo para la revisión y en-
viar al procesado ante un tribunal de primera instancia,
que no sea el que conoció primitivamente del asunto;

Por tales motivos, Primero: Declara admisible en cuan-
to a la forma y el fondo el presente recurso de revisión;
Segundo: Anula la sentencia pronunciada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 de junio de 1959 y
la sentencia pronunciada por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe-
cha 8 de marzo de 1957, dictadas en sus atribuciones co-
rreccionales, y cuyos dispositivos se copian en otro lugar
del presente fallo; y Tercero: Envía el asunto ante el Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional. (Firmados) Julio A. Cuello, Manuel D. Bergés Chu-
pani, F. E. Ravelo de la Fuente, Guarionex A. García de
Peña, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu, Rogelio Sánchez T. La presente sentencia
ha sido dada y firmada por los señores Jueces que figuran
en su encabezamiento, en la audiencia pública del día, mes
y año en él expresados, y fue firmada, leída y publicada
por mí, Secretario General, que certifica. (Firmado) Er-
nesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Cuentas de la República, de fe-
cha 29 de mayo de 1964.

Materia: Contencioso-administrativo.

Recurrente: Pascual Santoni.
Abogado: Dr. Víctor Manuel Mangual, representado por el Dr. Juan

Luperón Vásquez.

Recurrido: Gabriel Roig.
Abogados: Lic. Miguel E. Noboa Recio y Dr. Alberto E. Noboa

Mejía.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Sa-
viñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a
los 17 días del mes de marzo del 1965, años 122o. de la In-
dependencia y 102o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, coma corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pascual
Santoni, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en la casa No. 85 de la Avenida Bolívar, de es-
ta ciudad, Cédula 3481, serie lra., contra la sentencia de
fecha 29 de mayo de 1964, dictada por la Cámara de Cuen-
tas, en funciones de Tribunal Superior Administrativo, cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: Declara inadmisible el re-
curso contencioso-administrativo interpuesto por el señor
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Pascual Santoni, contra la Resolución No. A-3418 de la Co-
misión de Apelación sobre Alquileres de Casas y Desahu-
cios, de fecha 28 de noviembre de 1963, por haber reco-
rrido los dos grados de jurisdicción que acuerda la ley".

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Víc-

tor Manuel Mangual, cédula 18900, serie lra., en el cual se
invocan contra la -sentencia impugnada, el siguiente medio
de casación: a) Violación'bor falsa aplicación de los artícu-
los 26 y 27 del Decreto 4807, que reglamenta el Control de
Alquileres de Casas y Desahucio; b) Violación por falsa in-
terpretación del párrafo 2o. del artículo lo. de la ley 1494
que instituye la jurisdicción contenciosa administrativa; c)
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil;

Visto el memorial de defensa notificado al recurrente
el día 31 de agosto de 1964, y suscrito por el Lic. Miguel E.
Noboa Recio, cédula 1491, serie ira., y por el Dr. Alberto
E. Noboa Mejía, cédula 64019, serie ira., abogados del
emplazado Gabriel Roig, dominicano, domiciliado en esta
ciudad, casado, cédula 37, serie 57;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes del Decreto 4807
de 1959, sobre Alquileres de Casas y Desahucios, 1 y si-
guientes de la ley 1494 de 1947, que instituye la jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa; 13 inciso 2 de la Ley 1486
de 1938, para la representación del Estado; 2 de la ley
3835 de 1954, que agregó el artículo 60 a la ley 1494 y 1,
6 y 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en su memorial de defensa, el em-
plazado Roig propone la caducidad del presente recurso de
casación, porque el recurrente no emplazó, dentro del plazo
de 30 días, al Estado Dominicano, contra quien debió diri-
gir el recurso;

Considerando que según resulta del Decreto 4807 de
1959, la Comisión de Apelación sobre Alquileres de Casas y
Desahucios que él instituye, es un órgano administrativo
del Estado con funciones jurisdiccionales; que, por tanto, en
los recursos que, conforme a la ley 1494, de 1947, se inter-
pongan contra las decisiones de dicha Comisión, el Estado,
como Administración Pública, es la parte demandada; que,
en general, en los recursos contencioso-administrativos, por
su propia naturaleza, el Estado, los Municipios y los Estable-
cimientos Públicos Autónomos, según los casos, tienen que
figurar como partes principales, no siendo posible, en ta-
les recursos, que las partes sean exclusivamente personas
físicas o jurídicas privadas, puesto que dichos recursos no
versan sobre controversias civiles, sino sobre contenciones
administrativas; que,por tales razones,en los recursos de ca-
sación que se interpongan contra las sentencias de la Cáma-
ra de Cuentas en funciones de Tribunal Superior Adminis-
trativo que estatuyan sobre los actos de la referida comi-
sión, el Estado debe ser puesto en causa como parte recu-
rrida, todo, sin perjuicio de que el recurrente ponga en cau-
sa además, a otras personas si por la naturaleza del caso de
que se trate, lo estime así de su interés; que, según resul-
ta de los artículos 13 inciso 2 de la ley 1486 de 1938, para
la representación del Estado en los actos jurídicos y para
la defensa en justicia de sus intereses, y 6 y 7 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, en los recursos de casa-
ción contra el Estado éste debe ser emplazado por notifi-
cación hecha a la Procuraduría General de la República;

Considerando que en la especie, el recurrente no em-
plazó al Estado Dominicano, sino a Gabriel Rodríguez, por
acto de fecha 27 de julio de 1964, que figura en el expedien-
te; que, en tales condiciones, el presente recurso es inadmi-
sible;

Considerando que de conformidad con el 'párrafo V del
artículo 60 de la ley 1494 de 1947, agregádole por la ley
3835 de 1954, en los recursos de casación contra las sen-
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Pascual Santoni, contra la Resolución No. A-3418 de la Co-
misión de Apelación sobre Alquileres de Casas y Desahu-
cios, de fecha 28 de noviembre de 1963, por haber reco-
rrido los dos grados de jurisdicción que acuerda la ley".

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Víc-

tor Manuel Mangual, cédula 18900, serie lra., en el cual se
invocan contra la -:sentencia impugnada, el siguiente medio
de casación: a) Violación por falsa aplicación de los artícu-
los 26 y 27 del Decreto 4807, que reglamenta el Control de
Alquileres de Casas y Desahucio; b) Violación por falsa in-
terpretación del párrafo 2o. del artículo lo. de la ley 1494
que instituye la jurisdicción contenciosa administrativa; c)
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil;

Visto el memorial de defensa notificado al recurrente
el día 31 de agosto de 1964, y suscrito por el Lic. Miguel E.
Noboa Recio, cédula 1491, serie lra., y por el Dr. Alberto
E. Noboa Mejía, cédula 64019, serie lra., abogados del
emplazado Gabriel Roig, dominicano, domiciliado en esta
ciudad, casado, cédula 37, serie 57;

la Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes del Decreto 4807
de 1959, sobre Alquileres de Casas y Desahucios, 1 y si-
guientes de la ley 1494 de 1947, que instituye la jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa; 13 inciso 2 de la Ley 1486
de 1938, para la representación del Estado; 2 de la ley
3835 de 1954, que agregó el artículo 60 a la ley 1494 y 1,
6 y 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en su memorial de defensa, el em-
plazado Roig propone la caducidad del presente recurso de
casación, porque el recurrente no emplazó, dentro del plazo
de 30 días, al Estado Dominicano, contra quien debió diri-
gir el recurso;
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Considerando que según resulta del Decreto 4807 de
1959, la Comisión de Apelación sobre Alquileres de Casas y
Desahucios que él instituye, es un órgano administrativo
del Estado con funciones jurisdiccionales; que, por tanto, en
los recursos que, conforme a la ley 1494, de 1947, se inter-
pongan contra las decisiones de dicha Comisión, el Estado,
corno Administración Pública, es la parte demandada; que,
en general, en los recursos contencioso-administrativos, por
su propia naturaleza, el Estado, los Municipios y los Estable-
cimientos Públicos Autónomos, según los casos, tienen que
figurar como partes principales, no siendo posible, en ta-
les recursos, que las partes sean exclusivamente personas
físicas o jurídicas privadas, puesto que dichos recursos no
versan sobre controversias civiles, sino sobre contenciones
administrativas; que,por tales razones,en los recursos de ca-
sación que se interpongan contra las sentencias de la Cáma-
ra de Cuentas en funciones de Tribunal Superior Adminis-
trativo que estatuyan sobre los actos de la referida comi-
sión, el Estado debe ser puesto en causa como parte recu-
rrida, todo, sin perjuicio de que el recurrente ponga en cau-

II sa además, a otras personas si por la naturaleza del caso de
que se trate, lo estime así de su interés; que, según resul-
ta de los artículos 13 inciso 2 de la ley 1486 de 1938, para
la representación del Estado en los actos jurídicos y para
la defensa en justicia de sus intereses, y 6 y 7 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, en los recursos de casa-
ción contra el Estado éste debe ser emplazado por notifi-
cación hecha a la Procuraduría General de la República;

Considerando que en la especie, el recurrente no em-
plazó al Estado Dominicano, sino a Gabriel Rodríguez, por
acto de fecha 27 de julio de 1964, que figura en el expedien-
te; que, en tales condiciones, el presente recurso es inadmi-ib

Considerando que de conformidad con el párrafo V del
artículo 60 de la ley 1494 de 1947, agregádole por la ley
3835 de 1954, en los recursos de casación contra las sen-
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tencias de la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal
Superior Administrativo, no habrá condenación en costas;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible e] re-
curso de casación interpuesto por Pascual Santoni, contra
la sentencia de fecha 29 de mayo de 1964, de la Cámara
de Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administra-
tivo, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre:
sente fallo; y Segundo: Declara que no ha lugar a la con-
denación en costas pedida por el emplazado, ni por tanto, a
la distracción de las mismas en provecho de sus abogados.

(Firmados) : Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de
San Pedro de Macdrís, de fecha 23 de diciembre de 1963.

m'ateria: Laboral. (Reclamación de prestaciones).

Recurrente: Mecanización Agrícola, C. por A.
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández.

Recurrido: Luis E. Tavares Santelises.
Abogados: Dres. Lupo Hernández Rueda y Pericles Andújar Pi-

mentel.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo, Distrito Nacional, hoy día 17 de marzo de
1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia;

Sobre eI recurso de casación interpuesto por Mecani-
zación Agrícola, C. por A., sociedad comercial agrícola, or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, domiciliada en el Ensanche La Fe, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones de tribunal
de trabajo de segundo grado, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en



330	 BOLETÍN JUDICIAL

tencias de la Cámara de Cuentas, en funciones de Tribunal
Superior Administrativo, no habrá condenación en costas;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Pascual Santoni, contra
la sentencia de fecha 29 de mayo de 1964, de la Cámara
de Cuentas, en funciones de Tribunal Superior Administra-
tivo, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; y Segundo: Declara que no ha lugar a la con-
denación en costas pedida por el emplazado, ni por tanto, a
la distracción de Its mismas en provecho de sus abogados.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de
San Pedro de Macdris, de fecha 23 de diciembre de 1963.

Materia: Laboral. (Reclamación de prestaciones).

Recurrente: Mecanización Agrícola, C. por A.
Abogado: Dr. A. Ballester Hernández.

Recurrido: Luis E. Tavares Santelises.
Abogados: Dres. Lupo Hernández Rueda y Pendes Andújar Pi-

mentel.

Dios, Patria y Libertad.
Renública Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo. Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-

' • tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en

- la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-t, to Domingo, Distrito Nacional, hoy día 17 de marzo de
1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia;

Sobre eI recurso de casación interpuesto por Mecani-
zación Agrícola, C. por A., sociedad comercial agrícola, or-
ganizada de acuerdo con las leyes de la República Domini-
cana, domiciliada en el Ensanche La Fe, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones de tribunal

'Z de trabajo de segundo grado, por el Juzgado de Primera
. 1 Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en
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fecha 23 de diciembre de 1963, y cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Antonio Ballester Hernández, cédula 141,

serie 48, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el Dr. Rafael E. Vásquez M., cédula 28466, serie
54, en representación de los Dres. Lupo Hernández Rueda,
cédula No. 51617, serie 1ra. y Pericles Andújar Pimentel,
cédula 52000, sera lra., abogados del recurrido Luis E. Ta-
vares Santelises, en la lé d̀tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 20 de marzo de 1964, en
el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por los aboga-
dos del recurrido y notificado al abogado de la recurren-
te, el día 20 de mayo de 1964;

Vista la carta que a esta Corte dirigieran los aboga-
dos de la recurrida, la cual no se toma en consideración
porque fue recibida con posterioridad a .la fecha de la au-
diencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 85 y 87 del Código de Traba-
jo, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de la demanda intentada por Luis E. Ta-
vares Santelises, contra su patrono, la Mecanización Agrí-
cola, C. por A., en pago de las prestaciones que le acuerda
la Ley por dimisión injustificada, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 29 de julio de
1959, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara, la rescisión del contrato de trabajo que

BOLETÍN JUDICIAL	 333

existió entre las partes por causa de dimisión injustificada;
segundo: Condena a la Compañía Mecanización Agrícola,
C. por A., a pagarle al señor Luis E. Tavárez Santelises
las sumas de: RD$231.28 (Doscientos treinta y un pesos
con veintiocho centavos) y RD$43.86 (Cuarenta y tres pe-

..os con ochenta y seis centavos), por concepto de salarios
adeudados; Tercero: Compensa, los costos entre las par-
tes";tes"; b) que contra la aludida decisión recurrió en apela-
ción principal, en fecha 18 de agosto de 1959, Luis E. Ta-
vares Santelises, e incidentalmente la Mecanización Agrí-
cola, C. por A.; c) que sobre dichos recursos la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional dictó, en fecha 27 de mayo de 1960, la senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge,
tanto en la forma como en el fondo, los recursos de apela-
ción principal e incidental interpuestos por el trabajador

¡mol Luis E. Tavares Santelises y la Mecanización Agrícola,
C. por A., respectivamente, contra sentencia del Juzgado

-- - de Paz de Trabajo de este - Distrito Nacional, de fecha 29
de julio del 1959, dictada parcialmente en favor de Meca-
nización Agrícola, C. por A., y, en consecuencia revoca in-

<
1,tegramente dicha sentencia atacada; Segundo: Declara jus-
t tificada la dimisión ejercida por el trabajador Luis E. Ta-e,
vares S. y, consiguientemente, condena a Mecanización
Agrícola, C. por A., a pagarle al mencionado trabajador las
siguientes prestaciones: veinticuatro (24) días por auxilio
de cesantía; doce (12) días por vacaciones no disfrutadas

" y noventa (90) días por concepto de la indemnización pre-
vista en el ordinal 3o. del artículo 84 del Código de Traba-
jo; todo a razón de RD$15.13 promedio diario, según se ha
expuesto; Tercero: Condena a la Mecanización Agrícola, C.
por A., al pago de los intereses legales de las sumas resul-
tantes; Cuarto; Condena a Mecanización Agrícola, C. por
A., parte sucumbiente en cuanto al recurso principal al pa-
go de las costas del procedimiento, tan sólo en cincuenta
Por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Código de
Trabajo, y 52 modificado de la Ley No. 637, sobre contra-



332	 BOLETÍN JUDICIAL

fecha 23 de diciembre de 1963, y cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Antonio Ballester Hernández, cédula 141,

serie 48, abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el Dr. Rafael E. Vásquez M., cédula 28466, serie
54, en representación de los Dres. Lupo Hernández Rueda,
cédula No. 51617, serie lra. y Pericles Andújar Pimentel,
cédula 52000, serie 1ra., abogados del recurrido Luis E. Ta-
vares Santelises, en la le Cura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la recurrente y depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia el día 20 de marzo de 1964, en
el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa suscrito por los aboga-
dos del recurrido y notificado al abogado de la recurren-
te, el día 20 de mayo de 1964;

Vista la carta que a esta Corte dirigieran los aboga-
dos de la recurrida, la cual no se toma en consideración
porque fue recibida con posterioridad a la fecha de la au-
diencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 85 y 87 del Código de Traba-
jo, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de la demanda intentada por Luis E. Ta-
vares Santelises, contra su patrono, la Mecanización Agrí-
cola, C. por A., en pago de las prestaciones que le acuerda
la Ley por dimisión injustificada, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 29 de julio de
1959, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara, la rescisión del contrato de trabajo que
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sintió entre las partes por causa de dimisión injustificada;
-.1 .gundo: Condena a la Compañía Mecanización Agrícola,

por A., a pagarle al señor Luis E. Tavárez Santelises
is sumas de: RD$231.28 (Doscientos treinta y un pesos
(in veintiocho centavos) y RD$43.86 (Cuarenta y tres pe-
, (s con ochenta y seis centavos), por concepto de salarios
(leudados; Tercero: Compensa, los costos entre las par-

tes"; b) que contra la aludida decisión recurrió en apela-
ción principal, en fecha 18 de agosto de 1959, Luis E. Ta-
vares Santelises, e incidentalmente la Mecanización Agrí-
cola, C. por A.; c) que sobre dichos recursos la Cámara

1 de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional dictó, en fecha 27 de mayo de 1960, la senten-
cia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Acoge,
tanto en la forma como en el fondo, los recursos de apela-
ción principal e incidental interpuestos por el trabajador

\ Luis E. Tavares Santelises y la Mecanización Agrícola,
C. por A., respectivamente, contra sentencia del Juzgado

1 de Paz de Trabajo de este Distrito Nacional, de fecha 29
' de julio del 1959, dictada parcialmente en favor de Meca-

(lización Agrícola, C. por A., y, en consecuencia revoca ín-
tegramente dicha sentencia atacada; Segundo: Declara jus-
tificada la dimisión ejercida por el trabajador Luis E. Ta-
vares S. y, consiguientemente, condena a Mecanización
Agrícola, C. por A., a pagarle al mencionado trabajador-las
siguientes prestaciones: veinticuatro (24) días por auxilio
de cesantía; doce (12) días por vacaciones no disfrutadas
y noventa (90) días por concepto de la indemnización pre-
vista en el ordinal 3o. del artículo 84 del Código de Traba-
jo; todo a razón de RDS15.13 promedio diario, según se ha
expuesto; Tercero: Condena a la Mecanización Agrícola, C.
por A., al pago de los intereses legales de las sumas resul-
tantes; Cuarto; Condena a Mecanización Agrícola, C. por
A., parte sucumbiente en cuanto al recurso principal al pa-
go de las costas del procedimiento, tan sólo en cincuenta
Por ciento, de acuerdo con los artículos 691 del Código de
Trabajo, y 52 modificado de la Ley No. 637, sobre contra-
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tos de trabajo, vigente, ordenándose su distracción en pro-
vecho de los Dres. Lupo Hernández Rueda y Pericles An_
dújar Pimentel abogados del trabajador litigante, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto:
Condena .Condena al trabajador Luis E. Tavares Santelises, paf
sucumbiente en cuanto al recurso incidental, al pago de
las costas, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuer-
do con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52 modifi-
cado de la Ley No. 637, sobre contratos de trabajo vigen-
te; ordenándose,, su distracción en provecho del Dr. A.
Ballester Hernández, abogado de la Compañía intimada,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; d) que
recurrida en casación dicha sentencia por Mecanización
Agrícola, C. por A., la Suprema Corte de Justicia dictó en
fecha 13 de febrero de 1961, sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Casa la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 27 de mayo de 1960, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo y envía
el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las
costas"; y, e) que el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal, apoderado del asunto dictó -
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero:
Acoge, tanto en la forma como en el fondo los recursos de
apelación principal e incidental interpuestos por el trabaja-
dor Luis E. Tavárez Santelises y la Mecanización Agríco-
la, C. por A., respectivamente, contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 29 de
julio de 1959, dictada parcialmente en favor de la Mecani-
zación Agrícola, C. por A., y en consecuencia, revoca ínte-
gramente dicha sentencia atacada; Segundo: Declara justi-
ficada la dimisión ejercida por el trabajador Luis E. Tavá-
rez Santelises y consiguientemente, condena a Mecaniza- •
ción Agrícola, C. por A., a pagarle al mencionado trabaja-
dor las siguientes prestaciones; Veinticuatro días por pre-

aviso, cuarenticinco días (45) por auxilio de cesantía; doce
(12) días por concepto de vacaciones no disfrutadas y no-
venta días (90) por concepto de la indemnización prevista
en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo;
todo a razón de RD$15.13, promedio diario, según se ha
expuesto; Tercero: Condena a Mecanización Agrícola, C.
por A., al pago de los intereses legales de las sumas resul-
tantes; Cuarto: Condena a Mecanización Agrícola, C. por
A., parte sucumbiente en cuanto al recurso principal, al
pago de las costas, tan sólo en un cincuenta por ciento de
acuerdo con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52
Mod. de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajo, vigen-
te, ordenándose su distracción en provecho de los Dres.
Lupo Hernández Rueda y Pericles Andújar Pimentel, abo-
gados del trabajador litigante, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Quinto: Condena al trabaja-
dor Luis E. Tavares Santelises, parte sucumbiente en cuan-
to al recurso incidental, al pago de las costas, tan sólo en
un cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691
del Código de Trabajo y 52 Mod. de la Ley No. 637 sobre
contratos de trabajo vigente, ordenándose su distracción en
provecho del Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la
compañía intimada, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad"; f) que sobre el recurso de casación interpues-
to por la Compañía, la Suprema Corte de Justicia, dictó en
fecha 7 de diciembre de 1962, una sentencia cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "Por tales motivos, Primero: Casa la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 24 de noviem-
bre de 1961, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado,
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corís como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Se-
gundo: Compensa las costas"; g) que dicho Juzgado, apo-
derado del asunto, dictó en fecha 4 de febrero de 1963, una



tos de trabajo, vigente, ordenándose su distracción en pro_
vecho de los Dres. Lupo Hernández Rueda y Perides
dújar Pimentel abogados del trabajador litigante, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte; Quinto:
Condena al trabajador Luis E. Tavares Santelises, parte
sucumbiente en cuanto al recurso incidental, al pago de
las costas, tan sólo en un cincuenta por ciento, de acuer-
do con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52 modifi-
cado de la Ley No. 637, sobre contratos de trabajo vigen-
te; ordenándose. ,su distracción en provecho del Dr. A
Ballester Hernández, abogado de la Compañía intimada,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; d) que
recurrida en casación dicha sentencia por Mecanización
Agrícola, C. por A., la Suprema Corte de Justicia dictó en
fecha 13 de febrero de 1961, sentencia con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Casa la sentencia dictada por la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha 27 de mayo de 1960, cuyo dis-
positivo se copia en otro lugar del presente fallo y envía
el asunto por ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal; Segundo: Compensa las
costas"; y, e) que el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Cristóbal, apoderado del asunto dictó ;
una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: -;
Acoge, tanto en la forma como en el fondo los recursos de 7
apelación principal e incidental interpuestos por el trabaja-
dor Luis E. Tavárez Santelises y la Mecanización Agríco-
la, C. por A., respectivamente, contra sentencia del Juzga-
do de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 29 de
julio de 1959, dictada parcialmente en favor de la Mecani-
zación Agrícola, C. por A., y en consecuencia, revoca ínte-
gramente dicha sentencia atacada; Segundo: Declara justi-
ficada la dimisión ejercida por el trabajador Luis E. Tavá-
rez Santelises y consiguientemente, condena a Mecaniza-
ción Agrícola, C. por A., a pagarle al mencionado trabaja-
dor las siguientes prestaciones; Veinticuatro días por pre-

lot--aviso, cuarenticinco días (45) por auxilio de cesantía; doce
2) días por concepto de vacaciones no disfrutadas y no-

ma, venta días (90) por concepto de la indemnización prevista
en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo;
todo a razón de RD$15.13, promedio diario, según se ha
expuesto; Tercero: Condena a Mecanización Agrícola, C.
por A., al pago de los intereses legales de las sumas resul-
tantes; Cuarto: Condena a Mecanización Agrícola, C. por
A., parte sucumbiente en cuanto al recurso principal, al
pago de las costas, tan sólo en un cincuenta por ciento de
acuerdo con los artículos 691 del Código de Trabajo y 52
Mod. de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajo, vigen-
te, ordenándose su distracción en provecho de los Dres.
Lupo Hernández Rueda y Pendes Andújar Pimentel, abo-
gados del trabajador litigante, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte; Quinto: Condena al trabaja-
dor Luis E. Tavares Santelises, parte sucumbiente en cuan-
to al recurso incidental, al pago de las costas, tan sólo en
un cincuenta por ciento, de acuerdo con los artículos 691
del Código de Trabajo y 52 Mod. de la Ley No. 637 sobre
contratos de trabajo vigente, ordenándose su distracción en
provecho del Dr. A. Ballester Hernández, abogado de la
compañía intimada, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad"; f) que sobre el recurso de casación interpues-
to por la Compañía, la Suprema Corte de Justicia, dictó en
fecha 7 de diciembre de 1962, una sentencia cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "Por tales motivos, Primero: Casa la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 24 de noviem-
bre de 1961, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado.
cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Ma-
corís como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado; Se-
gundo: Compensa las costas"; g) que dicho Juzgado, apo-
derado del asunto, dictó en fecha 4 de febrero de 1963, una
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sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Que debe declarar, como en efecto declara, regular y váli-
do, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el señor Luis Emilio Tavares Santelises, contra
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional de fecha veinte y siete del mes de mayo del año
mil novecientos sesenta y la sentencia dictada por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal, de fecha veinte y cuatro del mes de noviembre del
año mil novecientos sesenta y uno, como Tribunales de Tra-
bajo de Segundo 'l rado,,envío de la Suprema Corte de Jus-
ticia, según su sentencia de fecha 7 de diciembre de 1962;
Segundo: Que debe ordenar, como en efecto ordena, que la
parte intimante, la Mecanización Agrícola, C. por A., prue-
be mediante la información testimonial correspondiente
Primero: que aporte la prueba de aquellos puntos sobre los
cuales la Suprema Corte de Justicia ha casado en más de
una vez las sentencias rendidas por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, de fecha 27 de mayo de 1960 y la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 24 de noviem-
bre de 1961, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado;
Segundo: Reservando las costas para fallarlas conjunta-
mente con el fondo; Tercero: Que debe suspender, como en
efecto suspende la decisión en cuanto al fondo, hasta que
las medidas de instrucción que se ordenan por esta misma
sentencia hayan sido realizadas; Cuarto: Que debe fijar co-
mo en efecto fija, la audiencia pública que celebrará este tri-
bunal, en sus atribuciones de tribunal de trabajo de Segun-
do Grado, para el día y hora en que la parte intimante, o
la más diligente lo considere pertinente; Quinto: Que debe
reservar, como en efecto reserva, las costas causadas, para
decidirlas conjuntamente con el fondo de la presente instan-
cia de que se trata"; h) que después de realizadas las me-
didas de instrucción ordenadas, el indicado Juzgado dictó
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-

guiente: -Falla: Primero: Acoge, tanto en la forma corno
en el fondo los recursos de apelación principal e incidental
interpuestos por el trabajador Luis Emilio Tavares Sante-
lises y la Mecanización Agrícola, C. por A., respectivamen-
te, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fecha 29 de julio de 1959, dictada par-
cialmente en favor de Mecanización Agrícola, C. por A., y
en consecuencia, revoca íntegramente dicha sentencia ata-

: cada; Segundo: Declara justificada la dimisión ejercida por
el trabajador Luis Emilio Tavares Santelises y consiguien-
temente, condena a Mecanización Agrícola, C. por A., a pa-
garle al mencionado trabajador las siguientes prestaciones:
veinticuatro (24) días por preaviso; cuarenticinco (45)
días por auxilio de cesantía; doce (12) días por concepto
de vacaciones no disfrutadas y noventa (90) días por con-

/ repto de la indemnización prevista en el ordinal 3ro. del
artículo 84 del Código de Trabajo; todo a razón de RD$-
15.13, promedio diario, según se ha expuesto; Tercero:
Condena a Mecanización Agrícola, C. por A., al pago de los
intereses legales de las sumas resultantes; Cuarto: Conde-
na a Mecanización Agrícola, C. por A., parte sucumbiente
en cuanto al recurso principal, al pago de las costas, tan
sólo en un cincuenta por ciento de acuerdo con los artícu-
los 691 del Código de Trabajo y 52-Mod. de la Ley 637 so-
bre contratos de trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho de los doctores Lupo Hernández Rueda y
Pericles Andújar Pimentel, abogados del trabajador liti-
gante, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor

,t parte; Quinto: Condena al trabajador Luis Emilio Tavares
Santelises, parte sucumbiente en cuanto al recurso inciden-

' tal, al pago de las costas, tan sólo en un cincuenta por cien-
to, de acuerdo con los artículos 691 del Código de Trabajo
y 52-Mod. de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajo
vigente; ordenándose su distracción en provecho del Dr. A.

" Ballester Hernández, abogado de la compañía intimada,
liquien afirma haberlas avanzado en su totalidad".



sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Que debe declarar, como en efecto declara, regular y váli-
do, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
puesto por el señor Luis Emilio Tavares Santelises, contra
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional de fecha veinte y siete del mes de mayo del año
mil novecientos sesenta y la sentencia dictada por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cris-
tóbal, de fecha veinte y cuatro del mes de noviembre del
año mil novecientos sesenta y uno, como Tribunales de Tra-
bajo de Segundo trado,,envío de la Suprema Corte de Jus-
ticia, según su sentencia de fecha 7 de diciembre de 1962;
Segundo: Que debe ordenar, como en efecto ordena, que la
parte intimante, la Mecanización Agrícola, C. por A., prue-
be mediante la información testimonial correspondiente
Primero: que aporte la prueba de aquellos puntos sobre los
cuales la Suprema Corte de Justicia ha casado en más de
una vez las sentencias rendidas por la Cámara de Trabajo
del Distrito Nacional, de fecha 27 de mayo de 1960 y la
sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal, de fecha 24 de noviem-
bre de 1961, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado;
Segundo: Reservando las costas para fallarlas conjunta-
mente con el fondo; Tercero: Que debe suspender, como en
efecto suspende la decisión en cuanto al fondo, basta que
las medidas de instrucción que se ordenan por esta misma
sentencia hayan sido realizadas; Cuarto: Que debe fijar co-
mo en efecto fija, la audiencia pública que celebrará este tri-
bunal, en sus atribuciones de tribunal de trabajo de Segun-
do Grado, para el día y hora en que la parte intimante, o
la más diligente lo considere pertinente; Quinto: Que debe
reservar, como en efecto reserva, las costas causadas, para
decidirlas conjuntamente con el fondo de la presente instan-
cia de que se trata"; h) que después de realizadas las me-
didas de instrucción ordenadas, el indicado Juzgado dictó
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-

guiente: "Falla: Primero: Acoge, tanto en la forma como
en el fondo los recursos de apelación principal e incidental
interpuestos por el trabajador Luis Emilio Tavares Sante-
lises y la Mecanización Agrícola, C. por A., respectivamen-
te, contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, de fecha 29 de julio de 1959, dictada par-
cialmente en favor de Mecanización Agrícola, C. por A., y
en consecuencia, revoca íntegramente dicha sentencia ata-

* cada; Segundo: Declara justificada la dimisión ejercida por
el trabajador Luis Emilio Tavares Santelises y consiguien-
temente, condena a Mecanización Agrícola, C. por A., a pa-
garle al mencionado trabajador las siguientes prestaciones:
veinticuatro (24) días por preaviso; cuarenticinco (45)

LL

días por auxilio de cesantía; doce (12) días por concepto
de vacaciones no disfrutadas y noventa (90) días por con-
cepto de la indemnización prevista en el ordinal 3ro. del
artículo 84 del Código de Trabajo; todo a razón de RD$-
15.13, promedio diario, según se ha expuesto; Tercero:
Condena a Mecanización Agrícola, C. por A., al pago de los
Intereses legales de las sumas resultantes; Cuarto: Conde-
na a Mecanización Agrícola, C. por A., parte sucumbiente
en cuanto al recurso principal, al pago de las costas, tan
sólo en un cincuenta por ciento de acuerdo con los artícu-
los 691 del Código de Trabajo y 52-Mod. de la Ley 637 so-
bre contratos de trabajo, vigente, ordenándose su distrac-
ción en provecho de los doctores Lupo Hernández Rueda y
Pericles Andújar Pimentel, abogados del trabajador liti-
gante, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte; Quinto: Condena al trabajador Luis Emilio Tavares
Santelises, parte sucumbiente en cuanto al recurso inciden-

' tal, al pago de las costas, tan sólo en un cincuenta por den-
l o, de acuerdo con los artículos 691 del Código de Trabajo
y 52-Mod. de la Ley No. 637 sobre contratos de trabajo
vigente; ordenándose su distracción en provecho del Dr. A.
Ballester Hernández, abogado de la compañía intimada,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad".

336	 BOLETfN JUDICIAL
BOLETÍN JUDICIAL	 337



338	 BOLETÍN JUDICIAL

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil. Falta de base legal. Con-
tradicción de motivos. Violación del artículo 87 del Código
de Trabajo y falsa aplicación del Reglamento 8015 de 1952;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación reunidos, la recurrente alega en síntesis: i
a) que el juez a-quo admitió la demanda del trabajador ];
fundándose exclusivamente en la declaración de Tácito Ro-
driguez sin ponderar, como era su deber, los siguientes do-
cumentos: la carta de dimisión del trabajador; la querella,
el acta de no conciliación, las declaraciones del trabajador
y las del testigo Blas Gutiérrez; que de estos documentos
no resulta la prueba de que el trabajador ganaba 500 pe-
sos  mensuales, trabajara o no trabajara, como afirmó el '',.,
testigo Rodríguez; que el salario de dicho trabajador era
de 4 centavos por tarea y su monto dependía de la labor
realizada; b) que el Juez a-que después de establecer que ,'i
el salario mínimo convenido del trabajador era de 500 pe- ,
sos mensuales, hizo suyos los motivos dados por las sen-
tencias	

..
 ya casadas, en que constaban que dicho trabajador

ganaba un promedio de RD$15.13 diariamente, lo que evi-
dencia motivos contradictorios, porque si ganaba RD$500
mensuales, el promedio diario es de RD$15.66 y no RD$-
15.13, como fue admitido por el Juez a-quo para hacer los
cálculos de conformidad con el Reglamento 8015; e) que en
la sentencia impugnada se afirma que el alegato de la re-
currente, relativo a la caducidad de la acción del trabaja-
dor, es un reconocimiento implícito de los hechos invoca-
dos por éste y probados por documentos y testigos idó-
neos; que sin embargo, en ningún momento de esta litis la
recurrente ha admitido los hechos alegados por el trabaja-
dor, los cuales tampoco ha probado éste por ningún medio;
d) que en la sentencia del Tribunal de San Cristóbal, cuyos
motivos adoptó el juez a-quo, se precisa que la pretendida
reducción de salario se inició en el mes de enero de 1959,
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sin establecer el estado de falta sucesiva a cargo del pa-
trono; que como el trabajador no trabajó durante el mes
de marzo de ese mismo año, el último salario recibido por
él fue el correspondiente al mes de febrero de 1959; que se-
gún el artículo 87 del Código de Trabajo, el derecho a dimi-
tir caduca a los 15 días de la fecha en que se inicia la cau-
sa que lo ha generado; que como el trabajador invocó ese
derecho después de ese plazo, su acción estaba caduca; e)
que en la sentencia impugnada se condena a la recurrente
al pago en favor del trabajador, de los intereses legales co-k!
rrespondientes a las sumas acordadas por concepto de au-
xilio de cesantía, preaviso, y las indemnizaciones previstas
en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo,
cuando la ley no permite el pago de esos intereses; que co-

mo consecuencia de todo lo anteriormente expuesto, sostie-
ne la recurrente, que la sentencia impugnada debe ser casa-
da por los vicios y violaciones denunciadas;

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente el valor de las deposiciones de los testigos, y sus
decisiones al respecto escapan al control de la casación, a
menos que incurran en desnaturalización;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
(le manifiesto que el juez a-quo para admitir que el salario
del trabajador Tavares era de RD$500 mensuales y que por
tanto la dimisión de éste era justificada, se fundó no sola-
mente en la declaración del testigo Rodríguez a que se re-
fiere la recurrente, sino también en otros elementos de
prueba aportados en la instrucción de la causa; que la cir-
cunstancia de que el juez a-quo le diera crédito a lo expues-
to por el indicado testigo, no puede ser objeto de crítica de
Parte de la Suprema Corte de Justicia, especialmente si se
tiene en cuenta que la recurrente, además de que no ha in-
vocado desnaturalización alguna de ese testimonio, no im-
pugnó la sentencia que ordenó la información testimonia],
ni presentó tacha alguna contra ese testigo, ni hizo uso del
derecho al contrainformativo para tratar de establecer lo
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Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Violación del artículo 141
del Código de Procedimiento Civil. Falta de base legal. Con-
tradicción de motivos. Violación del artículo 87 del Código
de Trabajo y falsa aplicación del Reglamento 8015 de 1952;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus me-
dios de casación reunidos, la recurrente alega en síntesis:
a) que el juez a-quo admitió la demanda del trabajador
fundándose exclusivamente en la declaración de Tácito Ro-
dríguez sin ponderar, como era su deber, los siguientes do-
cumentos: la carta de dimisión del trabajador; la querella,
el acta de no conciliación, las declaraciones del trabajador
y las del testigo Blas Gutiérrez; que de estos documentos
no resulta la prueba de que el trabajador ganaba 500 pe-
sos mensuales, trabajara o no trabajara, como afirmó el
testigo Rodríguez; que el salario de dicho trabajador era
de 4 centavos por tarea y su monto dependía de la labor
realizada; b) que el Juez a-quo después de establecer que
el salario mínimo convenido del trabajador era de 500 pe-
sos mensuales, hizo suyos los motivos dados por las sen-
tencias ya casadas, en que constaban que dicho trabajador
ganaba un promedio de RD$15.13 diariamente, lo que evi-
dencia motivos contradictorios, porque si ganaba RD$500
mensuales, el promedio diario es de RD$15.66 y no RD$-
15.13, como fue admitido por el Juez a-quo para hacer los
cálculos de conformidad con el Reglamento 8015; e) que en
la sentencia impugnada se afirma que el alegato de la re-
currente, relativo a la caducidad de la acción del trabaja-
dor, es un reconocimiento implícito de los hechos invoca-
dos por éste y probados por documentos y testigos idó-
neos; que sin embargo, en ningún momento de esta litis la
recurrente ha admitido los hechos alegados por el trabaja-
dor, los cuales tampoco ha probado éste por ningún medio;
d) que en la sentencia del Tribunal de San Cristóbal, cuyos
motivos adoptó el juez a-quo, se precisa que la pretendida
reducción de salario se inició en el mes de enero de 1959,

sin establecer el estado de falta sucesiva a cargo del pa-
trono; que como el trabajador no trabajó durante el mes
de marzo de ese mismo año, el último salario recibido por
él fue el correspondiente al mes de febrero de 1959; que se-
gún el artículo 87 del Código de Trabajo, el derecho a dimi-
tir caduca a los 15 días de la fecha en que se inicia la cau-
sa que lo ha generado; que como el trabajador invocó ese
derecho después de ese plazo, su acción estaba caduca; e)
que en la sentencia impugnada se condena a la recurrente
al pago en favor del trabajador, de los intereses legales co-
rrespondientes a las sumas acordadas por concepto de au-
xilio de cesantía, preaviso, y las indemnizaciones previstas
en el ordinal 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo,
cuando la ley no permite el pago de esos intereses; que co-
mo consecuencia de todo lo anteriormente expuesto, sostie-
ne la recurrente, que la sentencia impugnada debe ser casa-
da por los vicios y violaciones denunciadas;

Considerando que los jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente el valor de las deposiciones de los testigos, y sus
decisiones al respecto escapan al control de la casación, a
menos que incurran en desnaturalización;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que el juez a-quo para admitir que el salario
del trabajador Tavares era de RD$500 mensuales y que por
tanto la dimisión de éste era justificada, se fundó no sola-
mente en la declaración del testigo Rodríguez a que se re-
fiere la recurrente, sino también en otros elementos de
prueba aportados en la instrucción de la causa; que la cir-
cunstancia de que el juez a-quo le diera crédito a lo expues-
to por el indicado testigo, no puede ser objeto de crítica de
parte de la Suprema Corte de Justicia, especialmente si se
tiene en cuenta que la recurrente, además de que no ha in-
vocado desnaturalización alguna de ese testimonio, no im-
pugnó la sentencia que ordenó la información testimonial,
ni presentó tacha alguna contra ese testigo, ni hizo uso del
derecho ál contrainformativo para tratar de establecer lo
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tancia s de la litis que ha permitido a esta Corte verificar
que en la especie se ha aplicado correctamente la ley; que,
por consiguiente, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que conforme al artículo 131 del Código
de Procedimiento Civil, aplicable en casación, procede la
compensac ión de las costas cuando las partes ganen y su-
cumban en algunos puntos;

Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión
y sin envío, el ordinal Tercero de la sentencia dictada como
.Tribunal de Trabajo de Segundo Grado en fecha 23 de di-
ciembre de 1963, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo
se ha copiado en otro lugar del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Mecaniza-
ción Agrícola, C. por A., contra la referida sentencia, en
los demás aspectos; y, Tercero: Compensa las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-!
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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contrario; que, asimismo, en el fallo impugnado consta que
el juez a-quo rechazó la caducidad de la acción del traba-
jador propuesta por el patrono, exponiendo en dicho fallo,
que "la reducción del salario sin causa justa constituye un
estado de falta sucesivo, continuo, que genera continua-
mente, a medida que se cumple la obligación de pagar el
salario completo y éste no se paga debidamente"; que como
quedó establecido que se produjo esa reducción durante los
meses de enero, febrero y marzo de 1959 y la querella fue
presentada el 2 de abril de ese mismo año, la acción del
trabajador para dimitir por esa causa, no había caducado;'

Considerando en cuanto al alegato señalado con la le-
tra b, que como el promedio diario de RD$15.13, admitido
por el juez a-quo es inferior al de RD$15.66 que le corres-
pondería al trabajador, tal alegato resulta sin interés para
la recurrente, por lo cual debe ser desestimado;

Considerando en cuanto al alegato señalado con la le- 4
.tra e) que, ciertamente, en el ordinal Tercero del fallo im-

pugnado se condena a la recurrente al pago de los "intere-
ses legales de las sumas resultantes" del preaviso, del auxi- _11
lío de cesantía, de las vacaciones y de la indemnización pre- 4-
vista en el ordinal 3o. del artículo 84 del Código de Trabajo;

Considerando que en los casos de despido injustifica-
do de trabajadores por el patrono o de dimisión justifica-
da de aquellos, las prestaciones a que puede ser condenado
el patrono, están taxativamente limitadas por el Código	 )-

1
de Trabajo; que, por tanto, el Juez a-quo al pronunciar la
condenación al pago de los intereses a que se ha hecho re-
ferencia, ha cometido una violación del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo; que, tratándose de una obvia cuestión de
derecho cuyo efecto no depende de ninguna comprobación
de hecho, procede en este punto una casación sin envío;

Considerando, finalmente, que el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que ella contiene motivos sufi-
cientes, pertinentes y congruentes que justifican su dispo-
sitivo, y una exposición completa de los hechos y circuns-
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contrario; que, asimismo, en el fallo impugnado consta que
el juez a-quo rechazó la caducidad de la acción del traba-
jador propuesta por el patrono, exponiendo en dicho fallo,
que "la reducción del salario sin causa justa constituye un
estado de falta sucesivo, continuo, que genera continua-
mente, a medida que se cumple la obligación de pagar el
salario completo y éste no se paga debidamente"; que como
quedó establecido que se produjo esa reducción durante los
meses de enero, febrero y marzo de 1959 y la querella fue
presentada el 2 de abril de ese mismo año, la acción del
trabajador para dimitir por esa causa, no había caducado;'

Considerando en cuanto al alegato señalado con la le-
tra b, que como el promedio diario de RD$15.13, admitido
por el juez a-quo es inferior al de RD$15.66 que le corres-
pondería al trabajador, tal alegato resulta sin interés para
la recurrente, por lo cual debe ser desestimado;

Considerando en cuanto al alegato señalado con la le-
tra e) que, ciertamente, en el ordinal Tercero del fallo im-
pugnado se condena a la recurrente al pago de los "intere-
ses legales de las sumas resultantes" del preaviso, del auxi-
lio de cesantía, de las vacaciones y de la indemnización pre-
vista en el ordinal 3o. del artículo 84 del Código de Trabajo;

Considerando que en los casos de despido injustifica-
do de trabajadores por el patrono o de dimisión justifica-
da de aquellos, las prestaciones a que puede ser condenado
el patrono, están taxativamente limitadas por el Código
de Trabajo; que, por tanto, el Juez a-quo al pronunciar la
condenación al pago de los intereses a que se ha hecho re-
ferencia, ha cometido una violación del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo; que, tratándose de una obvia cuestión de
derecho cuyo efecto no depende de ninguna comprobación
de hecho, procede en este punto una casación sin envío;

Considerando, finalmente, que el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que ella contiene motivos sufi-
cientes, pertinentes y congruentes que justifican su dispo-
sitivo, y una exposición completa de los hechos y circuns-
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tancias de la litis que ha permitido a esta Corte verificar
que en la especie se ha aplicado correctamente la ley; que,
por consiguiente, los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que conforme al artículo 131 del Código
de Procedimiento Civil, aplicable en casación, procede la
compensac ión de las costas cuando las partes ganen y su-

cumban en algunos puntos;
Por tales motivos, Primero: Casa por vía de supresión

v sin envío, el ordinal Tercero de la sentencia dictada como
Tribunal de Trabajo de Segundo Grado en fecha 23 de di-
ciembre de 1963, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo
se ha copiado en otro lugar del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Mecaniza-
ción Agrícola, C. por A., contra la referida sentencia, en
los demás aspectos; y, Tercero: Compensa las costas.

(Firmados) : Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Albur-
querque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

1'



342
	

BOLETÍN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 24 de febrero de 1964.

Materia: Trabajo.

Recurrente: Manuel de Js. Hernández Contín.
Abogados: Dres. Vicente Pérez Perdomd y Juan Luperón Vásquez,

representados por el Dr. Manuel de Js. Morales H.	 A

Recurrido: Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A.
Abogado: Dr. Jazem Draiby.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Sa-
viñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Roge-
lio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, Distrito Nacional, hoy día 17 de marzo de 1965, años
122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de
Jesús Hernández Contín, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, domiciliado y residente en la casa No. 147 de la ca-
lle "Barahona" de esta ciudad, cédula 34178, serie 1ra., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
24 de febrero de 1964, en sus atribuciones de Tribunal de
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Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Doctor Manuel de Jesús Morales H., cédula

63120, serie 1ra., en representación de los Doctores Vicen-
te Pérez Perdomo, cédula 8888, serie 22, y Juan Luperón
Vásquez, cédula 24229, serie 18, abogados del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Lic. Jazem Draiby, cédula No. 54586, serie
lra., abogado de la compañía recurrida, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 15 de junio de
1964, suscrito por los abogados del recurrente;

Visto el memorial de ampliación de fecha 4 de septiem-
bre de 1964, suscrito por dichos abogados;

Visto el memorial de defensa de fecha 18 de julio del
año 1964, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda laboral intentada por Manuel de Jesús
Hernández Contín contra Productos Químicos y Farmacéu-
ticos, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito_
Nacional, dictó en fecha 6 de septiembre de 1963, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Re-
chaza, la demanda interpuesta por el señor Manuel de Je-
sús Hernández Contín, en contra de Productos Químicos y
Farmacéuticos, C. por A., por los motivos antes expuestos;
Segundo: Condena, a la parte que sucumbe al pago de las
costas"; b) que sobre el recurso de apelación, interpuesto
por Manuel de Jesús Hernández Contín, contra dicha sen-_
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Recurrente: Manuel de Js. Hernández Contín.
Abogados: Dres. Vicente Pérez Perdomd y Juan Luperón Vásquez,

representados por el Dr. Manuel de Js. Morales H.

Recurrido:  Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A.
Abogado: Dr. Jazem Draiby.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 24 de febrero de 1964.

Materia: Trabajo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael Richiez Sa-
viñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Roge-
lio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, Distrito Nacional, hoy día 17 de marzo de 1965, años
122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel de
Jesús Hernández Contín, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, domiciliado y residente en la casa No. 147 de la ca-
lle "Barahona" de esta ciudad, cédula 34178, serie ira., con-
tra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
24 de febrero de 1964, en sus atribuciones de Tribunal de

Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Doctor Manuel de Jesús Morales H., cédula

0120, serie lra., en representación de los Doctores Vicen-
te Pérez Perdomo, cédula 8888, serie 22, y Juan Luperón
Vásquez, cédula 24229, serie 18, abogados del recurrente,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Lic. Jazem Draiby, cédula No. 54586, serie
lra., abogado de la compañía recurrida, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 15 de junio de
1964, suscrito por los abogados del recurrente;

Visto el memorial de ampliación de fecha. 4 de septiem-
bre de 1964, suscrito por dichos abogados;

Visto el memorial de defensa de fecha 18 de julio del
año 1964, suscrito por el abogado de la recurrida;

La Suprema Corte de Justieia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil, 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda laboral intentada por Manuel de Jesús
Hernández Contín contra Productos Químicos y Farmacéu-
ticos, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito,
Nacional, dictó en fecha 6 de septiembre de 1963, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Re-
chaza, la demanda interpuesta por el señor Manuel de Je-
sús Hernández Contín, en contra de Productos Químicos y
Farmacéuticos, C. por A., por los motivos antes expuestos;
Segundo: Condena, a la parte que sucumbe al pago de las
costas"; b) que sobre el recurso de apelación, interpuesto
por Manuel de Jesús Hernández Contín, contra dicha sen-
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tencia, intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el presente recurso de apelación
interpuesto por Manuel de Jesús Hernández Contín, con-
tra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 6 de septiembre de 1963, dictada en fa-
vor de Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., cu-
yo dispositivo ha sido copiado más arriba de esta misma
sentencia; Segundo: Relativamente al fondo, rechaza dicho
recurso de alzada y, en consecuencia confirma en todas sus
partes la sentencia impugnada; Tercero: Condena a Manuel
de Jesús Hernández Contín, parte sucumbiente al pago de
las costas del procedimiento, tan sólo en un cincuenta por
ciento de conformidad con los artículos 691 del Código de
Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637, sobre Contratos de
Trabajo vigente";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación por descono-
cimiento e inaplicación del artículo 77 del Código de Tra-
bajo. Violación por desconocimiento e inaplicación del Pá-
rrafo 110. del artículo 78 del Código de Trabajo. Violación
del artículo 1315 del Código Civil y de los artículos 83 y 84
del Código de Trabajo. Falta de base legal; Segundo Medio:
Falta, carencia o insuficiencia de motivos. Desnaturaliza-
ción de los hechos y circunstancias de la causa. Falta de
base legal. Violación de los artículos 1, 2, 6, 29 y 64 del
Código de Trabajo;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación, los cuales se reúnen para su examen,
el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que el pa-
trono, la Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A.,
realizó en perjuicio del trabajador y sin causa justificada,
un verdadero y típico despido; b) que esto es así, porque el
patrono solicitó en el ordinal segundo de sus conclusiones
presentadas ante el Juez a-quo "que declaréis además la
rescisión del Contrato de Trabajo que existió entre las par-
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tes por abandono del empleado demandante, ya que el Juez
del Primer Grado no dispuso nada sobre ese particular";
que indudablemente estaba reconociendo que había opera-
do un despido en perjuicio del trabajador, por haber incu-
rrido en las faltas previstas en el párrafo 110. del artículo
78 del Código de Trabajo; e) que sí el patrono invoca una
justa causa prevista por el párrafo 110. del artículo 78 del
Código de Trabajo, resulta que el Juez a-quo, ha violado
por falsa interpretación, los artículos 83 y 84 del Código
de Trabajo y en consecuencia, ha violado el principio gene-
ral sobre la prueba, o sea el artículo 1315 del Código Ci-
vil, por cuanto no ha exigido al patrono la prueba de la jus-
ta causa que invocó éste, o sea la prevista por el párrafo
llo. del Artículo 78 del Código de Trabajo, sino que por el
eontrario se ha limitado a predicar en la sentencia impug-
nada, que el trabajador presentó una renuncia pura y sim-
ple, en fecha 1ro. de marzo de 1963 y que fue a trabajar
donde otro patrono; d) que la sentencia impugnada adolece
del vicio de falta, carencia o insuficiencia de motivos, por-
que el patrono "solicitó que se ordenara la rescisión del con-
trato por abandono del trabajo por parte del trabajador",
sin probar en qué consistía ese abandono, cuando lo que
existe es un despido y que no se explica cómo el Juez, por
el contrario, proclama en su sentencia que lo que hubo en
la especie fue una renuncia pura y simple del trabajador,
equivalente al abandono voluntario; que también, sigue ale-
gando el recurrente, ha desnaturalizado el Juez a-quo los
hechos y circunstancias de la causa y que la sentencia ado-
lece del vicio de falta de base legal; pero,

Considerando que los jueces del fondo rechazaron la
!Ill demanda intentada por Manuel de Jesús Hernández Contín,

según expresa la sentencia impugnada, sobre el fundamen-
to de que entre Manuel de Jesús Hernández Contín y Pro-
ductos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., existió un con-
trato de trabajo mediante el cual el primero prestaba a la
segunda servicios como agente vendedor y cobrador; que
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tencia, intervino la sentencia ahora impugnada cuyo dis-
positivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y váli-
do en cuanto a la forma el presente recurso de apelación
interpuesto por Manuel de Jesús Hernández Contín, con-
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ciento de conformidad con los artículos 691 del Código de
Trabajo y 52-mod. de la Ley No. 637, sobre Contratos de
Trabajo vigente";

Considerando que el recurrente invoca los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación por descono-
cimiento e inaplicación del artículo 77 del Código de Tra-
bajo. Violación por desconocimiento e inaplicación del Pá-
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del artículo 1315 del Código Civil y de los artículos 83 y 84
del Código de Trabajo. Falta de base legal; Segundo Medio:
Falta, carencia o insuficiencia de motivos. Desnaturaliza-
ción de los hechos y circunstancias de la causa. Falta de
base legal. Violación de los artículos 1, 2, 6, 29 y 64 del
Código de Trabajo;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus dos
medios de casación, los cuales se reúnen para su examen,
el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que el pa-
trono, la Productos Químicos y Farmacéuticos, C. por A.,
realizó en perjuicio del trabajador y sin causa justificada,
un verdadero y típico despido; b) que esto es así, porque el
patrono solicitó en el ordinal segundo de sus conclusiones
presentadas ante el Juez a-quo "que declaréis además la
rescisión del Contrato de Trabajo que existió entre las par-
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tes por abandono del empleado demandante, ya que el Juez
del Primer Grado no dispuso nada sobre ese particular";
que indudablemente estaba reconociendo que había opera-
do un despido en perjuicio del trabajador, por haber incu-
rrido en las faltas previstas en el párrafo 110. del artículo
78 del Código de Trabajo; c) que sí el patrono invoca una
justa causa prevista por el párrafo 110. del artículo 78 del
Código de Trabajo, resulta que el Juez a-quo, ha violado
por falsa interpretación, los artículos 83 y 84 del Código
de Trabajo y en consecuencia, ha violado el principio gene-
ral sobre la prueba, o sea el artículo 1315 del Código Ci-
vil, por cuanto no ha exigido al patrono la prueba de la jus-
ta causa que invocó éste, o sea la prevista por el párrafo
llo. del Artículo 78 del Código de Trabajo, sino que por el
contrario se ha limitado a predicar en la sentencia impug-
nada, que el trabajador presentó una renuncia pura y sim-
ple, en fecha 1ro. de marzo de 1963 y que fue a trabajar
donde otro patrono; d) que la sentencia impugnada adolece
del vicio de falta, carencia o insuficiencia de motivos, por-
que el patrono "solicitó que se ordenara la rescisión del con-
trato por abandono del trabajo por parte del trabajador",
sin probar en qué consistía ese abandono, cuando lo que
existe es un despido y que no se explica cómo el Juez, por
el contrario, proclama en su sentencia que lo que hubo en
la especie fue una renuncia pura y simple del trabajador,
equivalente al abandono voluntario; que también, sigue ale-
gando el recurrente, ha desnaturalizado el Juez a-quo los
hechos y circunstancias de la causa y que la sentencia ado-
lece del vicio de falta de base legal; pero,

Considerando que los jueces del fondo rechazaron la
demanda intentada por Manuel de Jesús Hernández Contín,
según expresa la sentencia impugnada, sobre el fundamen-
to de que entre Manuel de Jesús Hernández Contín y Pro-
ductos Químicos y Farmacéuticos, C. por A., existió un con-
trato de trabajo mediante el cual el primero prestaba a la
segunda servicios como agente vendedor y cobrador; que
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Hernández Contín devengaba en el desempeño de sus la-
bores RD$84.00 de salario fijo, mensual, más el 3% de las
ventas realizadas y el 1% del valor cobrado; que en fecha
lo. de marzo de 1963, Manuel de Jesús Hernández Contin,
mediante carta dirigida a su patrono, presentó renuncia de
su trabajo, por haber encontrado otro trabajo que presen-
taba para él mejores ventajas; que en la misma fecha de
la renuncia, o sea el lo. de marzo de 1963, el señor Her-
nández Contín, entró a trabajar con la firma Gassó y Gas-
só, C. por A., conib agente vendedor exclusivo de dicha ca-
sa comercial, según consta en una certificación expedida
por el Inspector General de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 28 de agosto de 1963, así como en una comunica-
ción de la Gassó y Gassó, C. por A., del 22 de abril de 1963;

Considerando que es de principio que el que alega un
/ hecho en justicia debe probarlo por los medios de prueba

establecidos por la ley; que corresponde al trabajador que
invoca la terminación del contrato de trabajo por la volun-
tad unilateral del patrono, probar el despido de que ha sido
objeto; que la Cámara a-qua ha admitido en el fallo impug-
nado, que ha "quedado caracterizado, que lo que hubo en

\ el presente caso fue abandono del trabajador de sus labo-
res y no un despido", y que el intimante no ha aportado
la prueba de que fue despedido por la Compañía intimada;

Considerando que la circunstancia de que la Compañía
recurrida alegara "que en ningún momento despidió al se-
ñor Hernández Contín, sino que éste abandonó voluntaria-
mente sus labores", no la convierte en actora, con la obli-
gación subsiguiente de establecer la prueba de ese hecho,
el cual, lejos de ser extraño al despido, tiene con éste una
relación natural y necesaria; que, en efecto, y según resul-
ta de todo lo anteriormente expuesto, al afirmar la compa-
ñía intimada que el empleado demandante"abandonó volun-
tariamente sus labores" no estaba invocando con ello una
excepción, sino negando simplemente el despido alegado por
el recurrente; que en tales condiciones, la Cámara a-qua
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no ha cometido las violaciones de la ley invocadas por el
recurrente en el medio de casación que se examina;

Considerando, en cuanto a los demás aspectos de los
medios de casación invocados por el recurrente, que el exa-
men de la sentencia impugnada pone de manif esto, 	 ue
los jueces del fondo han dado a los hechos de/ a caus el
,entido o alcance inherentes a su propia naturaleza, y que
lejos de incurrir en su desnaturalización, han hecho un co-
rrecto uso del poder soberano de que están investidos en
la apreciación de las pruebas; que, además, la sentencia
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican plenamente su dispositivo y una descripción de
los hechos y circunstancias de la causa, que ha permitido
a esta corte de casación verificar que en la especie, la ley
ha sido bien aplicada; razón por la cual, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Hernández Confin,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
atribuciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en
fecha 24 de febrero del año 1964, cuyo dispositivo se copia
en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
rrente al pago de las costas, con distracción en provecho
del Lic. Jazem Draiby, quien afirma haberlas avanzado en
su mayor parte.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio
Abreu.— Rogelio Sánchez.— Ernesto Curiel hijo, Secreta-
rio General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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Hernández Contín devengaba en el desempeño de sus la-
bores RD$84.00 de salario fijo, mensual, más el 3% de las
ventas realizadas y el 1% del valor cobrado; que en fecha
lo. de marzo de 1963, Manuel de Jesús Hernández Contín,
mediante carta dirigida a su patrono, presentó renuncia de
su trabajo, por haber encontrado otro trabajo que presen-
taba para él mejores ventajas; que en la misma fecha de
la renuncia, o sea el lo. de marzo de 1963, el señor Her-
nández Contín, entró a trabajar con la firma Gassó y Gas-
só, C. por A., como agente vendedor exclusivo de dicha ca-
sa comercial, según consta en una certificación expedida
por el Inspector General de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 28 de agosto de 1963, así como en una comunica-
ción de la Gassó y Gassó, C. por A., del 22 de abril de 1963;
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establecidos por la ley; que corresponde al trabajador que
invoca la terminación del contrato de trabajo por la volun-
tad unilateral del patrono, probar el despido de que ha sido
objeto; que la Cámara a-qua ha admitido en el fallo impug-
nado, que ha "quedado caracterizado, que lo que hubo en
el presente caso fue abandono del trabajador de sus labo-
res y no un despido", y que el intimante no ha aportado
la prueba de que fue despedido por la Compañía intimada;

Considerando que la circunstancia de que la Compañía
' recurrida alegara "que en ningún momento despidió al se-

ñor Hernández Contín, sino que éste abandonó voluntaria-
mente sus labores", no la convierte en actora, con la obli-
gación subsiguiente de establecer la prueba de ese hecho,
el cual, lejos de ser extraño al despido, tiene con éste una
relación natural y necesaria; que, en efecto, y según resul-
ta de todo lo anteriormente expuesto, al afirmar la compa-
ñía intimada que el empleado demandante"abandonó volun-
tariamente sus labores" no estaba invocando con ello una
excepción, sino negando simplemente el despido alegado por
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no ha cometido las violaciones de la ley invocadas por el
recurrente en el medio de casación que se examina;
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medios de casación invocados por el recurrente, que el exa-
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la apreciación de las pruebas; que, además, la sentencia
impugnada contiene motivos suficientes y pertinentes que
justifican plenamente su dispositivo y una descripción de
los hechos y circunstancias de la causa, que ha permitido
a esta corte de casación verificar que en la especie, la ley
ha sido bien aplicada; razón por la cual, el medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Manuel de Jesús Hernández Contín,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en sus
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Materia: Correccional. (Violación a la: Ley 1896, sobre Seguros 1.
Sociales).

*los, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Pe-
ña, Rafael Richiez Saviñón, Elpidio Abréu y Rogelio Sán-
chez Tejeda, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, D. N., hoy día 22 de marzo de 1965, años 122o. de la
Independencia y 102o. de la Restauración, dictada en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, de 30 años de edad, soltero, pa-
nadero, residente en Neyba, cédula 10237, serie 22, contra
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Bara-
hona, en fecha 17 de marzo de 1964, y notificada al recu-
rrente el 20 de abril de 1964, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
glin medio determinado de casación;

Vista la carta de fecha 30 de octubre de 1964, depo-

sitada en el expediente y suscrita por el recurrente;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 83, apartado K, de la Ley
1896, de 1948, sobre Seguros Sociales, modificada por la
Ley 5487, de 1961; 4 de la Ley 5772, del 31 de diciembre
de 1961, y 1 y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que el recurrente, dueño de una panadería en la ciudad de
Neyba, fue sometido a la acción de la justicia en fecha 18
de mayo de 1962, por el hecho de no haber pagado las co-
tizaciones del Seguro Social correspondiente a sus trabaja-
dores Duquelo Pérez Rivas, Angel Aquino Carvajal y Fer-
nando Peña, durante el período comprendido entre el 24
de julio de 1961 al 26 de noviembre del mismo año; b) que
en fecha 18 de mayo de 1962, el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Bahoruco, apoderado por el ministerio público,
dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-

LLA: PRIMERO: Pronunciar y pronuncia defecto contra el
nombrado Víctor Peña Duval, de generales ignoradas, por
no haber comparecido a la audiencia del día de hoy, para
la cual fue legalmente citado; SEGUNDO: Condenar y con-
dena a dicho prevenido Víctor Peña Duval, a sufrir un mes
de prisión correccional por el delito de violación a la Ley
No. 1896, sobre Seguros Sociales; TERCERO: Condenar y
condena a dicho prevenido Víctor Peña Duval al pago de
las costas procedimentales, y CUARTO: Condenar y conde-
na a Víctor Duval Peña al pago de la suma adeudada"; c)
que sobre el recurso de apelación interpuesto por el conde-
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3 4Vista el acta del recurso de casación levantada en 1:
secretaría de la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964,
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

Vista la carta de fecha 30 de octubre de 1964, depo-
-- sitada en el expediente y suscrita por el recurrente;

Recurrente: Víctor Duval Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Pe-
ña, Rafael Richiez Saviñón, Elpidio Abréu y Rogelio Sán-
chez Tejeda, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go, D. N., hoy día 22 de marzo de 1965, años 122o. de la
Independencia y 102o. de la Restauración, dictada en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, de 30 años de edad, soltero, pa-
nadero, residente en Neyba, cédula 10237, serie 22, contra
sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Bara-
hona, en fecha 17 de marzo de 1964, y notificada al recu-
rrente el 20 de abril de 1964, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

1111111
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-.:"

berado y vistos los artículos 83, apartado K, de la Ley
1896, de 1948, sobre Seguros Sociales, modificada por la
Ley 5487, de 1961; 4 de la Ley 5772, del 31 de diciembre
de 1961, y 1 y 20 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que el recurrente, dueño de una panadería en la ciudad de
Xeyba, fue sometido a la acción de la justicia en fecha 18
de mayo de 1962, por el hecho de no haber pagado las co-
tizaciones del Seguro Social correspondiente a sus trabaja-

: dores Duquelo Pérez Rivas, Angel Aquino Carvajal y Fer-
nando Peña, durante el período comprendido entre el 24
de julio de 1961 al 26 de noviembre del mismo año; b) que
en fecha 18 de mayo de 1962, el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Bahoruco, apoderado por el ministerio público,
dictó una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-

LLA: PRIMERO: Pronunciar y pronuncia defecto contra el
nombrado Víctor Peña Duval, de generales ignoradas, por
no haber comparecido a la audiencia del día de hoy, para
la cual fue legalmente citado; SEGUNDO: Condenar y con-
dena a dicho prevenido Víctor Peña Duval, a sufrir un mes
de prisión correccional por el delito de violación a la Ley
No. 1896, sobre Seguros Sociales; TERCERO: Condenar y
condena a dicho prevenido Víctor Peña Duval al pago de
las costas procedimentales, y CUARTO: Condenar y conde-
na a Víctor Duval Peña al pago de la suma adeudada"; e)

' que sobre el recurso de apelación interpuesto por el conde-
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nado, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Víctor Duval Peña, dé generales ignoradas; SEGUN-
DO: Declara el defecto contra el prevenido Víctor Duval
Peña, de generales ignoradas, por no haber comparecido a
la audiencia para la cual fue legalmente citado para la fe-
cha y hora indicadas; TERCERO: Confirma en todas sus
partes la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al pro-
cesado al pago de las costas";

Considerando que de conformidad con el apartado K
del artículo 83 de la Ley 1896 de 1948, modificado por la
Ley 5487, de 1961, las sentencias que se dicten en materia
de Seguros Sociales, se reputarán contradictorias, compa-
rezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como en es-
ta materia no hay oposición, las sentencias que se pro-
nuncien en defecto, en última instancia, como ha ocurrido
en la especie, pueden ser impugnadas en casación; que por
tanto, el presente recurso debe ser admitido en este as-
pecto;

Considerando que de conformidad con los artículos 3
y 4 de la Ley 5772 del 31 de diciembre de 1961: "Quedan
amnistiados todos los patronos que a la fecha de la publi-
cación de la presente ley se hayan hecho culpables de vio-
lación a la Ley No. 1896 de fecha 30 de diciembre de 1948,
o hayan sido condenados por infracciones a la misma"; "Se
otorga un plazo de un año, a partir de la publicación de la
presente ley, en beneficio de los comerciantes e industria-
les amnistiados para el pago de todas las cotizaciones pa-
trono-laborales que adeudaren al 31 de diciembre de 1961";

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
se advierte que los jueces del fondo condenaron al recu-
rrente por violación a la Ley sobre Seguros Sociales en
una época en que éste gozaba del plazo de un año que le
había acordado la repetida Ley 5772 para el pago de las
cotizaciones adeudadas; que al fallar de ese modo, la Corte

a-qua desconoció el artículo 4 de dicha Ley, razón por la
cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin envío,
pues no queda nada por juzgar ya que la acción pública
contra el recurrente no podía ser ejercida durante el pla-
zo de un año a que se ha hecho referencia;

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la senten-
cia dictada en fecha 17 de marzo de 1964, por la Corte de
Apelación de Barahona, cuyo dispositivo se 'ha copiado en
otra parte del presente fallo; y Segundo: Declara las costas
de oficio.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abréu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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nado, intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido Víctor Duval Peña, de generales ignoradas; SEGUN-
DO: Declara el defecto contra el prevenido Víctor Duval
Peña, de generales ignoradas, por no haber comparecido a
la audiencia para la cual fue legalmente citado para la fe-
cha y hora indicadas; TERCERO: Confirma en todas sus
partes la sentencia recurrida; CUARTO: Condena al pro-
cesado al pago de las costas";

Considerando que de conformidad con el apartado K
del artículo 83 de la Ley 1896 de 1948, modificado por la
Ley 5487, de 1961, las sentencias que se dicten en materia
de Seguros Sociales, se reputarán contradictorias, compa-
rezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como en es-
ta materia no hay oposición, las sentencias que se pro-
nuncien en defecto, en última instancia, como ha ocurrido
en la especie, pueden ser impugnadas en casación; que por
tanto, el presente recurso debe ser admitido en este as-
pecto;

Considerando que de conformidad con los artículos 3
y 4 de la Ley 5772 del 31 de diciembre de 1961: "Quedan
amnistiados todos los patronos que a la fecha de la publi-
cación de la presente ley se hayan hecho culpables de vio-
lación a la Ley No. 1896 de fecha 30 de diciembre de 1948,
o hayan sido condenados por infracciones a la misma"; "Se
otorga un plazo de un año, a partir de la publicación de la
presente ley, en beneficio de los comerciantes e industria-
les amnistiados para el pago de todas las cotizaciones pa-
trono-laborales que adeudaren al 31 de diciembre de 1961";

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
se advierte que los jueces del fondo condenaron al recu-
rrente por violación a la Ley sobre Seguros Sociales en
una época en que éste gozaba del plazo de un año que le
había acordado la repetida Ley 5772 para el pago de las
cotizaciones adeudadas; que al fallar de ese modo, la Corte

a-qua desconoció el artículo 4 de dicha Ley, razón por la
cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin envío,
pues no queda nada por juzgar ya que la acción pública
contra el recurrente no podía ser ejercida durante el pla-
zo de un año a que se ha hecho referencia;

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la senten-
cia dictada en fecha 17 de marzo de 1964, por la Corte de
Apelación de Barahona, cuyo dispositivo se iba copiado en
otra parte del presente fallo; y Segundo: Declara las costas
de oficio.

(Firmados) : Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abréu.—  Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

nii* La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha
17 de marzo de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 1896, sobre Seguros
Sociales).

Recurrente: Víctor Iva]. Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, D. N., a los
22 días del mes de marzo del año 1965, años 122o. de la In-
dependencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, de 30 años de edad, soltero, pa-
nadero, residente en Neyba, cédula No. 10237, Serie 23,
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de
Barahona en fecha 17 de marzo de 1964, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964, a requerimien-

1 to del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio de-
ll terminado de casación;

Vista la carta de fecha 30 de octubre de 1964 deposi-
tada en el expediente y suscrita por el recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

I

berado y vistos los artículos 83 apartado 1ro., de la Ley
: 1896 del 1948, Sobre Seguros Sociales, modificada por la
, Ley No. 5487 de 1961, 4 de la Ley No. 5772 del 31 de di-
, eiembre de 1961, y 1 y 20 de la Ley Sobre Procedimiento

de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que el recurrente, dueño de una panadería en la Ciudad de
Neyba, fue sometido a la acción de la justicia en fecha 29
de septiembre de 1961, por el hecho de no haber pagado
cotizaciones del Seguro Social correspondiente a sus traba-
jadores, Duquelo Rivas y Miguel Santana durante el perío-
do comprendido entre el 27 de febrero de 1961 y 23 de ju-
lio del mismo año; b) que en fecha 11 de octubre de 1961,

L
L el Juzgado de Primera Instancia de Bahoruco, apoderado

4r. por el Ministerio Público, dictó una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: Que debe Primero: Pronun-
ciar y Pronuncia defecto contra el nombrado Víctor Duval
Peña, de generales ignoradas, por no haber comparecido a
la audiencia del día de hoy, para la cual fue legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Condenar y Condena, a dicho prevenido
Víctor Duval Peña, a sufrir la pena de un mes de prisión
correccional, por el delito de violación a la Ley No. 1896,

' sobre Seguros Sociales; TERCERO: Condenar y Condena,
al predicho prevenido Víctor Duval Peña, al pago de la su-
ma de RD$18.45, que adeuda a la Caja Dominicana de Se-
guros Sociales, por concepto de cotizaciones dejadas de pa-
gar, con el interés del 1% mensual; y CUARTO: Condenar

1111\ y Condena, al dicho prevenido Víctor Duval Peña, además,
al pago de las costas procedimentales"; c) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por el condenado intervino
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Materia: Correccional. (Violación a la Ley 1896, sobre Seguros
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Recurrente: Víctor lival Peña.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por, los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Ra-
fael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T.,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra
sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo, D. N., a los
22 días del mes de marzo del año 1965, años 122o. de la In-
dependencia y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Duval Peña, dominicano, de -30 años de edad, soltero, pa-
nadero, residente en Neyba, cédula No. 10237, Serie 23,
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de
Barahona en fecha 17 de marzo de 1964, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, en fecha 21 de abril de 1964, a requerimien-
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to del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio de-
Wterminado de casación;

Vista la carta de fecha 30 de octubre de 1964 deposi-
tada en el expediente y suscrita por el recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 83 apartado 1ro., de la Ley
1896 del 1948, Sobre Seguros Sociales, modificada por la
Ley No. 5487 de 1961, 4 de la Ley No. 5772 del 31 de di-
ciembre de 1961, y 1 y 20 de la Ley Sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que el recurrente, dueño de una panadería en la Ciudad de
Neyba, fue sometido a la acción de la justicia en fecha 29
de septiembre de 1961, por el hecho de no haber pagado
cotizaciones del Seguro Social correspondiente a sus traba-
jadores, Duquelo Rivas y Miguel Santana durante el perío-
do comprendido entre el 27 de febrero de 1961 y 23 de ju-
lio del mismo año; b) que en fecha 11 de octubre de 1961,
el Juzgado de Primera Instancia de Bahoruco, apoderado
por el Ministerio Público, dictó una sentencia cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: Que debe Primero: Pronun-
ciar y Pronuncia defecto contra el nombrado Víctor Duval
Peña, de generales ignoradas, por no haber comparecido a
la audiencia del día de hoy, para la cual fue legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Condenar y Condena, a dicho prevenido
Víctor Duval Peña, a sufrir la pena de un mes de prisión
correccional, por el delito de violación a la Ley No. 1896,
sobre Seguros Sociales; TERCERO: Condenar y Condena,
al predicho prevenido Víctor Duval Peña, al pago de la su-
ma de RD$18.45, que adeuda a la Caja Dominicana de Se-
guros Sociales, por concepto de cotizaciones dejadas de pa-
gar, con el interés del 1% mensual; y CUARTO: Condenar
y Condena, al dicho prevenido Víctor Duval Peña, además,
al pago de las costas procedimentales"; e) que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por el condenado intervino
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la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
la forma el recurso de Apelación interpuesto por Víctor
Duval Peña en fecha 16 del mes de septiembre del año
1963, contra sentencia correccional dictada por el Juzga-
do de Primerá Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco
Neyba, en fecha 11 del mes de octubre del año 1963, cuyo
dispositivo figura en otra parte del presente fallo; SEGUN-
DO; Pronuncia el defecto contra Víctor Duval Peña, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citada; TERCERO: Confirma la sentencia ob-
jeto del presente recurso, en todas sus partes; CUARTO:
Condena a Víctor Duval Peña al pago de las costas del re-
curso";

Considerando que de conformidad con el apartado
1ro., del artículo 83 de la Ley 1896 del 1948, modificado
por la Ley 5487 de 1961. las sentencias que se dicten en ma-
teria de Seguros Sociales, se reputarán contradictorias,
comparezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como
en esta materia no hay oposición, las sentencias que se pro-
nuncian en defecto, en última instancia, como ha ocurrido
en la especie, pueden ser impugnadas en casación; que por
tanto, el presente recurso debe ser admitido en este as-
pecto;

Considerando que de conformidad con los artículos 3 y
4 de la Ley 5772 del 31 de diciembre de 1961 "Quedan am-
nistiados todos los patronos que a la fecha de la publicación
de la presente ley se hayan hecho culpables de violación a
la Ley No. 1896 de fecha 30 de diciembre de 1948, o ha-
yan sido condenados por infracciones a la misma"; "Se
otorga un plazo de un año, a partir de la publicación de la.
presente ley, en beneficio de los comerciantes e industria-
les amnistiados para el pago de todas las cotizaciones pa-
trono-laborales que adeudaren al 31 de diciembre de 1961";

Considerando que por todo lo anteriormente expues-
to se advierte que los jueces del fondo condenaron al recu-

rrente por violación a la Ley Sobre Seguros Sociales, en
una época en que éste gozaba del plazo de un año que le
había acordado la repetida Ley 5772 para el pago de las
cotizaciones adeudadas; que al fallar de ese modo la Corte
a-qua, desconoció el artículo 4 de dicha ley, razón por la
cual la sentencia impugnada debe ser casada sin envío,
por no quedar nada por juzgar ya que la acción pública con-
tra el recurrente no podía ser ejercida durante el plazo de
un año a que se ha hecho referencia;

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten-
cia dictada en fecha 17 de marzo de 1964, por la Corte de
Apelación de Barahona, cuyo dispositivo se ha copiado en
otra parte del presente fallo, y Segundo: Declara las cos-

tas de oficio.

Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
'de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-

.gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

. certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en
la forma el recurso de Apelación interpuesto por Víctor
Duval Peña en fecha 16 del mes de septiembre del año
1963, contra sentencia correccional dictada por el Juzga-
do de Primerá Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco
Neyba, en fecha 11 del mes de octubre del año 1963, cuyo
dispositivo figura en otra parte del presente fallo; SEGUN-
DO; Pronuncia el defecto contra Víctor Duval Peña, por no -*
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citadiy; TERCERO: Confirma la sentencia ob-
jeto del presente recurso, en todas sus partes; CUARTO:
Condena a Víctor Duval Peña al pago de las costas del re-
curso";

Considerando que de conformidad con el apartado
1ro., del artículo 83 de la Ley 1896 del 1948, modificado
por la Ley 5487 de 1961, las sentencias que se dicten en ma-
teria de Seguros Sociales, se reputarán contradictorias,
comparezca o no el inculpado; que, en consecuencia, como
en esta materia no hay oposición, las sentencias que se pro-
nuncian en defecto, en última instancia, como ha ocurrido
en la especie, pueden ser impugnadas en casación; que por
tanto, el presente recurso debe ser admitido en este as-
pecto;

Considerando que de conformidad con los artículos 3 y
4 de la Ley 5772 del 31 de diciembre de 1961 "Quedan am-
nistiados todos los patronos que a la fecha de la publicación
de la presente ley se hayan hecho culpables de violación a
la Ley No. 1896 de fecha 30 de diciembre de 1948, o ha-
yan sido condenados por infracciones a la misma"; "Se
otorga un plazo de un año, a partir de la publicación de la
presente ley, en beneficio de los comerciantes e industria-
les amnistiados para el pago de todas las cotizaciones pa-
trono-laborales que adeudaren al 31 de diciembre de 1961";

Considerando que por todo lo anteriormente expues-
to se advierte que los jueces del fondo condenaron al recu-

rrente por violación a la Ley Sobre Seguros Sociales, en
una época en que éste gozaba del plazo de un año que le
había acordado la repetida Ley 5772 para el pago de las
cotizaciones adeudadas; que al fallar de ese modo la Corte
apqua desconoció el artículo 4 de dicha ley, razón por la
cual la sentencia impugnada debe ser casada sin envío,
por no quedar nada por juzgar ya que la acción pública con-
tra el recurrente no podía ser ejercida durante el plazo de
un año a que se ha hecho referencia;

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la senten-
cia dictada en fecha 17 de marzo de 1964, por la Corte de
Apelación de Barahona, cuyo dispositivo se ha copiado en
otra parte del presente fallo, y Segundo: Declara las cos-

tas de oficio.

Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

rtifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).te
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la ala.
guana de fecha 8 de septiembre de 1964.

Materia: Criminal. (Estupro).

Recurrente: Gilberto Américc; Díaz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez Tejeda, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de San-
to Domingo, D. N., a los 22 días del mes de marzo del año
1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gilberto
Américo Díaz, dominicano, mayor de edad, soltero, pintor,
residente en la ciudad de San Juan de la Maguana, cédula
No. 19352, Serie 12, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, dictada en sus atribu-
ciones criminales en fecha 8 de septiembre de 1964, y cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-

te, en fecha 16 de septiembre de 1964, y en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 332 del Código Penal, y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 6 de febrero de 1964, el juez de Instrucción del
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, regularmen-
te requerido por el Procurador Fiscal, dictó una providen-
cia calificativa, cuyo dispositivo dice así: "Resolvemos: Pri-
mero: declarar, como al efecto declaramos, que hay indicios
y cargos suficientes para considerar a los nombrados Je-
sús Manuel Sánchez y Gilberto Américo Díaz, de genera-
les que constan en el proceso, culpables del crimen de Estu-
pro en perjuicio de la menor Isidora Piña, hecho ocurrido
en esta ciudad, en fecha 2 del mes de enero del año 1964;
Segundo: enviar, como al efecto enviamos, a los nombra-
dos Jesús Manuel Sánchez y Gilberto Américo Díaz por
ante el Tribunal Criminal correspondiente para que allí
sean juzgados de acuerdo a la ley; Tercero: ordenar, como
al efecto ordenamos, que la presente Providencia Califica-
tiva sea notificada tanto al Magistrado Procurador Fiscal
como a los inculpados dentro del plazo de ley para los fines
de lugar; Cuarto: ordenar, como al efecto ordenamos, que
las actuaciones de Instrucción y un estado de los documen-
tos y objetos que han de obrar como elementos de convic-
ción sean enviados por secretaría al Magistrado Procurador
Fiscal de este Distrito Judicial, previo inventario de las
piezas que lo componen, para los fines procesales, una vez
expirado el plazo de apelación;" b) que en fecha 13 de ju-
lio de 1964, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Juan, regularmente apoderado del hecho
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se
declaran a los nombrados Jesús Manuel Sánchez y Gilberto
Américo Díaz, de generales anotadas, culpables del crimen
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana de fecha 8 de septiembre de 1964.

Materia: Criminal. (Estupro).

Recurrente: Gilberto Américd Díaz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Sustitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez Tejeda, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias en la ciudad de San-
to Domingo, D. N., a los 22 días del mes de marzo del año
1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casación,
la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Gilberto
Américo Díaz, dominicano, mayor de edad, soltero, pintor,
residente en la ciudad de San Juan de la Maguana, cédula
No. 19352, Serie 12, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Juan de la Maguana, dictada en sus atribu-
ciones criminales en fecha 8 de septiembre de 1964, y cu-
yo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-

en fecha 16 de septiembre de 1964, y en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 332 del Código Penal, y 1 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
en fecha 6 de febrero de 1964, el juez de Instrucción del
Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, regularmen-
te requerido por el Procurador Fiscal, dictó una providen-
cia calificativa, cuyo dispositivo dice así: "Resolvemos: Pri-
mero: declarar, como al efecto declaramos, que hay indicios
y cargos suficientes para considerar a los nombrados Je-
sús Manuel Sánchez y Gilberto Américo Díaz, de genera-
les que constan en el proceso, culpables del crimen de Estu-
pro en perjuicio de la menor Isidora Piña, hecho ocurrido
en esta ciudad, en fecha 2 del mes de enero del año 1964;
Segundo: enviar, como al efecto enviamos, a los nombra-
dos Jesús Manuel Sánchez y Gilberto Américo Díaz por
ante el Tribunal Criminal correspondiente para que allí
sean juzgados de acuerdo a la ley; Tercero: ordenar, como
al efecto ordenamos, que la presente Providencia Califica-
tiva sea notificada tanto al Magistrado Procurador Fiscal
como a los inculpados dentro del plazo de ley para los fines
de lugar; Cuarto: ordenar, como al efecto ordenamos, que
las actuaciones de Instrucción y un estado de los documen-
tos y objetos que han de obrar como elementos de convic-
ción sean enviados por secretaría al Magistrado Procurador
Fiscal de este Distrito Judicial, previo inventario de las
piezas que lo componen, para los fines procesales, una vez
expirado el plazo de apelación;" b) que en fecha 13 de ju-
lio de 1964, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Juan, regularmente apoderado del hecho
dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Primero: Se
declaran a los nombrados Jesús Manuel Sánchez y Gilberto
Américo Díaz, de generales anotadas, culpables del crimen
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de estupro, en perjuicio de la menor Isidora Piña,	 ,40, y en con-
secuencia los condena a un año de prisión correccional ca-
da uno, y al pago de las costas, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes"; c) que sobre los recursos de ape-
lación de los acusados Jesús Manuel Sánchez y Gilberto
Américo Díaz y del Ministerio Público, intervino la senten-
cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falta:
Primero: Admite en la forma los presentes recursos de
apelación interpuestos por los acusados Jesús Manuel Sán-
chez y Gilberto Américo Díaz y por el Procurador General
de esta Corte de' lApelación, por haberlos intentado dentro
del plazo y de acuerdo con los demás requisitos legales; Se-
gundo: Modifica en cuanto a la pena impuesta la sentencia
apelada y obrando por propia autoridad condena al acusa- 1'
do Gilberto Américo Díaz a sufrir tres años de trabajos
públicos y al acusado Jesús Manuel Sánchez a sufrir dos
años de prisión correccional, por el hecho puesto a cargo
de ellos, de estupro en perjuicio de la menor Ana Isidora
Piña, de 14 años de edad, acogiendo en favor del último
circunstancias atenuantes; Tercero: Condena a los acusa-
dos al pago de las costas; Cuarto: Descarga al testigo Fran-
cisco Antonio Pérez Paulino de la multa de diez pesos que
le fuera impuesta en audiencia anterior, por haber justifi-
cado su inasistencia a la misma".

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa que en
fecha 2 de enero de 1964 el acusado Gilberto Américo Díaz,
consumó relaciones sexuales con la joven Ana Isidora Piña,
de 14 años de edad, sin la participación de la voluntad de
ésta;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado Gilberto Amé-
rico Díaz, el crimen de estupro, realizado en agravio de una
joven de 14 años de edad, previsto por el artículo 332 del
Código Penal y castigado .por este texto legal con la pena

de 3 a 5 años de trabajos públicos; que por consiguiente, al
condenar al acusado, después de declararlo culpable del in-
dicado crimen, a la pena de 3 años de trabajos públicos, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gilberto Américo Díaz, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, dictada en atribuciones criminales, en fecha 8 de sep-
tiembre de 1964, y cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente

al pago de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-
que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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de estupro, en perjuicio de la menor Isidora Piña, y en con-
secuencia los condena a un año de prisión correccional ca-
da uno, y al pago de las costas, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes"; e) que sobre los recursos de ape-
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cia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
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de ellos, de estupro en perjuicio de la menor Ana Isidora
Piña, de 14 años de edad, acogiendo en favor del último
circunstancias atenuantes; Tercero: Condena a los acusa-
dos al pago de las costas; Cuarto: Descarga al testigo Fran-
cisco Antonio Pérez Paulino de la multa de diez pesos que
le fuera impuesta en audiencia anterior, por haber justifi-
cado su inasistencia a la misma".

Considerando que la Corte a-qua dió por establecido,
mediante la ponderación de los elementos de prueba regu-
larmente aportados en la instrucción de la causa que en
fecha 2 de enero de 1964 el acusado Gilberto Américo Díaz,
consumó relaciones sexuales con la joven Ana Isidora Piña,
de 14 años de edad, sin la participación de la voluntad de
ésta;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del acusado Gilberto Amé-
rico Díaz, el crimen de estupro, realizado en agravio de una
joven de 14 años de edad, previsto por el artículo 332 del
Código Penal y castigado .por este texto legal con la pena

y de 3 a 5 años de trabajos públicos; que por consiguiente, al
condenar al acusado, después de declararlo culpable del in-
dicado crimen, a la pena de 3 años de trabajos públicos, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al in-
terés del recurrente, ningún vicio que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Gilberto Américo Díaz, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
na, dictada en atribuciones criminales, en fecha 8 de sep-.,

tiembre de 1964, y cuyo dispositivo se copia en parte ante-
rior del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente

al pago de las costas.

(Firmados) : Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-

; que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de le.
cha 10 de julio de 1964.

Materia: Correccional. (Violación de propiedad).

Recurrente: Domingo Antonio Castillo y compartes.

Interliniente: Font, Gamundi & Co., C. por A.
Abogado: Lic. Eliseo Romed Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Rafael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu, Rogelio Sán-
chez T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, a los 22 días del mes de marzo de 1965,
años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo
Antonio Castillo, dominicano, mayor de edad, agricultor,
cuya cédula personal de identidad no consta en el expe-
diente, domiciliado y residente en San José de Ocoa; Jesús
Mella Gómez, dominicano, mayor de edad, agricultor, cu-
ya cédula personal no consta en el expediente, domicilia-
do en Rancho Arriba, San José de Ocoa; Quico Almonte,
dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula 1571, serie
71, domiciliado en Arroyo Cañas, San José de Ocoa; Fran-
cisco Enrique Casado, dominicano, mayor de edad, agricul-
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tor, cédula 9491, serie 13, domiciliado y residente en Ran-
cho Arriba; Juan de Dios Méndez, dominicano, mayor de
edad, agricultor, cédula 9174, serie 13, domiciliado en Ran-
cho Arriba; Eduardo Méndez, dominicano, mayor de edad,
agricultor, cédula 947, serie 13, domiciliado en Rancho
Arriba.; Frangel Castillo, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, cédula 13568, serie 13, domiciliado y residente en
Santo Domingo; Luis Sandoval, dominicano, mayor de edad,
agricultor, cuya cédula personal no consta en el expedien-
te, domiciliado en Arroyo Cañas, y Angel Encarnación, do-
minicano, mayor de edad, agricultor, cédula 6753, serie 13,
domiciliado y residente en Arroyo Cañas, San José de Ocoa,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en fecha 10 de julio de 1964 cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regu-
lares y válidos los recursos de apelación intentados por los
prevenidos Domingo Antonio Castillo, Jesusito Mella, Qui-
co Almonte, Francisco Enrique Casado (a) Frank, Juan
Encarnación Martínez, Juan de Dios Méndez, Eduardo Mén-
dez, Frangel Castillo (a) Pirulí, Luis Sandoval y Angel
Encarnación y por la parte civil constituida contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, de fecha 27 de marzo de 1963,
que condenó al primero a una multa de RDS20.00 y a los
demás a una multa de RDS10.00 cada uno, y todos al pago
de las costas, por el delito de violación de propiedad, en
perjuicio de Font, Gamundi & Co., C. nor A., parte civil
constituida y además a pagar una indemnización de RD$-
2,000.00 en favor de dicha parte civil como justa repara-
ción por los daños sufridos y al pago de las costas civi-
les, con distracción de éstas últimas en favor del Lic. Eli-
seo Romeo Pérez, abogado de la parte civil constituida,
quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte, por
haberlos interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Se declara regular y vá-
lida la constitución en parte civil, mantenida ante esta ju-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe.
cha 10 de julio de 1964.

Materia: Correccional. (Violación de propiedad).

Recurrente: Domingo Antonio Castillo y compartes.

Interviniente: Font, Gamundi & Co., C. por A.
Abogado: Lic. Eliseo Romeo. Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presiden-
te; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presi-
dente; Rafael Richiez Saviñón, Elpidio Abreu, Rogelio Sán- 1
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celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis- .1
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años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Domingo
Antonio Castillo, dominicano, mayor de edad, agricultor,
cuya cédula personal de identidad no consta en el expe-
diente, domiciliado y residente en San José de Ocoa; Jesús
Mella Gómez, dominicano, mayor de edad, agricultor, cu-
ya cédula personal no consta en el expediente, domicilia-
do en Rancho Arriba, San José de Ocoa; Quico Almonte,
dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula 1571, serie
71, domiciliado en Arroyo Cañas, San José de Ocoa; Fran-
cisco Enrique Casado, dominicano, mayor de edad, agricul-
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Ior, cédula 9491, serie 13, domiciliado y residente en Ran-
cho Arriba; Juan de Dios Méndez, dominicano, mayor de
edad, agricultor, cédula 9174, serie 13, domiciliado en Ran-
cho Arriba; Eduardo Méndez, dominicano, mayor de edad,
agricultor, cédula 947, serie 13, domiciliado en Rancho
Arriba; Frangel Castillo, dominicano, mayor de edad, agri-
cultor, cédula 13568, serie 13, domiciliado y residente en
Santo Domingo; Luis Sandoval, dominicano, mayor de edad,
agricultor, cuya cédula personal no consta en el expedien-
te, domiciliado en Arroyo Cañas, y Angel Encarnación, do-
minicano, mayor de edad, agricultor, cédula 6753, serie 13,
domiciliado y residente en Arroyo Cañas, San José de Ocoa,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, en fecha 10 de julio de 1964 cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declaran regu-

'f lares y válidos los recursos de apelación intentados por los
prevenidos Domingo Antonio Castillo, Jesusito Mella, Qui-
co Almonte, Francisco Enrique Casado (a) Frank, Juan

eik

Encarnación Martínez, Juan de Dios Méndez, Eduardo Mén-
dez, Frangel Castillo (a) Pirulí, Luis Sandoval y Angel
Encarnación y por la parte civil constituida contra la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Peravia, de fecha 27 de marzo de 1963,
que condenó al primero a una multa de RDS20.00 y a los
demás a una multa de RDS10.00 cada uno, y todos al pago
de las costas, por el delito de violación de propiedad, en
perjuicio de Font, Gamundi & Co., C. por A., parte civil
yonstituída y además a pagar una indemnización de RDS-
2,000.00 en favor de dicha parte civil como justa repara-
ción por los daños sufridos y al pago de las costas civi-
les, con distracción de éstas últimas en favor del Lic. Eli-
seo Romeo Pérez, abogado de la parte civil constituida,
quien afirmó haberlas avanzado en su mayor parte, por
haberlos interpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales; SEGUNDO: Se declara regular y vá-
lida la constitución en parte civil, mantenida ante esta ju-
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risdicción por la Font, Gamundi & Co., C. por A., contra
los inculpados, por haberla hecho de acuerdo con la ley;
TERCERO: Se pronuncia el defecto contra los inculpados
Domingo A. Castillo, Luis Sandoval y Frangel Castillo (a)
Pirulí, por no haber comparecido a la audiencia no obstan-
te estar legalmente citados; CUARTO: Se revoca la senten-
cia apelada en lo que respecta al inculpado Juan Encarna-
ción Martínez, y en consecuencia se le descarga de toda
responsabilidad por considerar la Corte que no .ha cometi-
do el delito que se le imputa, y se declaran de oficio las
costas respecto de este prevenido; Quinto: Se confirma en
todos sus aspectos la sentencia apelada en lo que respecta a
los demás condenados y apelantes; Sexto: Se condena a los
inculpados cuya sentencia les ha sido confirmada, al pago
de las cosas civiles y se ordena la distracción de las mis-
mas a favor del Licenciado Eliseo Romeo Pérez, quien afir-
mó haberlas avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Eliseo Romeo Pérez, cédula personal No.

48, serie 13, abogado de la parte interviniente Font Ga-
mundi, & Co., C. por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del Doctor
Miguel Ventura Hilton, abogado, cédula No. 6705, serie 56,
en representación de los recurrentes, de fecha 20 de julio
de 1964, en la cual no se exponen medios determinados de
casación;

Visto el escrito firmado por el abogado de la parte in-
terviniente, depositado en la Secretaría de esta Corte en fe-
cha 18 de diciembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de
Procedimiento Criminal; 1, 30, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

ración mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún
por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es con-
tradictoria; que en tal virtud y por aplicación del artículo
30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo de
la casación en esos casos, comenzará a correr, respecto de
todas las partes en causa, a partir del vencimiento del pla-
zo de la oposición;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
, • da pone de manifiesto que la misma fue dictada en defec-

to contra Domingo A. Castillo, Luis Sandoval y Frangel
1 Castillo, y contradictoriamente respecto de los demás pre-
1 1 venidos; que no habiendo constancia en el expediente de
/ que dicha sentencia fuera notificada a los prevenidos juzga-

dos en defecto, el plazo de la oposición señalado por el ar-
tículo 186 del Código de Procedimiento Criminal le está
abierto, por lo cual no ha podido comenzar a correr el pla-
zo de la casación para ninguna de las partes; que en tales
condiciones, el presente recurso de casación debe ser decla-
rado inadmisible por prematuro;

1
-,t	 Considerando que en el expediente se encuentra depo-

sitada un acta en virtud de cuyos términos, desistieron de
su recurso de casación Angel Encarnación, Juan de Dios
Méndez y Jesús Mella Gómez;

Por tales motivos, Primero: Se admite como parte in-
terviniente a Font, Gamundi y Co., C. por A. Segundo: Se
declara inadmisible el recurso de casación interpuesto por

, Domingo A. Castillo, Quico Almonte, Francisco Enrique
Casado, Eduardo Méndez, Frangel Castillo, Luis Sandoval,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 10 de
julio de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Tercero: Se da acta del desistimiento de su
recurso a Juan de Dios Méndez, Angel Encarnación y Jesús
Mella Gómez; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago

EF
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mó haberlas avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Eliseo Romeo Pérez, cédula personal No.

48, serie 13, abogado de la parte interviniente Font Ga-
mundi, & Co., C. por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua a requerimiento del Doctor
Miguel Ventura Hilton, abogado, cédula No. 6705, serie 56,
en representación de los recurrentes, de fecha 20 de julio
de 1964, en la cual no se exponen medios determinados de
casación;

Visto el escrito firmado por el abogado de la parte in-
terviniente, depositado en la Secretaría de esta Corte en fe-
cha 18 de diciembre de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 185, 186 y 208 del Código de
Procedimiento Criminal; 1, 30, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

'O'	
Considerando que las sentencias dictadas en defecto

en grado de apelación, no pueden ser impugnadas en ca-
sación mientras esté abierto el plazo de la oposición, ni aún
por aquellas partes respecto de quienes la sentencia es con-
tradictoria; que en tal virtud y por aplicación del artículo
30 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, el plazo de
la casación en esos casos, comenzará a correr, respecto de
todas las partes en causa, a partir del vencimiento del pla-
zo de la oposición;

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da pone de manifiesto que la misma fue dictada en defec-
to contra Domingo A. Castillo, Luis Sandoval y Frangel
Castillo, y contradictoriamente respecto de los demás pre-
venidos; que no habiendo constancia en el expediente de
que dicha sentencia fuera notificada a los prevenidos juzga-

o

.E dos en defecto, el plazo de la oposición señalado por el ar-
tículo 186 del Código de Procedimiento Criminal le está
abierto, por lo cual no ha podido comenzar a correr el pla-

, zo de la casación para ninguna de las partes; que en tales
condiciones, el presente recurso de casación debe ser decla-
rado inadmisible por prematuro;

Considerando que en el expediente se encuentra depo-
sitada un acta en virtud de cuyos términos, desistieron de
su recurso de casación Angel Encarnación, Juan de Dios

1 Méndez y Jesús Mella Gómez;
;	 Por tales motivos, Primero: Se admite como parte in-
terviniente a Font, Gamundi y Co., C. por A. Segundo: Se
declara inadmisible el recurso de casación interpuesto por
Domingo A. Castillo, Quico Almonte, Francisco Enrique
Casado, Eduardo Méndez, Frangel Castillo, Luis Sandoval,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 10 de
julio de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; Tercero: Se da acta del desistimiento de su
recurso a Juan de Dios Méndez, Angel Encarnación y Jesús
Mella Gómez; Cuarto: Condena a los recurrentes al pago
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sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Baraho-
na, de fecha 16 de julio de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No. 5771).

Recurrente: Santa Canario de Peña, c/s. Pininín Cuello.

IP

	 Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer SuStitu-
to de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña, Rafael
Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu
y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de San-
to Domingo, Distrito Nacional, hoy día 24 de marzo de
1965, años 122o. de la Independencia y 102o. de la Restau-
ración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santa Ca-
nario de Peña, dominicana, mayor de edad, de quehaceres
domésticos, domiciliada en el Callejón No. 2 del Barrio de
Villa Estela, de la ciudad de Barahona, cédula 4026, serie
18, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales y como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fe-
cha 16 de julio de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Que debe declarar y declara bueno y vá-
lido el recurso de Apelación interpuesto por el Magistrado
Procurador Fiscal, de este Distrito Judicial y Santa Cana-
rio de Peña; Contra la sentencia correccional dictada por  
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de las costas, con distracción de las civiles en provecho
Lic. Eliseo Romeo Pérez, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte;

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.--
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figUran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 24 DE MARZO DEL 1965
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Sobre el recurso de casación interpuesto por Santa Ca-
nario de Peña, dominicana, mayor de edad, de quehaceres
domésticos, domiciliada en el Callejón No. 2 del Barrio de.
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18, contra la sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales y como tribunal de segundo grado, por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en fe-
cha 16 de julio de 1964, cuyo dispositivo es el siguiente:
"Falla: Primero: Que debe declarar y declara bueno y vá-
lido el recurso de Apelación interpuesto por el Magistrado
Procurador Fiscal, de este Distrito Judicial y Santa Cana-
rio de Peña; Contra la sentencia correccional dictada por

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Rafael
Richiez Saviñón.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.--
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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•

el Juzgado de -Paz, de este Municipio, en fecha 23 de abril
de 1964, que descargó al nombrado Pininin Cuello del deli-
to de violación a la Ley No. 5771, en perjuicio de Santa Ca-
nario de Peña; Segundo: Que debe mantener y mantiene la
sentencia anterior del Juzgado de Paz de Barahona, en to-
das sus partes; Tercero: Declara las costas de oficio";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría

n	 del Juzgado a.-quo en fecha 24 de julio de 1964, a re queri- -
miento de los Dres. Luis Herminio Padilla, cédula 23940,
serie 18, y Milcíades Tejeda Melo, cédula 26018, serie 18,
en representación de la recurrente, en la cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de casa-
ción sea interpuesto por el Ministerio Público, por la parte
civil o por la persona civilmente responsable, el depósito
de un memorial con la exposición de los medios en que se
funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha mo-
tivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso la recurrente,
parte civil constituida, no invocó, cuando declaró su recur-
so, ningún medio determinado de casación, ni ha presenta-
do tampoco, con posterioridad a la declaración del recurso,
el memorial con la exposición de los medios que le sirven
de fundamento;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Santa Canario de Peña, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales y en gra-
do de apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Barahona, en fecha 16 de marzo de

1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena a la recurrente al pago
de las costas.

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
.• pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García

de Peña.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Alburquer-.

que C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 11
de octubre de 1963.

Materia: Tierras. (Reclamación de mejoras permanentes).

Recurrente: Miguel Bienvenido Brache Almánzar.
Abogado: Dr. Bienvenido Amaro.

Recurridos: Joaquínleftega h., Luis Basilio Ortega, Hilda Celeste
Alt. Lajara y compartes.	 4

Abogado: Lic. Freddy Prestol Castillo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Guarionex A. García de Peña, Leonte R. Albur-
querque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional,
hoy día 24 de marzo de 1965, años 122o. de la Independencia
y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguel
Bienvenido Brache Almánzar, dominicano, mayor de edad,
casado, agricultor, cédula No. 11, serie 55, domiciliado y
residente en la ciudad de Salcedo, Municipio del mismo nom-
bre, contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior
de Tierras de fecha 11 de octubre del 1963, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el Dr. R. Bienvenido Amaro, cédula 21463, serie
447, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclusio-

nes;
Oído el Lic. Freddy Prestol Castillo, cédula 8401, se-

rie 1, abogado de los recurridos Joaquín Ortega 1-1., Luis
Basilio Ortega, Hilda Celeste Altagracia Lajara Ortega,
Saroli Agustina Ortega, Luz Carmelina Ortega y Ana Sin-
forosa Ortega, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistúado Procurador General
Ide la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia el 17 de diciembre de 1963;

Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
de los recurridos, notificado al abogado del recurrente por
acto de alguacil de fecha 5 de febrero de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1961 del Código Civil; 120, 121,
y 124 de la Ley de Registro de Tierras; 141, 466, 474 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil; 1 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que el 23 de marzo de 1960 Miguel Bienvenido Brache Al-
mánzar sometió al Tribunal Superior de Tierras, una ins-
tancia en reclamación de mejoras permanentes fomenta-
das en la parcela No. 25 del Distrito Catastral No. 4 del
Municipio de San Francisco de Macorís, la cual fue notifi-
cada al propietario del terreno Joaquín Gregorio Ortega, y
al efecto, dicho Tribunal designó para su conocimiento y fa-
llo al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción original
con asiento en San Francisco de Macorís; b) el 10 de ju-
nio de 1963 Miguel Bienvenido Brache Almánzar demandó
incidentalmente el secuestro de la parcela prealudida en vis-
ta de que Tobías Lajara Rosario se había apoderado de las
mejoras reclamadas, el cual pedimento fue juzgado por el
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Materia: Tierras. (Reclamación de mejoras permanentes).
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Juez mencionado, por su sentencia de fecha 2 de agosto de
1963, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: Prime_
ro: Se acoge la instancia suscrita por los Doctores Neftali
Ventura Tejada y Rafael Astacio A., de fecha 10 de junio
de 1963, en nombre y representación del señor Miguel Bien-
venido Brache Almánzar, por ser justa y reposar en dere-
cho; Segundo: Se ordena el secuestro de las Parcelas No.
25 y 26-B del Distrito Catastral No. 4, sitio de La Naza,
Sección de Cruz de Cenoví, del Municipio de San Francis-
co de Macorís, con sus smejoras, hasta tanto se resuelva el
fondo de 4a litis existente; Tercero: Se designa a los seño-
res Eliseo González (Cheo) y Ernesto García (Neto) 2do.
Alcalde Pedáneo, dominicanos, mayores de edad, agricul-
tores, residentes en la Sección de Cruz de Cenoví, del Mu-
nicipio de San Francisco de Macorís, como secuestrados
de las mencionadas parcelas; Cuarto: Se ordena a los se-
cuestrarios señores ErneSto García y Eliseo González, pres-
tar juramento de ley antes de empezar a desempeñar sus
funciones; Quinto: Que la presente Decisión sea ejecutoria
provisionalmente no obstante cualquier recurso contra la
misma"; e) que contra la indicada sentencia interpuso re-
curso de apelación Tobías Lajara Rosario, lo que dió lugar
para que en la audiencia fijada para su conocimiento, los
sucesores de Joaquín G. Ortega, cuyos nombres se señalan
precedentemente, solicitaran del Tribunal Superior de Tie-
rras admitirlos como intervinientes en virtud del poder de
revisión que le confiere la ley; pronunciándose en tales cir-
cunstancias, la sentencia ahora impugnada en casación cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara
regular en la forma la apelación interpuesta por el señor
Tobías Antonio Lajara Rosario, en fecha 19 de agosto de
1963; Segundo: Se admite la intervención de los Suceso-
res de Joaquín G. Ortega, representados por el Lic. FrecIdy
Prestol Castillo; Tercero: Se revoca la Decisión No. 1 dic-
tada pór el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 2 de agosto de 1963, en relación con las Parcelas Nos.
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0 5 y 26-B del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de San
F'rancisco de Macorís";

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su
ocurso de casación los siguientes medios: Primer Medio:

Violación del artículo 1961 del Código Civil; Segundo Me-
dio: Desnaturalización de los hechos del proceso; Tercer
Iffixlio: Violación de los artículos 120, 121 y 124 de la Ley
de Registro de Tierras; Cuarto Medio: Violación en senti-
do general de la Ley de Registro de Tierras, y violación de
las reglas relativas a la tercería y a la intervención volun-
taria, y por ende violación de los artículos 466, 474 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil; Quinto Medio:
Insuficiencia de motivos. Motivos Hipotéticos y obscuros.
Falta de base legal. Motivación contradictoria. Sexto Me-
dio: Violación de los principios de la autoridad de la cosa
juzgada de las sentencias;

Considerando que en el desarrollo del primero, segun-
do, tercero, cuarto y sexto medios de casación reunidos, el
recurrente fundamentalmente alega lo siguiente: a) que

el caso debatido entre las partes en causa, concurren
as las condiciones necesarias para que fuera ordenado
secuestro judicial de la parcela No. 25 y 26-B del Distri-
Catastral No. 4 del Municipio de San Francisco de Ma-

rís, dado el carácter litigioso de las mejoras permanen-
tes ubicadas en dichas parcelas, el perjuicio que le causa
al recurrente el hecho de mantener en los terrenos referi-
dos la posesión de Tobías Antonio Lajara Rosario, y la au-
sencia de perjuicio en el caso de que dicho secuestro hu-
biese sido ordenado; quedando demostrada en la especie la
violación del artículo 1961 del Código Civil; b) que el Tri-

al a-quo ha desnaturalizado los hechos del proceso, al
irmar que el mantenimiento de la posesión de Tobías A.
jara Rosario en cuanto a las mejoras debatidas, no cons-

tuye peligro para el recurrente, puesto que, continúa afin-
ando el recurrente, la realidad es que dicha posesión si le

causa perjuicio grave e irreparable al producirse las_cose-
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Juez mencionado, por su sentencia de fecha 2 de agosto de
1963, cuyo dispositivo se transcribe a continuación: Prime-
ro: Se acoge la instancia suscrita por los Doctores Neftali
Ventura Tejada y Rafael Astacio A., de fecha 10 de junio,
de 1963, en nombre y representación del señor Miguel Bien-
venido Brache Almánzar, por ser justa y reposar en dere-
cho; Segundo: Se ordena el secuestro de las Parcelas No.
25 y 26-B del Distrito Catastral No. 4, sitio de La Naza
Sección de Cruz de Cenoví, del Municipio de San Francis-
co de Macorís, dOn sus ,mejoras, hasta tanto se resuelva el
fondo de	 litis existente; Tercero: Se designa a los serio;
res Eliseo González (Cheo) y Ernesto García (Neto) 2do.
Alcalde Pedáneo, dominicanos, mayores de edad, agricul-
tores, residentes en la Sección de Cruz de Cenoví, del Mu-
nicipio de San Francisco de Macorís, como secuestrarios
de las mencionadas parcelas; Cuarto: Se ordena a los se-
cuestrarios señores ErneSto García y Eliseo González, pres-
tar juramento de ley antes de empezar a desempeñar sus
funciones; Quinto: Que la presente Decisión sea ejecutoria
provisionalmente no obstante cualquier recurso contra la
misma"; c) que contra la indicada sentencia interpuso re-
curso de apelación Tobías Lajara Rosario, lo que dió lugar
para que en la audiencia fijada para su conocimiento, los
sucesores de Joaquín G. Ortega, cuyos nombres se señalan
precedentemente, solicitaran del Tribunal Superior de Tie-
rras admitirlos como intervinientes en virtud del poder de
revisión que le confiere la ley; pronunciándose en tales cir-
cunstancias, la sentencia ahora impugnada en casación cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Se declara
regular en la forma la apelación interpuesta por el señor
Tobías Antonio Lajara Rosario, en fecha 19 de agosto de
1963; Segundo: Se admite la intervención de los Suceso-
res de Joaquín G. Ortega, representados por el Lic. Freddy
Prestol Castillo; Tercero: Se revoca la Decisión No. 1 dic-
tada po-r el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 2 de agosto de 1963, en relación con las Parcelas Nos.
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25 y 26-B del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de San
Francisco de Macorís";

Considerando que el recurrente invoca en apoyo de su
recurso de casación los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del artículo 1961 del Código Civil; Segundo Me-
dio: Desnaturalización de los hechos del proceso; Tercer
Yiedio: Violación de los artículos 120, 121 y 124 de la Ley
de Registro de Tierras; Cuarto Medio: Violación en senti-
do general de la Ley de Registro de Tierras, y violación de
las reglas relativas a la tercería y a la intervención volun-

ia, y por ende violación de los artículos 466, 474 y si-
entes del Código de Procedimiento Civil; Quinto Medio:
uficiencia de motivos. Motivos Hipotéticos y obscuros.

alta de base legal. Motivación contradictoria. Sexto Me-
dio: Violación de los principios de la autoridad de la cosa
juzgada de las sentencias;

Considerando que en el desarrollo del primero, segun-
do, tercero, cuarto y sexto medios de casación reunidos, el
recurrente fundamentalmente alega lo siguiente: a) que
en el caso debatido entre las partes en causa, concurren
todas las condiciones necesarias para que fuera ordenado
'1 secuestro judicial de la parcela No. 25 y 26-B del Distri-

Catastral No. 4 del Municipio de San Francisco de Ma-
ris, dado el carácter litigioso de las mejoras permanen-

tes ubicadas en dichas parcelas, el perjuicio que le causa
al recurrente el hecho de mantener en los terrenos referi-
dos la posesión de Tobías Antonio Lajara Rosario, y la au-
sencia de perjuicio en el caso de que dicho secuestro hu-
biese sido ordenado; quedando demostrada en la especie la
violación del artículo 1961 del Código Civil; b) que el Tri-
unal a-quo ha desnaturalizado los hechos del proceso, al
firmar que el mantenimiento de la posesión de Tobías A.
jara Rosario en cuanto a las mejoras debatidas, no cons-

tuye peligro para el recurrente, puesto que, continúa afir-
mando el recurrente, la realidad es que dicha posesión si le
causa perjuicio grave e irreparable al producirse las cose-
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Chas de las mejoras en cuestión en provecho de los recurri-dos y en su detrimento, lo que en otros términos significa
que el Tribunal Superior de Tierras dió a los hechos un sen-
tido contrario a su naturaleza; c) que los sucesores de Joa-
quín Ortega (los recurridos), fueron parte en la instancia
introductiva de este asunto, cuando el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original conoció y falló el secuestro de las
aludidas parcelas; que, por tanto, los recurridos no fueron
terceros en ese Isunto„ es decir, que si los sucesores seña-
lados no estaban conformes con la sentencia del 2 de agos-
to de 1963, que autorizó el secuestro de referencia en cuan-
to a las mejoras, para impugnarla tenían la obligación de
apelar, y al no hacerlo así dicho fallo adquirió a su respec-
to la autoridad irrevocable de la cosa juzgada definitiva-
mente, y en consecuencia al admitirse como partes inter-
vinientes, por ante el tribunal a-quo, a los recurridos se
violaron los artículos 120, 121, y 124 de la Ley de Registro
de Tierras; d) para poder intervenir voluntariamente en
una instancia se requiere no haber sido parte, condición
que también se exige para deducir la tercería; que como
ya se ha expresado, los recurridos fueron parte en la ins-
tancia inicial del caso tratado y en esa virtud no podían in-
tervenir en la instancia de apelación, que al decidir lo con-
trario el tribunal a-quo incurrió en la violación de los tex-
tos legales citados; e) que al no apelar los recurridos de la
sentencia que ordenó el secuestro en el plazo legal, dicha
sentencia se hizo definitiva y por consiguiente su admisión
como interviniente implica la violación de la cosa juzgada;
pero,

Considerando que en cuanto a los alegatos contenidos
en las letras a y b, de conformidad con los términos del
artículo 1961 del Código Civil antes mencionado, los jue-
ces del fondo disponen de un poder soberano de aprecia-
ción para decidir si es procedente o no el secuestro de un
inmueble litigioso, y de igual manera, aprecian que el man-
tenimiento del demandado en posesión de dicho inmueble no

constituye un peligro ni causa perjuicio al demandante;
que en esa virtud, la sentencia impugnada en el aspecto
que se examina no cae bajo el control de la casación;

Considerando en lo que se refiere a la invocada viola-
ción de los artículos 120, 121 y 124 de la Ley de Registro
de Tierras, que el derecho de intervenir en el juicio de re-
visión relativo a las sentencias dictadas en Jurisdicción Ori-

i_' ginal, corresponde indistintamente a las personas que os-
tensiblemente han figurado como partes ante el Juez de
Primer Grado, como a aquellas que no hubiesen reclama-
do, en razón del carácter erga omne que tienen las deci-
siones pronunciadas en el saneamiento, así como por la cir-
cunstancia de que, la autoridad de la cosa juzgada no resi-
de en la sentencia de primera instancia mientras no se pro-
duce su confirmación sobre apelación o en virtud de la fa-
cultad de revisión que tiene el Tribunal Superior de Tie-
rras, criterio cuya aplicación tiene lugar en las litis sobre
derechos registrados; que en ese orden de ideas es evidente,
que el tribunal a-quo oyó regularmente como intervinientes
a los recurridos, sin violar los textos legales precitados;

Considerando en lo que se refiere al alegato conteni-
do en la letra d, que la intervención que ha sido admitida
jurisprudencialmente con motivo del juicio de revisión an-
te el Tribunal Superior de Tierras, tiene una naturaleza
sui-generis, y tiene su fundamento en las características
propias del procedimiento que se sigue ante la jurisdicción
catastral, como se ha hecho notar al contestar los alegatos
contenidos en la letra c; no siendo posible por esa virtud
las violaciones señaladas por el recurrente en este aspecto;

Considerando en lo que respecta a la violación de la
cosa juzgada, que este alegato constituye una reproducción
del tercer medio de casación, y su improcedencia ha queda-
do demostrada por las razones expuestas al contestarse di-
cho medio;

Considerando que en el desarrollo de su quinto me-
dio de casación, el recurrente sostiene que la sentencia im-
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chas de las mejoras en cuestión en provecho de los recurri-dos y en su detrimento, lo que en otros términos significa
que el Tribunal Superior de Tierras dió a los hechos un sen-
tido contrario a su naturaleza; e) que los sucesores de Joa-
quín Ortega (los recurridos), fueron parte en la instancia
introductiva de este asunto, cuando el Tribunal de Tierras
de Jurisdicción Original conoció y falló el secuestro de las
aludidas parcelal; que, por tanto, los recurridos no fueron
terceros en ese *sunto,_es decir, que si los sucesores seña-
lados no estaban conformes con la sentencia del 2 de agos-
to de 1963. que autorizó el secuestro de referencia en cuan-
to a las mejoras, para impugnarla tenían la obligación de
apelar, y al no hacerlo así dicho fallo adquirió a su respec-
to la autoridad irrevocable de la cosa juzgada definitiva-
mente, y en consecuencia al admitirse como partes inter-
vinientes, por ante el tribunal a-quo, a los recurridos se
violaron los artículos 120, 121, y 124 de la Ley de Registro
de Tierras; d) para poder intervenir voluntariamente en
una instancia se requiere no haber sido parte, condición
que también se exige para deducir la tercería; que como
ya se ha expresado, los recurridos fueron parte en la ins-
tancia inicial del caso tratado y en esa virtud no podían in-
tervenir en la instancia de apelación, que al decidir lo con-
trario el tribunal a-quo incurrió en la violación de los tex-
tos legales citados; e) que al no apelar los recurridos de la
sentencia que ordenó el secuestro en el plazo legal, dicha
sentencia se hizo definitiva y por consiguiente su admisión
como interviniente implica la violación de la cosa juzgada;
pero,

Considerando que en cuanto a los alegatos contenidos
en las letras a y b, de conformidad con los términos del
artículo 1961 del Código Civil antes mencionado, los jue-
ces del fondo disponen de un poder soberano de aprecia-
ción para decidir si es procedente o no el secuestro de un
inmueble litigioso, y de igual manera, aprecian que el man-
tenimiento del demandado en posesión de dicho inmueble no
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constituye un peligro ni causa perjuicio al demandante;
que en esa virtud, la sentencia impugnada en el aspecto
que se examina no cae bajo el control de la casación;

Considerando en lo que se refiere a la invocada viola-
ción de los artículos 120, 121 y 124 de la Ley de Registro

I. de Tierras, que el derecho de intervenir en el juicio de re-
visión relativo a las sentencias dictadas en Jurisdicción Ori-

_á_ ginal, corresponde indistintamente a las personas que os-
91" tensiblemente han figurado como partes ante el Juez de

Primer Grado, como a aquellas que no hubiesen reclama-
do, en razón del carácter erga omne que tienen las deci-
siones pronunciadas en el saneamiento, así como por la cir-
cunstancia de que, la autoridad de la cosa juzgada no resi-
de en la sentencia de primera instancia mientras no se pro-
duce su confirmación sobre apelación o en virtud de la fa-
cultad de revisión que tiene el Tribunal Superior de Tie-
rras, criterio cuya aplicación tiene lugar en las litis sobre
derechos registrados; que en ese orden de ideas es evidente,
que el tribunal a-quo oyó regularmente como intervinientes
a los recurridos, sin violar los textos legales precitados;

Considerando en lo que se refiere al alegato conteni-
do en la letra d, que la intervención que ha sido admitida
jurisprudencialmente con motivo del juicio de revisión an-
te el Tribunal Superior de Tierras, tiene una naturaleza
sui-generis, y tiene su fundamento en las características
propias del procedimiento que se sigue ante la jurisdicción
catastral, como se ha hecho notar al contestar los alegatos
contenidos en la letra c; no siendo posible por esa virtud
las violaciones señaladas por el recurrente en este aspecto;

Considerando en lo que respecta a la violación de la
cosa juzgada, que este alegato constituye una reproducción
del tercer medio de casación, y su improcedencia ha queda-
do demostrada por las razones expuestas al contestarse di-
cho medio;

Considerando que en el desarrollo de su quinto me-
dio de casación, el recurrente sostiene que la sentencia im-
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zar contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior
de Tierras en atribuciones civiles, de fecha 11 de octubre
de 1963, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
 costas, con distracción en provecho del Licenciado Freddy

Ilik
prestol Castillo, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Leonte R.
Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

-11#	 La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que_

- certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
t a

pugnada contiene motivos contradictorios al admitir la in-
tervención de los recurridos luego de sentar que en la Ju-
risdicción Catastral (Tribunal Superior de Tierras) no exis-
te el recurso de tercería ni la intervención, siendo la refe-
rida motivación además, insuficiente, obscura e hipotética '-
porque los jueces no dieron razones para considerar no se-
ria la demanda de secuestro, así como la que tiende al re-
gistro de las mejoras en discusión, y porque tian relaciona-
do el resultado del procedimiento de desalojo incoado en
perjuicio de Miguel Bienvenido Brache A., con la deman-
da de secuestro en cuestión a pesar de no existir entre am-~
bos asuntos al respecto ninguna relación, todo lo cual pone
de manifiesto también la falta de base legal invocada; pero,

Considerando que al contestar la alegada violación de -1^
los artículos 120, 121 y 124 de la Ley de Registro de Tie-
rras hecha por el recurrente, esta Suprema Corte de Jus-
ticia ha señalado el fundamento y el alcance de la inter-
vención por ante el Tribunal Superior de Tierras, lo que
se suple de oficio como motivo de puro derecho en relación -
con la contradicción de motivos preindicada; que por otro
lado los jueces del fondo no tienen que dar razones para
justificar su apreciación en el sentido de que la demanda
de secuestro no era seria, por tratarse de una cuestión que
entra en su poder soberano de apreciación; quedando de
esa manera suficientemente justificado el dispositivo del fa-
llo impugnado, por lo cual los demás motivos que dicho fa-
llo contiene en relación con el medio que se examina son
superabundantes; que por tanto dicho medio carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la misma contiene una suficiente ex-
posición de hechos que ha permitido a esta Corte verificar,
que en la especie se ha realizado una correcta aplicación de
la ley;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Miguel Bienvenido Brache Almán-
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pugnada contiene motivos contradictorios al admitir la in-
tervención de los recurridos luego de sentar que en la Ju-
risdicción Catastral (Tribunal Superior de Tierras) no exis..
te el recurso de tercería ni la intervención, siendo la refe-
rida motivación además, insuficiente, obscura e hipotética
porque los jueces no dieron razones para considerar no se-
ria la demanda de secuestro, así como la que tiende al re-
gistro de las mejoras en discusión, y porque han relaciona-
do el resultado del procedimiento de desalojo incoado en
perjuicio de Miguel Bienvenido Brache A., con la deman-
da de secuestro en cuestión a pesar de no existir entre am-
bos asuntos al respecto ninguna relación, todo lo cual pone
de manifiesto también la falta de base legal invocada; pero,

Considerando que al contestar la alegada violación de
los artículos 120, 121 y 124 de la Ley de Registro de Tie-
rras hecha por el recurrente, esta Suprema Corte de Jus-
ticia ha señalado el fundamento y el alcance de la inter-
vención por ante el Tribunal Superior de Tierras, lo que
se suple de oficio como motivo de puro derecho en relación
con la contradicción de motivos preindicada; que por otro
lado los jueces del fondo no tienen que dar razones para
justificar su apreciación en el sentido de que la demanda
de secuestro no era seria, por tratarse de una cuestión que
entra en su poder soberano de apreciación; quedando de
esa manera suficientemente justificado el dispositivo del fa-
llo impugnado, por lo cual los demás motivos que dicho fa-
llo contiene en relación con el medio que se examina son
superabundantes; que por tanto dicho medio carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la misma contiene una suficiente ex-
posición de hechos que ha permitido a esta Corte verificar,
que en la especie se ha realizado una correcta aplicación de
la ley;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Miguel Bienvenido Brache Almán-

zar contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior
de Tierras en atribuciones civiles, de fecha 11 de octubre
de 1963, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-i	 .
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, con distracción en provecho del Licenciado Freddy
Prestol Castillo, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Leonte R.
Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 3 de octubre de 1963.

Materia: Civil. (Derecho del hijo natural a procurarse en justicia
su filiación paterna).

Recurrentes: Emma Mejía Luna de Brea, Carmen Mejía Luna, Flor
Mejía Luna:cle Andújar y Pedro María Mejía Schewerer.

Abogados: Dres. Fausto E.'ciel Rosario C. y Federico C. Alvarez
hijo, y Licdos. Otacilio A. de Peña Páez y Federico C. Al-
varez.

Recurrido: Carlos María Correa.
Abogado: Lic. Juan de Jesús Curiel.

- Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leon-
te R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez
T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distri-
to Nacional, hoy día 26 de marzo de 1965, años 122o. de la
Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Emma
Mejía Luna de Brea y Carmen Mejía Luna, mayores de
edad, dominicanas, domiciliadas en la casa No. 10 de la ca-
lle La Cruz de la Ciudad de San Francisco de Macorís, Flor
María Mejía Luna de Andújar, dominicana, mayor de edad.

' domiciliada en la casa No. 200 de la calle 70, apartamiento
No. 15-H de la ciudad de New York, Estados Unidos de
Norteamérica; y Pedro María Mejía Schewerer, dominica-
no, mayor de edad, soltero, estudiante, domiciliado en San
Francisco de Macorís, cédula No. 29112, serie 56, contra
sentencia en sus atribuciones civiles, en fecha 3 de octubre
de 1963, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídos el Dr. Pablo Arnulfo Carlo D., cédula 41445, se-

rie 31, en representación de los Licenciados Otacilio A. Pe-
ña Páez, Federico C. Alvarez y Federico C. Alvarez hijo,
abogados de las recurrentes Emma Mejía Luna de Brea,
Carmen Mejía Luna y Flor María Luna de Andújar; y el
Lic. Américo Castillo C., cédula 4706, serie 56, en repre-
sentación del Dr. Fausto E. del Rosario C., abogado del re-
currente Pedro María Mejía Schewerer, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el Lic. Juan de Jesús Curiel, cédula 105, serie 37,
abogado del recurrido Carlos María Correa, dominicano,
mayor de edad, casado, empleado de Banco, domiciliado en
la casa No. 53 de la calle Salomé Ureña de la ciudad de
San Feo. de Macorís, cédula 1$903, serie 56, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de las recurrentes, Emma Mejía Luna de Brea, Carmen
Mejía Luna y Flor María Mejía Luna de Andújar, y depo-
sitado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en
fecha 30 de enero de 1964, en el cual se invocan los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado
del recurrente, Pedro María Mejía Schewerer, y deposita-
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fe-
cha 31 de enero de 1964, en el cual se invocan los medios
que se indican más adelante;



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 3 de octubre de 1963.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Pre-
sidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leon-
te R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez
T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distri-
to Nacional, hoy día 26 de marzo de 1965, años 122o. de la
Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Emma
Mejía Luna de Brea y Carmen Mejía Luna, mayores de
edad, dominicanas, domiciliadas en la casa No. 10 de la ca-
lle La Cruz de la Ciudad de San Francisco de Macorís, Flor
María Mejía Luna de Andújar, dominicana, mayor de edad.

Recurrido: Carlos María Correa.
Abogado: Lic. Juan de Jesús Curiel.

Recurrentes: Emma Mejía Luna de Brea, Carmen Mejía Luna, Flor
Mejía Lunade Andújar y Pedro María Mejia Schewerer.

Abogados: Dres. Fausto E. del Rosario C. y Federico C. Alvarez
hijo, y Licdos. Otacilio A. de Peña Páez y Federico C. Al-
varez.

Materia: Civil. (Derecho del hijo natural a procurarse en justicia
su filiación paterna).

- Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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domiciliada en la casa No. 200 de la calle 70, apartamiento
No. 15-11 de la ciudad de New York, Estados Unidos de
Norteamérica; y Pedro María Mejía Schewerer, dominica-
no, mayor de edad, soltero, estudiante, domiciliado en San
Francisco de Macorís, cédula No. 29112, serie 56, contra
sentencia en sus atribuciones civiles, en fecha 3 de octubre
de 1963, y cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídos el Dr. Pablo Arnulfo Carlo D., cédula 41445, se-

rie 31, en representación de los Licenciados Otacilio A. Pe-
ña Páez, Federico C. Alvarez y Federico C. Alvarez hijo,
abogados de las recurrentes Emma Mejía Luna de Brea,
Carmen Mejía Luna y Flor María Luna de Andújar; y el
Lic. Américo Castillo C., cédula 4706, serie 56, en repre-
sentación del Dr. Fausto E. del Rosario C., abogado del re-
currente Pedro María Mejía Schewerer, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el Lic. Juan de Jesús Curiel, cédula 105, serie 37,
abogado del recurrido Carlos María Correa, dominicano,
mayor de edad, casado, empleado de Banco, domiciliado en
la casa No. 53 de la calle Salomé Ureña de la ciudad de
San Feo. de Macorís, cédula 18903, serie 56, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
los de las recurrentes, Emma Mejía Luna de Brea, Carmen
lejía Luna y Flor María Mejía Luna de Andújar, y depo-

,itado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en
echa 30 de enero de 1964, en el cual se invocan los medios
lue se indican más adelante;

Visto el memorial de casación, suscrito por el abogado
del recurrente, Pedro María Mejía Schewerer, y deposita-
do en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fe-
cha 31 de enero de 1964, en el cual se invocan los medios
que se indican más adelante;
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Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado
del recurrido el 3 de marzo de 1964, y notificado a los recu-
rrentes en esa misma fecha;

Vista la ampliación al memorial de defensa, suscrito
por el abogado del recurrido en fecha 22 de julio de 1964; 4

Vista la instancia dirigida a la Suprema Corte de Jus-
ticia, en fecha 9 de junio de 1964, por los abogados de las
recurrentes, Emma Mejía Luna de Brea, Carmen Mejía Lu-
na y Flor María Mejía Luna de Andújar, mediante la cual
solicitan la fusión del recurso de casación interpuesto por
ellas, con el interpuesto por Pedro María Mejía Shewerer;

Vista la instancia dirigida a la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 10 de junio de 1964, por el Dr. Fausto E. del
Rosario C., en nombre del recurrente, Pedro María Mejía
Schewerer, por la cual da su consentimiento, para que se
unan ambos recursos de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 6 de la Ley 985 del 1945; y 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 28
de noviembre de 1962 la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia de Duarte dictó una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe recha-
zar y rechaza las conclusiones de la parte interviniente, se-
ñor Carlos María Correa Mejía, en cuanto a que se le de-
clare judicialmente hijo del fenecido Carlos María Mejía
hijo, por improcedente y mal fundada; Segundo: Que con-
secuencialmente, debe rechazar y rechaza la demanda
en intervención en la partición y liquidación de los bienes
sucesorales relictos por el finado Carlos María Mejía hijo,
interpuesta por el finado Carlos María Correa Mejía, por
falta de calidad; Tercero: Que debe condenar y condena al
señor Carlos María Correa Mejía, parte que sucumbe, al pa-
go de las costas, y cuya distrácción se ordena en favor de
los Dres. Fausto E. Rosario C. y O. M. Sócrates Peña Ló-

pez, por haber declarado haberlas avanzado en su mayor
parte"; b) que sobre el recurso de apelación del recurri-
do, Carlos María Correa, intervino la sentencia ahora im-
pugnada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-

rmllt clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por el señor Carlos Ma. Correa, contra sentencia de la Cá-
mara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 28 de no-
viembre de 1962; cuyo dispositivo figura copiado en otra
parte de la presente sentencia; Segundo: Revoca la senten-
cia apelada, y la Corte obrando por contrario imperio y
autoridad propia, rechaza las conclusiones de los apela-
,los, por improcedentes e infundadas; Tercero: Acoge las
conclusiones del apelante, señor Carlos María Correa y, en
consecuencia: a) Declara que el señor Carlos María Mejía
es el padre, con todas las consecuencias legales, del señor
Carlos María Correa; y b) Admite al señor Carlos María
Correa como interviniente en la demanda en liquidación y
partición de bienes sucesorales pertenecientes a la extinta
comunidad Mejía-Luna, intentada por la señora Emma Me-
iía. Luna de Brea, contra sus hermanos Carmen Mejía Lu-
na, Flor María Mejía Luna de Andújar y Pedro María Me-
i ía S.; Cuarto: Compensa, pura y simplemente, entre las
partes, las costas causadas, por tratarse de litis entre her-
manos";

Considerando que en sus memoriales de casación los
recurrentes invocan los siguientes medios: Violación del
artículo 6to. die la Ley 985 del 31 de agosto de 1945. Falsa
aplicación del artículo 328 del Código Civil; y, Violación
del artículo 12 de la misma Ley No. 985;

Considerando que en el presente caso procede la unión
de ambos recursos para ser decididos por una sola senten-
cia;

Considerando que en el desarrollo de sus medios de ca-
,,ación, reunidos, los recurrentes alegan en síntesis, que la
Corte de Apelación al dictar su sentencia violó las disposi-
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Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado
del recurrido el 3 de marzo de 1964, y notificado a los recu-
rrentes en esa misma fecha;

Vista la ampliación al memorial de defensa, suscrito
por el abogado del recurrido en fecha 22 de julio de 1964;

Vista la instancia dirigida a la Suprema Corte de Jus-
ticia, en fecha 9 de junio de 1964, por los abogados de las
recurrentes, Emma Mejía Luna de Brea, Carmen Mejía Lu-
na y Flor María Mejía Luna de Andújar, mediante la cual
solicitan la fusión del recurso de casación interpuesto por
ellas, con el interpuesto por Pedro María Mejía Shewerer;

Vista la instancia dirigida a la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 10 de junio de 1964, por el Dr. Fausto E. del
Rosario C., en nombre del recurrente, Pedro María Mejía
Schewerer, por la cual da su consentimiento, para que se
unan ambos recursos de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-.
berado y vistos los artículos 6 de la Ley 985 del 1945; y 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 28
de noviembre de 1962 la Cámara Civil y Comercial del Juz-
gado de Primera Instancia de Duarte dictó una sentencia
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Que debe recha-
zar y rechaza las conclusiones de la parte interviniente, se-
ñor Carlos María Correa Mejía, en cuanto a que se le de-
clare judicialmente 'hijo del fenecido Carlos María Mejía
hijo, por improcedente y mal fundada; Segundo: Que con-
secuencialmente, debe rechazar y rechaza la demanda
en intervención en la partición y liquidación de los bienes
sucesorales relictos por el finado Carlos María Mejía hijo,
interpuesta por el finado Carlos María Correa Mejía, por
falta de calidad; Tercero: Que debe condenar y condena al
señor Carlos María Correa Mejía, parte que sucumbe, al pa-
go de las costas, y cuya distrácción se ordena en favor de
los Dres. Fausto E. Rosario C. y O. M. Sócrates Peña Ló-

pez, por haber declarado haberlas avanzado en su mayor
parte"; b) que sobre el recurso de apelación del recurri-
do, Carlos María Correa, intervino la sentencia ahora im-
)ugnada, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-

, lara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por el señor Carlos Ma. Correa, contra sentencia de la Cá-
mara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha 28 de no-
viembre de 1962; cuyo dispositivo figura copiado en otra
)arte de la presente sentencia; Segundo: Revoca la senten-
cia apelada, y la Corte obrando por contrario imperio y
autoridad propia, rechaza las conclusiones de los apela-
dos, por improcedentes e infundadas; Tercero: Acoge las
'onclusiones del apelante, señor Carlos María Correa y, en
consecuencia: a) Declara que el señor Carlos María Mejía
es el padre, con todas las consecuencias legales, del señor
Carlos María Correa; y b) Admite al señor Carlos María
Correa como interviniente en la demanda en liquidación y
partición de bienes sucesorales pertenecientes a la extinta
comunidad Mejía-Luna, intentada por la señora Emma Me-
jía Luna de Brea, contra sus hermanos Carmen Mejía Lu-
na, Flor María Mejía Luna de Andújar y Pedro María Me-
jía S.; Cuarto: Compensa, pura y simplemente, entre las
partes, las costas causadas, por tratarse de litis entre her-
manos";

Considerando que en sus memoriales de casación los
recurrentes invocan los siguientes medios: Violación del
artículo 6to. (1,9, la Ley 985 del 31 de agosto de 1945. Falsa
aplicación del artículo 328 del Código Civil; y, Violación
del artículo 12 de la misma Ley No. 985;

Considerando que en el presente caso procede la unión
de ambos recursos para ser decididos por una sola senten-
cia;

Considerando que en el desarrollo de sus medios de ca-
', ación, reunidos, los recurrentes alegan en síntesis, que la
Corte de Apelación al dictar su sentencia violó las disposi-
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ciones del artículo 6to. de la Ley 985 del 31 de agosto de
1945 al declarar que Carlos María Correa era hijo de Car-
los María Mejía hijo, sin tener en cuenta que la acción eny declaración de paternidad la había iniciado el denuncian-te 37 años después de la fecha de su nacimiento, y a los 17años de promulgada la Ley, lo que ésta prohibe de manerainequívoca al fijar un plazo de cinco años, 

relativamentebreve, para proceder a ello; que la Corte a-qua estió:s....ve1• ficción en i ndaoución de la 15175-7-nr dad es imprescr
m

iptiblepara el hijo por tratarse de una accion en tedam.rvionestado y que el plazo de cinco anos establecido en el
cado artículo 6to. se

 refiere a la acción que puede inten-tar la madre, estableciendo así una distinción que la ley nopermite; que las disposiciones del artículo 6 de la referidaLey 985, continúan expresando los recurrentes, han sidoestablecidas exclusivamente en provecho de los hijos natu-rales que tienen menos de cinco años cumplidos; que esetexto legal no da lugar a interpretación, porque está conce-bido en términos claros y precisos, al fijar un plazo de 5años sin establecer distinciones;
Co

nsiderando que el artículo 6to. de la Ley 985 del 1945,
expresa que: "La filiación paternal puede ser establecida enjusticia a instancia de la madre o del hijo. En caso de muer-te, ausencia o incapacidad de la madre, a petición de cual-quier pariente materno, o a falta de éstos del Ministerio
Público, el Juez de Primera Instancia le designará al me-
nor un tutor especial que lo represente en la acción. La ac-
ción debe ser intentada contra el padre o sus herederos den-
tro de los cinco años del nacimiento";

Considerando que la Ley 985, mencionada, constituye
un avance en nuestra legislación en la situación de los hi-
jos naturales frente a las disposiciones prohibitivas delCódigo Civil y ella persigue propósitos fundamentales desupremo interés social, respondiendo a un pensamiento de
gran altura y a un criterio inspirado en la realidad de nues-
tras instituciones familiares; que en dicha ley se estable-
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ce, por primera vez entre nosotros, la posibilidad de deter-
minar en justicia la filiación paterna de los hijos naturales,
concediendo la acción a la madre y al hijo, lo que demues-
tra que el legislador quiso proteger con esta acción a los hi-
jos naturales que hasta el momento de la promulgación de
la ley estaban impedidos de establecer su filiación frente
al padre;

Considerando que, si bien la imprescriptibilidad es la
regla para las acciones en reclamación de estado, la ac-
ción en investigación de la paternidad natural, que es una
excepción a la 'prohibición general establecida en el Código
Civil, ha sido sometida por el legislador de la Ley 985 a
un plazo de cinco años, exigencia que se funda en el propó-
sito de prevenir litigios a una fecha muy distante de los he-
chos que pueden servir de base a la acción;

Considerando, que, en efecto, no hay dudas de que el
plazo establecido en la Ley vence con respecto a la madre,
cuando ésta deja transcurrir los cinco años después del na-
cimiento del hijo sin incoar la demanda; que sin embargo,
la intención del legislador, ha sido establecer el derecho
del hijo natural a procurarse en justicia su propia filiación
paterna; y en ese orden de ideas, resultaría fuera de la
equidad y la lógica jurídica, que se le negara al hijo natu-
ral, el derecho a ser árbitro del ejercicio de la acción, en
su nombre y por su cuenta, en el momento en que haya al-
canzado su plena capacidad para actuar y ejercer las accio-
nes que la Ley le reconoce; que, en consecuencia, es crite-
rio de esta Suprema Corte de Justicia, que el plazo estable-
cido por el artículo sexto de la Ley número 985, en lo que
concierne al ejercicio de la acción por el hijo natural, per-
sonalmente, empieza a contarse a partir de la fecha en que
este adquiere su plena capacidad legal, por haber cumplido
la mayor edad;

Considerando, que, en la especie, el examen del expe-
diente muestra que Carlos María Correa nació en fecha 17
de enero del 1925; que conforme a las disposiciones del ar-
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ciones del artículo 6to, de la Ley 985 del 31 de ag
1945 al declarar que Carlos María Correa era hijo 

de
osto de

Car-los María Mejía hijo, sin tener en cuenta que la acción endeclaración de paternidad la había iniciado el 
denuncian-te 37 años después de la fecha de su nacimiento, y a los 17años de promulgada la Ley, lo que ésta prohibe de manerainequívoca al fijar un plazo de cinco años, 

relativamentebreve, para proceder a ello; que la Corte a-qua	
ripp

estimó...1w1• cción en inda • ación de la 1751Z7',/-ndad es imprescriptibleestado y 
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hijo por años esta I	 cmz3iecido en mindi_por tratarse de una accion en	 la	 ción
cado artículo 6to. se refiere a la acción que puede inten-tar la madre, estableciendo así una distinción que la ley nopermite; que las disposiciones del artículo 6 de la referidaLey 985, continúan expresando los recurrentes, han sidoestablecidas exclusivamente en provecho de los hijos natu-rales que tienen menos de cinco años cumplidos; que esetexto legal no da lugar a interpretación, porque está conce-bido en términos claros y precisos, al fijar un plazo de 5años sin establecer distinciones;

Considerando que el artículo 6to. de la Ley 985 del 
1945,expresa que: "La filiación paternal puede ser establecida enjusticia a instancia de la madre o del hijo. En caso de muer-te, ausencia o incapacidad de la madre, a petición de cual-quier pariente materno, o a falta de éstos del Ministerio

Público, el Juez de Primera Instancia le designará al me-
nor un tutor especial que lo represente en la acción. La ac-
ción debe ser intentada contra el padre o sus herederos den-
tro de los cinco años del nacimiento";

Considerando que la Ley 985, mencionada, constituye
un avance en nuestra legislación en la situación de los hi-
jos naturales frente a las disposiciones prohibitivas delCódigo Civil y ella persigue propósitos fundamentales desupremo interés social, respondiendo a un pensamiento de
gran altura y a un criterio inspirado en la realidad de nues-
tras instituciones familiares; que en dicha ley se estable-
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ce, por primera vez entre nosotros, la posibilidad de deter-
minar en justicia la filiación paterna de los hijos naturales,
concediendo la acción a la madre y al hijo, lo que demues-
tra que el legislador quiso proteger con esta acción a los hi-
jos naturales que hasta el momento de la promulgación de
la ley estaban impedidos de establecer su filiación frente
al padre;

Considerando que, si bien la imprescriptibilidad es la
regla para las acciones en reclamación de estado, la ac-
ción en investigación de la paternidad natural, que es una
excepción a la prohibición general establecida en el Código
Civil, ha sido sometida por el legislador de la Ley 985 a
un plazo de cinco años, exigencia que se funda en el propó-
sito de prevenir litigios a una fecha muy distante de los he-
chos que pueden servir de base a la acción;

Considerando, que, en efecto, no hay dudas de que el
plazo establecido en la Ley vence con respecto a la madre,
cuando ésta deja transcurrir los cinco años después del na-
cimiento del hijo sin incoar la demanda; que sin embargo,
la intención del legislador, ha sido establecer el derecho
del hijo natural a procurarse en justicia su propia filiación
paterna; y en ese orden de ideas, resultaría fuera de la
equidad y la lógica jurídica, que se le negara al hijo natu-
ral, el derecho a ser árbitro del ejercicio de la acción, en
su nombre y por su cuenta, en el momento en que haya al-
canzado su plena capacidad para actuar y ejercer las accio-
nes que la Ley le reconoce; que, en consecuencia, es crite-
rio de esta Suprema Corte de Justicia, que el plazo estable-
cido por el artículo sexto de la Ley número 985, en lo que
concierne al ejercicio de la acción por el hijo natural, per-
sonalmente, empieza a contarse a partir de la fecha en que
este adquiere su plena capacidad legal, por haber cumplido
la mayor edad;

Considerando, que, en la especie, el examen del expe-
diente muestra que Carlos María Correa nació en fecha 17
de enero del 1925; que conforme a las disposiciones del ar-

1
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título 488 del Código Civil, vigentes en ese momento, Co-
rrea adquirió su mayor edad al cumplir los 21 años, o sea
el 17 de enero de 1946; que, por tanto, al ejercer su acción
en fecha 27 de abril de 1962, lo hizo después de vencido el
plazo de cinco años que señala la ley 985 de 1945;

Considerando que como en el presente caso los jueces
del fondo admitieron la referida demanda sobre el funda-
mento de que la acción del hijo era imprescriptible confor-
me al artículo 328 del Código Civil, violaron en la senten-
cia impugnada, las disposiciones del artículo 6to. de la men-
cionada Ley 985; que di consecuencia, dicho fallo debe ser
casado;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, pronun-
ciada en sus atribuciones civiles, en fecha 3 de octubre del
año 1963, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de La Vega; y, Segundo: Condena al recurrido al pa-
go de las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra ye- 4
lo de la Fuente.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez 1
Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.-
Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de enero de 1964.

Materia: Civil. (Demanda en reparación de daños y perjuicios).

Recurrente: Juana Morel.
Abogado: Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral.

Recurrido: Pan American World Airways Inc.
Abogados: Licdos. Rafael Feo. González y Ambrosio Alvarez Aybar.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Al-
burquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asisti-
dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 26 días del mes de marzo del 1965, años 122o. de
la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana
Morel, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada en la ciudad de Santiago, cédula 14573, se-
rie 31, contra la sentencia dictada en atribuciones civiles
por la Corte de apelación de Santo Domingo de fecha 20
de enero de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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llo, Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Primer Susti-
tuto de Presidente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo
Sustituto de Presidente; Guarionex A. García de Peña,
Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Al-
burquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asisti-

lir dos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacio-
nal, a los 26 días del mes de marzo del 1965, años 122o. de
la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana
Morel, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domésti-
cos, domiciliada en la ciudad de Santiago, cédula 14573, se-
rie 31, contra la sentencia dictada en atribuciones civiles
por la Corte de apelación de Santo Domingo de fecha 20
de enero de 1964, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

lir

Abogados: Licdos. Rafael Fco. González y Ambrosio Alvarez Aybar.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Julio A. Cue-
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título 488 del Código Civil, vigentes en ese momento, co_
rrea adquirió su mayor edad al cumplir los 21 años, o sea
el 17 de enero de 1946; que, por tanto, al ejercer su acci
en fecha 27 de abril de 1962, lo hizo después de vencido
plazo de cinco años que señala la ley 985 de 1945;

Considerando que como en el presente caso los juec
del fondo admitieron la referida demanda sobre el fund
mento de que la acción del hijo era imprescriptible confe
me al artículo 328 del Código Civil, violaron en la senil -i-
da impugnada, las disposiciones del artículo 6to. de la men-
cionada Ley 985; que en consecuencia, dicho fallo debe sci•
casado;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, pronun-
ciada en sus atribuciones civiles, en fecha 3 de octubre del
año 1963, y cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo; y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de La Vega; y, Segundo: Condena al recurrido al pa-
go de las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez
Saviñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.-
Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de enero de 1964.

'Materia: Civil. (Demanda en reparación de daños y perjuicios).

Recurrente: Juana Morel.

Abogado : Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral.
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Oído el Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral, cédula 2466
serie 57, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con:
clusiones;

Oído el Lic. Rafael Francisco González, cédula 139,
serie 1ra., por sí y en representación del Lic. Ambrosio
Alvarez, cédula 1537, serie 1ra., abogado de la recurrida
Pan American World Airways Inc., compañía de transpor-
te aéreo, organizada de conformidad con las leyes de los
Estados Unidos t. América, domiciliada en la planta baja
del Edificio No. /5 de la, calle El Conde, de esta ciudad, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el día 4 de mayo de 1964;

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados
de la recurrida y notificado al Abogado de la recurrente, el
día 1o. de junio de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 1382, 1384 del Código
Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda en daños y perjuicios intentada por Juana
Morel contra la Pan American World Airways Inc., la Cá-
mara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó,
en fecha 7 de diciembre de 1961, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: Primero: Ordena, de oficio, an-
tes de hacer derecho sobre la demanda civil en reparación
de daños y perjuicios de que se trata, interpuesta por Jua-
na Morel, contra la Pan American World Airways, Inc., un
informativo a cargo de la parte demandante, a fin de que
pruebe por testigos la pérdida de los efectos propiedad de
otras personas y de su propiedad que alega dicha deman-
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dante, así como el valor de los mismos; Segundo: Reserva
en cuanto sea de lugar la prueba contraria a la parte de-
mandada; Tercero: Nombra Juez-Comisario para proceder
a oír los testigos correspondientes a dicho informativo o po-
sible contra-informativo al Juez-Presidente de la Cámara
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional; Cuarto: Reserva las costas"; b) que por
acto de fecha 15 de mayo de 1962, el abogado de la de-
mandante renunció al informativo ordenado; c) que en fe-
cha 4 de julio de 1963, la referida Cámara dictó acerca del
caso, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente; PRI-
MERO: Rechaza, por falta de pruebas, la demanda en re-
paración de daños y perjuicios incoada por Juana Morel
contra la Pan American World Airways Inc., según acto
de fecha 18 de julio de 1961, notificado por el Alguacil Uli-
ses Hernández G.; SEGUNDO: Condena a Juana Morel,
parte sucumbiente, al pago de las costas, las cuales serán
distraídas en provecho de los abogados Lic. Juan Arce Me-
dina y Dr. Braulio Aurelio Fernández Pichardo, quienes

, afirman haberlas avanzado en su mayor parte"; d) que so-
bre el recurso de apelación interpuesto por Juana Morel
:contra la indicada sentencia, intervino el fallo ahora im-
'pugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-

MERO: Declara válido y regular en cuanto a la forma el
'presente recurso de apelación; SEGUNDO: En cuanto al
fondo rechaza las conclusiones de la parte intimante, por
improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Acoge las con-
clusiones de la parte intimada, y en consecuencia, confir-
ma la sentencia apelada de fecha 4 de julio de 1963, cuyo
dispositivo es del tenor siguiente: 'Falla: Primero: Rechaza,
por falta de pruebas, la demanda en reparación de daños
y perjuicios incoada por Juana Morel, contra la Pan Ame-
rican World Airways Inc., según acto de fecha 18 de julio
de 1961, notificado por el alguacil Ulises Hernández G.;
Segundo: Condena a Juana Morel, parte sucumbiente, al
pago de las costas, las cuales serán distraídas en provecho

1
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Oído el Dr. Fabio Tomás Vásquez Cabral, cédula 2466,
serie 57, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el Lic. Rafael Francisco González, cédula 139,
serie ira., por sí y en representación del Lic. Ambrosio
Alvarez, cédula 1537, serie ira., abogado de la recurrida
Pan American World Airways Inc., compañía de transpor-
te aéreo, organizada de conformidad con las leyes de los
Estados Unidos de América, domiciliada en la planta baja
del Edificio No. 79 de la calle El Conde, de esta ciudad, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, el día 4 de mayo de 1964;

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados
de la recurrida y notificado al Abogado de la recurrente, el
día lo. de junio de 1964;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 1382, 1384 del Código
Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda en daños y perjuicios intentada por Juana
Morel contra la Pan American World Airways Inc., la Cá-
mara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó,
en fecha 7 de diciembre de 1961, una sentencia cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: Primero: Ordena, de oficio, an-
tes de hacer derecho sobre la demanda civil en reparación
de daños y perjuicios de que se trata, interpuesta por Jua-
na Morel, contra la Pan American World Airways, Inc., un
informativo a cargo de la parte demandante, a fin de que
pruebe por testigos la pérdida de los efectos propiedad de
otras personas y de su propiedad que alega dicha deman-
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dante, así como el valor de los mismos; Segundo: Reserva
en cuanto sea de lugar la prueba contraria a la parte de-
mandada; Tercero: Nombra Juez-Comisario para proceder
a oír los testigos correspondientes a dicho informativo o po-
sible contra-informativo al Juez-Presidente de la Cámara
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional; Cuarto: Reserva las costas"; b) que por
acto de fecha 15 de mayo de 1962, el abogado de la de-
mandante renunció al informativo ordenado; c) que en fe-
cha 4 de julio de 1963, la referida Cámara dictó acerca del
caso, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente; PRI-
MERO: Rechaza, por falta de pruebas, la demanda en re-
paración de daños y perjuicios incoada por Juana Morel
contra la Pan American World Airways Inc., según acto
de fecha 18 de julio de 1961, notificado por el Alguacil Uli-
ses Hernández G.; SEGUNDO: Condena a Juana Morel,
parte sucumbiente, al pago de las costas, las cuales serán
distraídas en provecho de los abogados Lic. Juan Arce Me-
dina y Dr. Braulio Aurelio Fernández Pichardo, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte"; d) que so-
.bre el recurso de apelación interpuesto por Juana Morel
contra la indicada sentencia, intervino el fallo ahora im-
pugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara válido y regular en cuanto a la forma el
'presente recurso de apelación; SEGUNDO: En cuanto al
.fondo rechaza las conclusiones de la parte intimante, por
improcedentes y mal fundadas; TERCERO: Acoge las con-
clusiones de la parte intimada, y en consecuencia, confir-
ma la sentencia apelada de fecha 4 de julio de 1963, cuyo
dispositivo es del tenor siguiente: 'Falla: Primero: Rechaza,
por falta de pruebas, la demanda en reparación de daños
y perjuicios incoada por Juana Morel, contra la Pan Ame-
rican World Airways Inc., según acto de fecha 18 de julio
de 1961, notificado por el alguacil Ulises Hernández G.:
Segando: Condena a Juana Morel, parte sucumbiente, al
pago de las costas, las cuales serán distraídas en provecho
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de los abogados Lic. Juan Arce Medina, y Dr. Braulio Au_
relio Fernández Pichardo, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte'; "CUARTO: Condena a la parte
intimante señora Juana Morel, al pago de las costas y or-
dena su distracción en favor de los Licenciados Rafael Feo.
González, Juan Arce Medina, y Ambrosio Alvarez Aybar,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación
al artículo 141 dá Código de Procedimiento Civil. Falta de
motivos y de base legal. Segundo Medio: Violación al ar-
tículo 1315 del Código Civil. Tercer Medio: Violación a los
artículos 1382 y 1384 del Código Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tres
medios de casación, la recurrente alega en síntesis, lo si-
guiente: a) que la Corte a-qua en la sentencia impugnada
hace la afirmación de que la recurrente envió a la compa-
ñía una carta de reclamación en que se hacía constar que
dicha recurrente reclamaba "una maleta verde con rayas
rojas, ligeramente manchada y con uno de los pestillos ro-
tos", carta que jamás fue enviada, ni existe en el expedien-
te prueba alguna de ese hecho, que sirvió a la Corte a-qua
para fundamentar "en gran parte su sentencia; b) que la
recurrente probó mediante el documento de embarque, que
había despachado tres bultos en buen estado, bultos que la
compañía no entregó a su debido tiempo, sino 20 días des-
pués de la llegada de la pasajera al aeropuerto de Santo
Domingo; e) que la compañía cometió una falta al no en-
tregar el equipaje a la pasajera tan pronto como ésta llegó
al país, que esa falta produjo un daño moral a la recurren-
te por la consternación que le ocasionó pensando que no ha-
bía posibilidad de recuperarlo; que además, cuando apare-
ció la maleta le fue entregada rota, con daños en la cerra-
dura y varios efectos perdidos que la recurrente tuvo que
pagar; que al no admitirlo así, sostiene dicha recurrente,
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que la Corte a-qua, incurrió en la sentencia impugnada en
los vicios y violaciones denunciados; Pero,

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados en la presente
litis, dió por establecidos los siguientes hechos: a) que en
fecha 25 de marzo de 1961, Juana Morel despachó desde
New York según embarque 026-2003 628, por avión de la
Pan American World Airways, tres bultos que contenían
efectos personales, con destino a la ciudad de Santo Do-
mingo, República Dominicana; b) que esos bultos tenían
un peso de 52 kilos; y los efectos que eran de un valor de
150 pesos, fueron asegurados por $200.00; e) que en fecha
30 de marzo de 1961, lleEaron a la Aduana de esta ciudad,
dos de esos bultos con un peso de 36 kilos brutos, d) que en
fecha 1 de abril de 1961, llegó al país Juana Morel, proce-
dente de New York con un equipaje personal de dos bul-
tos que les fueron despachados inmediatamente; e) que los
dos bultos llegados el día 30 de marzo de 1961, fueron reti-
ados de la Aduana por Juana Morel, en fecha 11 de abril

de ese mismo año; f) que en fecha 15 de abril de 1961, llegó
a la Aduana de esta ciudad, el tercer bulto, del embarque
026-2-003 628, consistente en una maleta con efectos per-
sonales, que tenía las cerraduras rotas, amarrada con una
cuerda; que esa maleta tenía el mismo peso de 16 kilos bru-
tos que figuraba en el documento de embarque, y fue reti-
rado de la Aduana el día 19 de abril de 1961;

Considerando que de conformidad con las reglas de la
prueba todo aquel que alegue un hecho en justicia está en
la obligación de probarlo; que el examen de los argumentos
expuestos por la recurrente en sus medios de casación, tien-
den, en definitiva, a hacer una crítica a la interpretación
que hiciera la Corte a-qua de los elementos de prueba apor-
tados al debate; que la ponderación de la prueba es del po-
der soberano de los jueces del fondo; que, por tanto, la Su-
prema Corte de Justicia en funciones de Corte de Casa-
ción no puede censurarla a menos que se haya incurrido en



386	 BOLETÍN JUDICIAL
BOLETÍN JUDICIAL	 387

de los abogados Lic. Juan Arce Medina, y Dr. Braulio Au-
relio Fernández Pichardo, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte'; "CUARTO: Condena a la parte
intimante señora Juana Morel, al pago de las costas y or-
dena su distracción en favor de los Licenciados Rafael Feo.
González, Juan Arce Medina, y Ambrosio Alvarez Aybar,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación
al artículo 141 d'II Código de Procedimiento Civil. Falta de
motivos y de base legal. Segundo Medio: Violación al ar-
tículo 1315 del Código Civil. Tercer Medio: Violación a los
artículos 1382 y 1384 del Código Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus tres
medios de casación, la recurrente alega en síntesis, lo si-
guiente: a) que la Corte a-qua en la sentencia impugnada
hace la afirmación de que la recurrente envió a la compa-
ñía una carta de reclamación en que se hacía constar que
dicha recurrente reclamaba "una maleta verde con rayas
rojas, ligeramente manchada y con uno de los pestillos ro-
tos", carta que jamás fue enviada, ni existe en el expedien-
te prueba alguna de ese hecho, que sirvió a la Corte a-qua
para fundamentar "en gran parte su sentencia; b) que la
recurrente probó mediante el documento de embarque, que
había despachado tres bultos en buen estado, bultos que la
compañía no entregó a su debido tiempo, sino 20 días des-
pués de la llegada de la pasajera al aeropuerto de Santo
Domingo; c) que la compañía cometió una falta al no en-
tregar el equipaje a la pasajera tan pronto como ésta llegó
al país, que esa falta produjo un daño moral a la recurren-
te por la consternación que le ocasionó pensando que no ha-
bía posibilidad de recuperarlo; que además, cuando apare-
ció la maleta le fue entregada rota, con daños en la cerra-
dura y varios efectos perdidos que la recurrente tuvo que
pagar; que al no admitirlo así, sostiene dicha recurrente,

que la Corte a-qua, incurrió en la sentencia impugnada en
los vicios y violaciones denunciados; Pero,

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados en la presente
litis, dió por establecidos los siguientes hechos: a) que en
fecha 25 de marzo de 1961, Juana Morel despachó desde
New York según embarque 026-2003 628, por avión de la
Pan American World Airways, tres bultos que contenían
efectos personales, con destino a la ciudad de Santo Do-
mingo, República Dominicana; b) que esos bultos tenían
un peso de 52 kilos; y los efectos que eran de un valor de
150 pesos, fueron asegurados por $200.00; c) que en fecha
30 de marzo de 1961, llenaron a la Aduana de esta ciudad,
dos de esos bultos con un peso de 36 kilos brutos, d) que en
fecha 1 de abril de 1961, llegó al país Juana Morel, proce-

• dente de New York con un equipaje personal de dos bul-
. tos que les fueron despachados inmediatamente; e) que los

dos bultos llegados el día 30 de marzo de 1961, fueron reti-
rados de la Aduana por Juana Morel, en fecha 11 de abril
de ese mismo año; f) que en fecha 15 de abril de 1961, llegó
a la Aduana de esta ciudad, el tercer bulto, del embarque
026-2-003 628, consistente en una maleta con efectos per-
sonales, que tenía las cerraduras rotas, amarrada con una
cuerda; que esa maleta tenía el mismo peso de 16 kilos bru-
tos que figuraba en el documento de embarque, y fue reti-
rado de la Aduana el día 19 de abril de 1961;

Considerando que de conformidad con las reglas de la
prueba todo aquel que alegue un hecho en justicia está en
la obligación de probarlo; que el examen de los argumentos
expuestos por la recurrente en sus medios de casación, tien-
den, en definitiva, a hacer una crítica a la interpretación
que hiciera la Corte a-qua de los elementos de prueba apor-
tados al debate; que la ponderación de la prueba es del po-
der soberano de los jueces del fondo; que, por tanto, la Su-
prema Corte de Justicia en funciones de Corte de Casa-
ción no puede censurarla a menos que se haya incurrido en
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la desnaturalización de los hechos, lo que no ha ocurrido en
la especie;

Considerando que la Corte a-qua rechazó la demanda
de que se trata sobre el fundamento esencial, de que fa
recurrente no aportó la prueba, como era su deber, de que
la Compañía cometió alguna falta al no transportar juntos
los tres bultos que desde el 25 de marzo de 1961, la recu-
rrente había despachado desde New York, ya que, como
se expresa en eUfallo impugnado, en el contrato de trans-
porte de esos effictos no se estableció la fecha en que de-
bían ser entregados, "especialmente cuando ha quedado es-
tablecido que los tres bultos no formaban el equipaje pro-
piamente dicho.. . que debía ser transportado por la señora
Morel, puesto que los dos bultos que hacían de equipaje
propiamente dicho, les fueron entregados a su llegada"; que
además, en la sentencia impugnada consta que la recurren-
te no solamente no aportó la prueba del perjuicio sufrido,
sino que renunció a la medida de instrucción que para esos
fines, había ordenado, de oficio, el juez de primera instan-
cia; que, por otra parte, si bien es cierto que en la senten-
cia impugnada se expresa, sin prueba alguna, que la recu-
rrente envió a la Compañía la carta a que se ha hecho refe-
rencia, tal afirmación no es sino un motivo superabundan-
te del fallo impugnado que en nada influye en la solución
que se le tia dado a la presente litis; que finalmente, el exa-
men del fallo impugnado muestra que el mismo contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su disposi-
tivo, y una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en la especie se ha hecho una correc-
ta aplicación de la ley; que, en consecuencia, los medios
que se examinan carecen de fundamento y deben ser des-
estimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juana Morel contra sentencia dic

-tada en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de

Santo Domingo, en fecha 20 de enero de 1964 cuyo disposi-
tivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y Se-

gundo: Condena a Juana Morel, parte recurrente que su-
cumbe, al pago de las costas, ordenándose la distracción de
ellas en provecho de los Lics. Rafael Feo. González y Am-
brosio Alvarez, abogados de la recurrida Pan American
World Airways Inc., quienes afirmaron haberlas avanzado
en su mayor parte;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez

Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

• certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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la desnaturalización de los hechos, lo que no ha ocurrido en
la especie;

Considerando que la Corte a-qua rechazó la demanda
de que se trata sobre el fundamento esencial, de que la
recurrente no aportó la prueba, como era su deber, de que
la Compañía cometió alguna falta al no transportar juntos
los tres bultos que desde el 25 de marzo de 1961, la recu-
rrente había despachado desde New York, ya que, como
se expresa en eWallo impugnado, en el contrato de trans-
porte de esos effictos rro se estableció la fecha en que de-
bían ser entregados, "especialmente cuando ha quedado es-
tablecido que los tres bultos no formaban el equipaje pro-
piamente dicho... que debía ser transportado por la señora
Morel, puesto que los dos bultos que hacían de equipaje
propiamente dicho, les fueron entregados a su llegada"; que
además, en la sentencia impugnada consta que la recurren-
te no solamente no aportó la prueba del perjuicio sufrido,
sino que renunció a la medida de instrucción que para esos
fines, había ordenado, de oficio, el juez de primera instan-
cia; que, por otra parte, si bien es cierto que en la senten-
cia impugnada se expresa, sin prueba alguna, que la recu-
rrente envió a la Compañía la carta a que se ha hecho refe-
rencia, tal afirmación no es sino un motivo superabundan-
te del fallo impugnado que en nada influye en la solución
que se le ha dado a la presente litis; que finalmente, el exa-
men del fallo impugnado muestra que el mismo contiene
motivos suficientes y pertinentes que justifican su disposi-
tivo, y una exposición completa de los hechos y circunstan-
cias de la causa que ha permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en la especie se ha hecho una correc-
ta aplicación de la ley; que, en consecuencia, los medios
que se examinan carecen de fundamento y deben ser des-
estimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Juana Morel contra sentencia dic-
tada en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de

Santo Domingo, en fecha 20 de enero de 1964 cuyo disposi-
tivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo; y Se-
gundo: Condena a Juana Morel, parte recurrente que su-
cumbe, al pago de las costas, ordenándose la distracción de
ellas en provecho de los Lics. Rafael Feo. González y Am-
brosio Alvarez, abogados de la recurrida Pan American
World Airways Inc., quienes afirmaron haberlas avanzado
en su mayor parte;

(Firmados): Julio A. Cuello.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Guarionex A. García
de Peña.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Savi-
ñón.— Leonte R. Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Ro-
gelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo , d
fecha 19 de mayo de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No.. 1896).

Recurrente: Ing. Rafael Espada, representante de la Contratista
Obras, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón,
Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sán-
chez T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 26 de marzo de 1965, años 122o. de
la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diciencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ing.
Rafael Espada, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en esta ciudad en la casa No. 69 de la
Avenida Francia, cédula No. 39904, serie lra., 4represen-
tante de la Contratista de Obras, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 19 de mayo de 1964, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla: Pri-
mero: Declara nulo y sin ningún efecto el presente recurso
de oposición interpuesto por Rafael Espada, contra sen-
tencia dictada por esta Corte, en fecha 9 de enero de 1964,

cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "Primero:
Se pronuncia el defecto contra el prevenido Rafael Es-
pada, por no haber comparecido a esta audiencia para la
cual fue legalmente citado; Segundo: Confirma la senten-
cia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 2 de marzo de 1963,
cuyo dispositvo dice así: "Primero: Se pronuncia el defecto
en contra de la Contratista O. P., C. por A., representada
por Rafael Espada, de generales ignoradas, por no haber
comparecido a esta audiencia, para la cual fue regular-
mente citado; Segundo: Declara culpable del delito de vio-
lación a la Ley No. 1896, y, en consecuencia, se le condena
a tres (3) meses de prisión correccional y al pago de las
cotizaciones dejadas de pagar y al pago de las costas pena-
les causadas; Tercero: Condena al prevenido Rafael Espa-
da al pago de las costas'; Segundo: Ordena la ejecución pu-
ra y simple de la sentencia dictada por esta Corte en fecha
9 de enero de 1964, según su forma y tenor; Tercero: Con-
dena a Rafael Espada al pago de las costas";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de mayo de 1964,
a requerimiento del recurrente, en el cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 83 apartado k) de la Ley No.
1896, sobre Seguros Sociales de fecha 30 de diciembre de
1948, modificado por la Ley No. 5487, de fecha 11 de fe-
brero de 1961; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que de conformidad con el artículo 83
apartado k) de la Ley 1896, sobre Seguros Sociales de fe-
cha 30 de diciembre de 1948, modificado por la Ley No.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d
fecha 19 de mayo de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley No.. 1896).

Recurrente: Ing. Rafael Espada, representante de la Contratista de
Obras, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República, Dominicana.
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Luis Gómez Tavárez, Rafael Richiez Saviñón,
Leonte R. Alburquerque C., Elpidio Abreu y Rogelio Sán-
chez T., asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo, Dis-
trito Nacional, hoy día 26 de marzo de 1965, años 122o. de
la Independencia y 102o. de la Restauración, dicta en au-
diciencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Ing.
Rafael Espada, dominicano, mayor de edad, casado, domi-
ciliado y residente en esta ciudad en la casa No. 69 de la
Avenida Francia, cédula No. 39904, serie 1ra., reVesen-
tante de la Contratista de Obras, C. por A., contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 19 de mayo de 1964, en sus atribuciones correccio-
nales, cuyo dispositivo se copia a continuación: "Falla.: Pri-
mero: Declara nulo y sin ningún efecto el presente recurso
de oposición interpuesto por Rafael Espada, contra sen-
tencia dictada por esta Corte, en fecha 9 de enero de 1964,

cuyo dispositivo copiado textualmente dice así: "Primero:
',
1

Se pronuncia el defecto contra el prevenido Rafael Es-. pada, por no haber comparecido a esta audiencia para la
cual fue legalmente citado; Segundo: Confirma la senten-
cia apelada, dictada en atribuciones correccionales por la

,. r Primera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 2 de marzo de 1963,
cuyo dispositvo dice así: "Primero: Se pronuncia el defecto
en contra de la Contratista O. P., C. por A., representada
por Rafael Espada, de generales ignoradas, por no haber
comparecido a esta audiencia, para la cual fue regular-
mente citado; Segundo: Declara culpable del delito de vio-
lación a la Ley No. 1896, y, en consecuencia, se le condena
a tres (3) meses de prisión correccional y al pago de las
cotizaciones dejadas de pagar y al pago de las costas pena-
les causadas; Tercero: Condena al prevenido Rafael Espa-
da al pago de las costas'; Segundo: Ordena la ejecución pu-
ra y simple dé la sentencia dictada por esta Corte en fecha
9 de enero de 1964, según su forma y tenor; Tercero: Con-
dena a Rafael Espada al pago de las costas";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 22 de mayo de 1964,
a requerimiento del recurrente, en el cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 83 apartado k) de la Ley No.
1896, sobre Seguros Sociales de fecha 30 de diciembre de
1948, modificado por la Ley No. 5487, de fecha 11 de fe-
brero de 1961; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que de conformidad con el artículo 83
apartado k) de la Ley 1896, sobre Seguros Sociales de fe-
cha 30 de diciembre de 1948, modificado por la Ley No.
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5487, de fecha 11 de febrero de 1961, "Las sentencias que

dictaren los tribunales de justicia en esta materia serán
consideradas contradictorias, comparezcan o no los incul-
pados, y, en consecuencia, no serán susceptibles del recur.
so de oposición";

4Considerando que la Corte a-qua, al declarar nulo y sin 1
ningún valor ni efecto el recurso de oposición interpuesto
por Rafael Espada, contra la sentencia en defecto dicta-
da por la misma Corte en fecha 9 de enero de 1964, por no
haber comparecido el oponente, admitió implícitamente el I
mencionado recurso de'oposición contra una sentencia oue
no era susceptible de ese recurso, desconociendo así el ci-
tado artículo 83 apartado k); que en esas condiciones el
recurrente no puede válidamente quejarse en casación de
una sentencia que, como en la especie, ha declarado nulo
un recurso de oposición que por 'haberlo prohibido la ley,
debió ser declarado inadmisible por los jueces del fondo;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Ing. Rafael Espada,
representante de la Contratista O. P., C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, en fecha 19 de
mayo de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al
pago de la.e. costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez
Saviñón.— Leonte R. Alburquerque.— Elpidio Abreu.-
Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y tue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 26 de febrero de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Ben Bailey Basden.

Interviniente: Antonio Emilio Mellian Yáñez.
Abogado: Dr. Pendes Andújar Pimentel.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.
Elpidio Abreu, y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secre-
tario General, er ► la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día
29 de marzo de 1965, años 122o. de la Independencia y 102o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia;

14	 Sobre el recurso de casación interpuesto por Ben Bai-
ley Basden, dominicano, casado, mecánico, mayor de edad,
domiciliado en la casa No. 74 de la sección Mendoza del
Distrito Nacional, cédula 55345, serie 1, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 26 de febrero de 1964,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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5487, de fecha 11 de febrero de 1961, "Las sentencias oue
dictaren los tribunales de justicia en esta materia serán
consideradas contradictorias, comparezcan o no los incul..
pados, y, en consecuencia, no serán susceptibles del recur-
so de oposición";

Considerando que la Corte a-qua, al declarar nulo y sin
ningún valor ni efecto el recurso de oposición interpuesto
por Rafael Espada, contra la sentencia en defecto dicta-
da por la misma Corte en fecha 9 de enero de 1964, por no
haber comparecido el oponente, admitió implícitamente el
mencionado recátso de,.oposición contra una sentencia oue
no era susceptible de ese recurso, desconociendo así el ci-
tado artículo 83 apartado k); que en esas condiciones el
recurrente no puede válidamente quejarse en casación de
una sentencia que, como en la especie, ha declarado nulo
un recurso de oposición que por haberlo prohibido la ley,
debió ser declarado inadmisible por los jueces del fondo;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Ing. Rafael Espada,
representante de la Contratista O. P., C. por A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, en sus atribuciones correccionales, en fecha 19 de
mayo de 1964, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al
pago de la g' costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Luis Gómez Tavárez.— Rafael Richiez
Saviñón.— Leonte R. Alburquerque.— Elpidio Abreu.-
Rogelio Sánchez T.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MARZO DEL 1965

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 26 de febrero de 1964.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Ben Bailey Basden.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel D.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.
Elpidio Abreu, y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy día
29 de marzo de 1965, años 122o. de la Independencia y 102o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como cor-
te de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ben Bai-
ley Basden, dominicano, casado, mecánico, mayor de edad,
domiciliado en la casa No. 74 de la sección Mendoza del
Distrito Nacional, cédula 55345, serie 1, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, en fecha 26 de febrero de 1964,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el Dr. Pericles Andújar Pimentel, cédula 51617,
serie 1, abogado del interviniente Antonio Emilio Mellian
Yáñez, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-
cha 13 de marzo de 1964, a _requerimiento del Dr. Rafael
Lolet Santamaría, a nombre y representación del Dr. Jo-
sé M. Elsevif, ahogado del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio detei'ininado de casación;

Visto el escrito de intervención de fecha 4 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el Dr. Pericles Andújar Pimen-
tel, abogado del interviniente;

Visto el escrito de ampliación del interviniente de fe-
cha 7 de septiembre de 1964, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 párrafo D y 6 de la Ley
5771; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión
de un sometimiento contra Ben Bailey Basden por viola-
ción a la Ley 5771 en perjuicio de Antonio Emilio Mellian
Yáñez, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional dictó en fecha 11 de sep-
tiembre de 1963, una sentencia en defecto con el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y válida la
constitución en parte civil en cuanto a la forma hecha por
el Sr. Antonio Emilio Mellian Yáñez, por conducto de su
abogado constituido Dr. Pericles Andújar Pimentel, con-
tra el nombrado Ben Bailey Basden; Segundo: Pronuncia
el defecto contra el nombrado Ben Bailey Basden, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Tercero: Declara al nombrado Ben Bai-
ley Basden, de generales ignoradas, prevenido de violación
a la Ley 5771, en perjuicio de Antonio Emilio Mellian, cul-
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pable del referido delito, y, en consecuencia se le condena a
sufrir la pena de un año de prisión correccional; Cuarto:
Condena al nombrado Ben Bailey Basden a pagar una in-
demnización en favor de la parte civil constituída Antonio
Emilio Mellian de dos mil pesos oro (RD$2,000.00) como
justa reparación por los daños y perjuicios, morales y ma-
teriales sufridos por éste con motivo del accidente; Quin-
to: Ordena la cancelación de la licencia para el manejo del
vehículo de motor expedida a favor del nombrado Ben Bai-
ley Basden, por el término de un año, a partir de la pena
principal; Sexto: Condena al nombrado Ben Bailey Basden
al pago de las costas penales; Séptimo: Condena, al nom-
brado Ben Bailey Basden al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas, en provecho del Dr. Pericles An-
dújar Pimentel, abogado de la parte civil constituída, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que so-
bre recurso de oposición del prevenido, la misma cámara,
pronunció en fecha 3 de diciembre de 1963 una sentencia
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia im-
pugnada; c) que sobre recurso de apelación del prevenido
intervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el preveni-
do Ben Bailey Basden, por haber sido incoado en tiempo
hábil y conforme a las reglas de procedimiento; Segundo:
Rechaza por improcedentes y mal fundadas las conclusiones

›, incidentales formuladas por el Doctor Luis de la Cruz, a
ze nombre y representación del prevenido Ben Bailey Basden;

Tercero: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribu-
, iones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal

del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha tres (3) del mes de diciembre del año mil novecien-
tos sesentitrés (1963), cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones
incidentales presentadas por el prevenido Ben Bailey Bas-
den, por conducto de su abogado constituido Dr. José M.
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Oído el Dr. Pericles Andújar Pimentel, cédula 51617,
serie 1, abogado del interviniente Antonio Emilio Mellian
Yáñez, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en fe-
cha 13 de marzo de 1964, a _requerimiento del Dr. Rafael
Lolet Santamaría, a nombre y representación del Dr. Jo-
sé M. Elsevif, abogado del recurrente, en la cual no se in-
voca ningún medio detei-minado de casación;

Visto el escrito de intervención de fecha 4 de septiem-
bre de 1964, suscrito por el Dr. Pericles Andújar Pimen-
tel, abogado del interviniente;

Visto el escrito de ampliación del interviniente de fe-
cha 7 de septiembre de 1964, firmado por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 1 párrafo D y 6 de la Ley
5771; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión
de un sometimiento contra Ben Bailey Basden por viola-
ción a la Ley 5771 en perjuicio de Antonio Emilio Mellian
Yáñez, la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional dictó en fecha 11 de sep-
tiembre de 1963, una sentencia en defecto con el siguiente
dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y válida la
constitución en parte civil en cuanto a la forma hecha por
el Sr. Antonio Emilio Mellian Yáñez, por conducto de su
abogado constituido Dr. Pericles Andújar Pimentel, con-
tra el nombrado Ben Bailey Basden; Segundo: Pronuncia
el defecto contra el nombrado Ben Bailey Basden, por no
haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sido
legalmente citado; Tercero: Declara al nombrado Ben Bai-
ley Basden, de generales ignoradas, prevenido de violación
a la Ley 5771, en perjuicio de Antonio Emilio Mellian, cul-

pable del referido delito, y, en consecuencia se le condena a
sufrir la pena de un año de prisión correccional; Cuarto:
Condena al nombrado Ben Bailey Basden a pagar una in-

- demnización en favor de la parte civil constituída Antonio
Emilio Mellian de dos mil pesos oro (RD$2,000.00) como
justa reparación por los daños y perjuicios, morales y ma-,
teriales sufridos por éste con motivo del accidente; Quin-
to: Ordena la cancelación de la licencia para el manejo del
vehículo de motor expedida a favor del nombrado Ben Bai-
ley Basden, por el término de un año, a partir de la pena
principal; Sexto: Condena al nombrado Ben Bailey Basden

. al pago de las costas penales; Séptimo: Condena, al nom-
brado Ben Bailey Basden al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas, en provecho del Dr. Pericles An-
dújar Pimentel, abogado de la parte civil constituida, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; b) que so-
bre recurso de oposición del prevenido, la misma cámara,
pronunció en fecha 3 de diciembre de 1963 una sentencia
cuyo dispositivo aparece inserto en el de la sentencia im-
pugnada; c) que sobre recurso de apelación del prevenido
intervino la sentencia ahora impugnada con el siguiente dis-
positivo: "Falla: Primero: Declara regular y válido, en la
forma, el recurso de apelación interpuesto por el preveni-
cIo Ben Bailey Basden, por haber sido incoado en tiempo
hábil y conforme a las reglas de procedimiento; Segundo:
Rechaza por improcedentes y mal fundadas las conclusiones
incidentales formuladas por el Doctor Luis de la Cruz, a
hombre y representación del prevenido Ben Bailey Basden;
"Fereero: Confirma la sentencia apelada, dictada en atribu-
,.iones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en
fecha tres (3) del mes de diciembre del año mil novecien-
tos sesentitrés (1963), cuyo dispositivo copiado textual-
mente dice así: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones
incidentales presentadas por el prevenido Ben Bailey Bas-
den, por conducto de su abogado constituido Dr. José M.
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Elsevif, por improcedentes e infundadas; Segundo: Decla-
ra nulo el recurso de oposición interpuesto por el nombra-
do Ben Bailey Basden, de generales ignoradas, contra sen-
tencia dictada por esta 2da. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 11 de sep-
tiembre de 1963, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Decla-
ra regular y válida la constitución en parte civil en cuan-
to a la forma, hecha por el Sr. Antonio Emilio Mellian Yá-
ñez, por conductilde sq . abogado constituido Dr. Pericles
Andújar Pimentel, contra el nombrado Ben Bailey Bas-
den; Segundo: Pronuncia el defecto contra el nombrado Ben
Bailey Basden, por no haber comparecido a la audiencia,
no obstante haber sido legalmente citado; Tercero: Decla-
rara al nombrado Ben Bailey Basden, de generales ignora-
das, prevenido de Violación a la Ley 5771, en perjuicio de
Antonio Emilio Mellian Yáñez, culpable del referido deli-
to, y, en consecuencia se le condena a sufrir la pena de un
año de prisión correccional; Cuarto: Condena al nombrado
Ben Bailey Basden a pagar una indemnización en favor de
la parte civil constituida Antonio Emilio Mellian Yáñez. Y
de dos mil pesos oro 1RD$2,000.) como justa reparación por
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por éste
con motivo del accidente; Quinto: Ordena la cancelación de
la licencia para el manejo de vehículo de motor expedida a
favor del nombrado Ben Bailey Basden, por el término de
un año, a partir de la extinción de la pena principal; Sexto:
Condena al nombrado Ben Bailey Basden al pago de las
costas penales; Séptimo: Condena al nombrado Ben Bailey
Basden al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Pericles Andújar Pimentel,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte'; Tercero: Condena al recu-
rrente Ben Bailey Basden, al pago de las costas de su re-
curso, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Pericles Andújar Pimentel quien afirma haberlas avanza-
do en su mayor parte"; Cuarto: Condena al prevenido Ben

Bailey Basden, al pago de las costas penales y civiles, con
distracción de estas últimas en provecho del Dr. Pericles
Andújar Pimentel, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando \que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, los siguientes hechos: a) que en fecha 7 de mayo de
1963, Ben Bailey Basden mientras conducía el vehículo pla-
ca 21614 en la autopista que conduce de Boca Chica a esta
Ciudad de Santo Domingo, se produjo un vuelco en el cual
resultó con lesión permanente (pérdida de la mano dere-
cha) Antonio Emilio Mellian Yáñez; b) que el accidente
se debió a la forma torpe e imprudente en que actuó el pre-
venido, ya que hizo un viraje violento para evadir a un ani-
mal que estaba en la autopista, a 10 metros de distancia,
sin antes frenar ni reducir la velocidad a un límite razo-
nable, que le permitiera evitar el accidente, estrellándose
contra el paseo que separa las dos vías de la misma;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo de Ben Bailey Basden el
delito de violación a la Ley 5771 en perjuicio de Antonio

c Emilio Mellian Yáñez previsto y sancionado por el artícu-

l
' lo 1 letra D de la mencionada ley con prisión de nueve me-

,- ses a tres años y multa de doscientos a setecientos pesos;
que al condenar al prevenido después de declararlo culpa-
ble del indicado delito a sufrir un año de prisión correccio-
nal acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua hi-
zo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles que
la Corte a-qua dió por establecido que con motivo del deli-
to cometido por el prevenido, la parte civil constituída An-
tonio Emilio Mellian Yáñez, sufrió lesiones que le ocasio-
naron; . 	 daños morales y materiales, los cuales fijó sobera-
namente en la suma de dos mil pesos oro (RD$2,000.00);
que al condenar al prevenido al pago de la suma mencio-
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Elsevif, por improcedentes e infundadas; Segundo: Decla-
ra nulo el recurso de oposición interpuesto por el nombra-
do Ben Bailey Basden, de generales ignoradas, contra sen-
tencia dictada por esta 2da. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 11 de sep-
tiembre de 1963, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Decla-
ra regular y válida la constitución en parte civil en cuan-
to a la forma, heha por el Sr. Antonio Emilio Mellian Yá-
ñez, por conductW' de su. abogado constituido Dr. Pendes
Andújar Pimentel, contra el nombrado Ben Bailey Bas-
den; Segundo: Pronuncia el defecto contra el nombrado Ben
Bailey Basden, por no haber comparecido a la audiencia,
no obstante haber sido legalmente citado; Tercero: Decla-
rara al nombrado Ben Bailey Basden, de generales ignora-
das, prevenido de Violación a la Ley 5771, en 'perjuicio de
Antonio Emilio Mellian Yáñez, culpable del referido deli-
to, y, en consecuencia se le condena a sufrir la pena de un
año de prisión correccional; Cuarto: Condena al nombrado
Ben Bailey Basden a pagar una indemnización en favor de
la parte civil constituida Antonio Emilio Mellian Yáñez. Y
de dos mil pesos oro (RD$2,000.) como justa reparación por
los daños y perjuicios morales y materiales sufridos por éste
con motivo del accidente; Quinto: Ordena la cancelación de
la licencia para el manejo de vehículo de motor expedida a
favor del nombrado Ben Bailey Basden, por el término de
un año, a partir de la extinción de la pena principal; Sexto:
Condena al nombrado Ben Bailey Basden al pago de las
costas penales; Séptimo: Condena al nombrado Ben Bailey
Basden al pago de las costas civiles, con distracció n de las
mismas en provecho del Dr. Pendes Andújar Pimentel,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte'; Tercero: Condena al recu-
rrente Ben Bailey Basden, al pago de las costas de su re-
curso, con distracción de las mismas en provech o del Dr.
Pendes Andújar Pimentel quien afirma Saberlas avanza-
do en su mayor parte"; Cuarto: Condena al prevenido Ben

Bailey Basden, al pago de las costas penales y civiles, con
distracción de estas últimas en provecho del Dr. Pericles
Andújar Pimentel, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad";

Considerando-que la Corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, los siguientes hechos: a) que en fecha 7 de mayo de
1963, Ben Bailey Basden mientras conducía el vehículo pla-
ca 21614 en la autopista que conduce de Boca Chica a esta
Ciudad de Santo Domingo, se produjo un vuelco en el cual
resultó con lesión permanente (pérdida de la mano dere-
cha) Antonio Emilio Mellian Yáñez; b) que el accidente
se debió a la forma torpe e imprudente en que actuó el pre-
venido, ya que hizo un viraje violento para evadir a un ani-
mal que estaba en la autopista, a 10 metros de distancia,
sin antes frenar ni reducir la velocidad a un límite razo-
nable, que le permitiera evitar el accidente, estrellándose
contra el paseo que separa las dos vías de la misma;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo de Ben Bailey Basden el
delito de violación a la Ley 5771 en perjuicio de Antonio
Emilio Mellian Yáñez previsto y sancionado por el artícu-
lo 1 letra D de la mencionada ley con prisión de nueve me-
ses a tres años y multa de doscientos a setecientos pesos;
que al condenar al prevenido después de declararlo culpa-
ble del indicado delito a sufrir un año de prisión correccio-
nal acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua hi-
zo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles que
- la Corte a-qua dió por establecido que con motivo del deli-

to cometido por el prevenido, la parte civil constituida An-
tonio Emilio Mellian Yáñez, sufrió lesiones que le ocasio-
naron daños morales y materiales, los cuales fijó sobera-

- namente en la suma de dos mil pesos oro (RD$2.000.00) ;
que al condenar al prevenido al pago de la suma mencio-
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nada a título de indemnización en favor de la parte civil
constituida, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos y
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Antonio Emilio
Mellian Yáñez, como interviniente; Segundo: Rechaza el
recurso de casación interpuesto por Ben Bailley Basden
contra sentencia dictada eri atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 26 de fe-
brero de 1964, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al
pago de las costas, ordenándose la distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Pericles Andújar Pimentel, aboga-
do del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad;

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MARZO DEL 1965

Recurrente: Ramón Antonio Gómez Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel B.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-

,: dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,
Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 29 días
del mes de marzo del 1965, años 122o. de la Independencia

: y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-
mo corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Antonio Gómez Martínez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chauffer, domiciliado y residente en la ciudad de San-
to Domingo, en la Avenida George Washington, cédula 1824,
serie 68, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fe-
cha 19 de agosto de 1963, cuyo dispositivo aparece copiado

ás adelante;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
zmizimmimmiziiiiiiimmamilmiazzinionialsza, Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de agosto de 1963.

111ateria : Correccional. (Violación a la Ley 5771).

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia publica del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Al-
burquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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nada a título de indemnización en favor de la parte civil
constituída, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación del
artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos y
en lo que concierne al interés del prevenido, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Admite a Antonio Emilio
Mellian Yáñez, como interviniente; Segundo: Rechaza el
recurso de casación interpuesto por Ben Bailley Basden
contra sentencia dictada eri atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 26 de fe-
brero de 1964, cuyo dispositivo aparece copiado en otro lu-
gar del presente fallo; y Tercero: Condena al recurrente al
pago de las costas, ordenándose la distracción de las mis-
mas en provecho del Dr. Pericles Andújar Pimentel, aboga-
do del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad;

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Guarionex A. García de Peña.— Luis
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.— Leonte R. Al-
burquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio Sánchez T.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del dia, mes y año en él expresados, y tue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

SENTENCIA DE FECHA 29 DE MARZO DEL 1965

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de agosto de 1963.

Materia: Correccional. (Violación a la Ley 5771).

Recurrente: Ramón Antonio Gómez Martínez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel B.
Bergés Chupani, Primer Sustituto en funciones de Presi-
dente; F. E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de
Presidente; Guarionex A. García de Peña, Luis Gómez Ta-
várez, Rafael Richiez Saviñón, Leonte R. Alburquerque C.,

: Elpidio Abreu y Rogelio Sánchez T., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, a los 29 días
del mes de marzo del 1965, años 122o. de la Independencia
y 102o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, co-

_ mo corte de casación, la siguiente sentencia:

–

. _0,
Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón

Antonio Gómez Martínez, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, chauffer, domiciliado y residente en la ciudad de San-

, to Domingo, en la Avenida George Washington, cédula 1824,
serie 68, contra sentencia dictada en atribuciones correccio-

. ríales por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fe--
' cha 19 de agosto de 1963, cuyo dispositivo aparece copiado

más adelante;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
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Secretaría de la Corte a-qua en fecha 23 de agosto de 1963
a requerimiento del recurrente, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 letra c) de la ley 5771, 463
del Código Penal, 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
3 de agosto de4' 1962, fueron sometidos a la acción de la
justicia los nombradol Ramón Antonio Gómez Martínez y
Próspero Antonio Cortorreal Polanco, por violación a la
ley 5771 en perjuicio de varias personas, b) que debidamen-
te apoderada la Segunda Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 19
de diciembre de 1962, una sentencia cuyo dispositivo se
encuentra inserto en el de la sentencia ahora impugnada;
e) que sobre recursos de apelación interpuestos por los pre-
venidos y la parte civil constituida César A. Montolío, in-
tervino la sentencia impugnada con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma los presentes re-
cursos de apelación, por haberlds incoado dentro del plazo
legal y conforme a las reglas procedimentales; SEGUNDO:
Declara buena y válida la constitución en parte civil hecha
por el señor César A. Montolío, contra el prevenido Próspe-
ro Antonio Cortorreal; TERCERO: Confirma en todas sus
partes la sentencia recurrida dictada por la Segunda Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, en fecha 19 del mes de diciembre del año 1962, cu-
yo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declara a
los nombrados Ramón Antonio Gómez Martínez y Próspero
Antonio Cortorreal Polanco, de generales anotadas, preve-
nidos del delito de violación a las leyes 5771 y 4809, en
perjuicio de César A. Montolío, Victoriana González y Fa-
bio Floiran, culpables de los referidos delitos, y, en conse-
cuencia se les condena a Próspero Antonio Cortorreal P.
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al pago de una multa de RD$50.00 y Ramón Antonio Gó-
mez M. al pago de RD$30.00 de multa; acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Segundo: Declara buena y
válida en la forma la constitución en parte civil del señor
César A. Montolío, contra el nombrado Próspero Antonio
Cortorreal Polanco y en consecuencia condena al precitado
Corterreal Polanco a pagar una indemnización de RD$500.
(Quinientos Pesos Oro) en favor de la parte civil constituí-
da señor César A. Montolío, por los daños y perjuicios mo-
rales y materiales sufridos por éste con motivo del hecho
cometido por Cortorreal Polanco; Tercero: Condena al nom-
brado Próspero Antonio Cortorreal Polanco al pago de las
costas civiles y penales, con distracción de las primeras en
provecho del Dr. Angel Flores Ortiz, quien afirma haber-
las avanzado en su mayor parte; Cuarto: Condena a Ramón
Antonio Gómez M. al pago de las costas penales'; CUAR-

-TO: Condena a los prevenidos Ramón Antonio Gómez Mar-
tínez, al pago de las costas penales y Próspero Antonio Cor-
torreal Polanco, al pago de las costas penales y civiles,

» on distracción de las últimas, en provecho del Lic. Quid-
co Elpidio Pérez, quien afirmó haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando que la corte a-qua dió por establecido
mediante la ponderación de los elementos de prueba que
fueron regularmente administrados en la instrucción de
la causa, lo siguiente: a) que en fecha 3 de agosto de 1962,
mientras la camioneta placa No. 30356 conducida por Ra-
món Antonio Gómez Martínez transitaba de Oeste a Este
por la Avenida George Washington, al llegar a la esquina
formada con la calle "D" del Centro de los Héroes de Cons-
tanza, Maimón y Estero Hondo, chocó con la parte trasera
del carro placa privada No. 21052, conducido por Próspe-
ro Antonio Cortorreal Polanco, que transitaba por la mis-
ma vía, que al recibir el impacto dicho carro chocó a su vez
al carro placa pública 19571, conducido por Luis Antonio
Zaiter, el cual se encontraba estacionado a su derecha en
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-TO: Condena a los prevenidos Ramón Antonio Gómez Mar-
tínez, al pago de las costas penales y Próspero Antonio Cor-
torreal Polanco, al pago de las costas penales y civiles,
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mediante la ponderación de los elementos de prueba que
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mientras la camioneta placa No. 30356 conducida por Ra-
món Antonio Gómez Martínez transitaba de Oeste a Este
por la Avenida George Washington, al llegar a la esquina
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del carro placa privada No. 21052, conducido por Próspe-
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recurrente al

— F. E. Raye-
Peña.— Luis

— Leonte R.
Sánchez T.—

la misma vía e igual dirección de los vehículos accidenta-
dos; b) que como consecuencia del accidente, resultaron
con golpes y heridas Victoriana González, Fabio Froilán
Amadiz y César Augusto Montolío, las de los primeros cu-
fables antes de diez días, la del último después de 20 días
(fractura del tercio medio del radio derecho); c) que el
accidente se debió a faltas cometidas por los conductores
Ramón Antonio Gómez Martínez y Próspero Antonio Cor-
torreal Polanco,+preciando que la del primero, actual re-
currente, consistió en transitar dentro de la Zona Urbana
a una velocidad de 45 klms. por hora en violación al artícu-
lo 5 de la ley 4809, circunstancia que si no fue la única que
dió lugar al accidente, concurrió a que se Produjera, ya que
a la velocidad de 25 klms. que establece la ley hubiera ma-
niobrado con mayor facilidad para evitar el mismo;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, constituyen a cargo de Ramón Antonio Gómez
Martínez, el delito de violación a la ley 5771 sobre acciden-
tes causados con vehículos de motor, previsto por el artícu-
lo 1 de la ley 5771 y sancionado por la misma disposición
legal en su apartado c) con prisión de seis meses a dos años
y multa de cien a quinientos pesos, que al condenar al pre-
venido después de declararlo culpable del indicado delito al
pago de una multa de treinta pesos acogiendo circunstan-
cias atenuantes, la corte a-qua hizo una correcta aplicación
de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos y
en lo que concierne al interés del recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Antonio Gómez Martínez,
contra sentencia dictada en &tribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 19 de
agosto de 1963, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lu-

gar del presente fallo, y Segundo: Condena al
pago de las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.
Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).
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la misma vía e igual dirección de los vehículos accidenta-
dos; b) que como consecuencia del accidente, resultaron
con golpes y heridas Victoriana González, Fabio Froilán
Amadiz y César Augusto Montolío, las de los primeros eu_
fables antes de diez días, la del último después de 20 días
(fractura del tercio medio del radio derecho); c) que el
accidente se debió a faltas cometidas por los conductores
Ramón Antonio Gómez Martínez y Próspero Antonio Cor-
torreal Polanco, preciando que la del primero, actual re-
currente, consistió en transitar dentro de la Zona Urbana
a una velocidad de 45 klms. por hora en violación al artícu-
lo 5 de la ley 4809, circunstancia que si no fue la única que
dió lugar al accidente, concurrió a que se Produjera, ya que
a la velocidad de 25 klms. que establece la ley hubiera ma-
niobrado con mayor facilidad para evitar el mismo;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua, constituyen a cargo de Ramón Antonio Gómez
Martínez, el delito de violación a la ley 5771 sobre acciden-
tes causados con vehículos de motor, previsto por el artícu-
lo 1 de la ley 5771 y sancionado por la misma disposición
legal en su apartado e) con prisión de seis meses a dos años
y multa de cien a quinientos pesos, que al condenar al pre-
venido después de declararlo culpable del indicado delito al
pago de una multa de treinta pesos acogiendo circunstan-
cias atenuantes, la corte a-qua hizo una correcta aplicación
de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos y
en lo que concierne al interés del recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Ramón Antonio Gómez Martínez,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales por
la Corte de Apelación de Santo Domingo en fecha 19 de
agosto de 1963, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lu-
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gar del presente fallo, y Segundo: Condena al
pago de las costas.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.
lo de la Fuente.— Guarionex A. García de
Gómez Tavárez.— Rafael Richiez Saviñón.
Alburquerque C.— Elpidio Abreu.— Rogelio

L Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en el expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.: Ernesto Curiel hijo).

recurrente al

— F. E. Raye-
Peña.— Luis

— Leonte R.
Sánchez T.—
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Recursos de casación civiles conocidos 	  11
Recursos de casación civiles fallados 	 	 8
Recursos de casación penales cooncidos 	  19
Recursos de casación penales fallados 	  22
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza conocidos 	 	 3
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza fallados 	 	 3
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic-

tados 	 	 1
Declinatorias 	 	 5
Desistimientos 	 	 1
Resoluciones ordenando la libertad provisional

por haberse prestado la fianza 	 	 1
Juramentación de Abogados 	  4
Nombramientos de Notarios 	  3
Resoluciones Administrativas 	  14
Autos autorizando emplazamientos 	 	 8
Autos pasando expedientes para dictamen 	  34
Autos fijando causas 	  22

Total 	  159

Ernesto Curiel hijo,
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

Santo Domingo, D. N.,
Marzo 31 de 1965.
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